




Conceptos elementales 
y generales de 

Derecho Tributario
Patricia A. Cozzo Villafañe

DOI: 
https://doi.org/10.5281/zenodo.15066328

https://doi.org/10.5281/zenodo.15066328


Conceptos elementales y generales de Derecho Tributario
Patricia A. Cozzo Villafañe
 
Primera edición
Publisciencia S.A.S
Número de páginas: 172
Tamaño: 15 cm x 21 cm
ISBN: 978-9942-7377-0-0
 
Datos editoriales
Publis Editorial
s/n Calle Absalon Toala Barcia e/ Av. Pablo Zamora y Calle Ramón Edulfo Cedeño
Apartado postal: 130103 - Portoviejo, Ecuador
Teléfono: (+593) 983160635
www.publiseditorial.com
 
Equipo editorial
Diseño de portada y diagramación: María Gabriela Miranda Mera
Corrección de estilo: Daliannis Rodríguez Céspedes
 

La versión original del texto publicado en este libro fue sometida a un riguroso proceso 
de revisión por pares, conforme a las normas editoriales de Publis Editorial.
 
Los contenidos, opiniones e interpretaciones expresados en esta obra son de exclusiva 
responsabilidad de la autora y no reflejan necesariamente la postura de la editorial.

Este trabajo está autorizado bajo la licencia Creative Commons Atribución-NoComercial-CompartirIgual 
4.0 Internacional (BY-NC-SA), lo que significa que el texto puede ser compartido, copiado y redistribuido 
en cualquier medio o formato, y puede ser adaptado, siempre que se dé el crédito apropiado a la 
autora, no se utilice con fines comerciales, y cualquier obra derivada se distribuya bajo la misma 
licencia. Para más detalles, consúltese: https://creativecommons.org/licenses/by-nc-sa/4.0/ 
 
Para usos comerciales del contenido original o para aplicar condiciones distintas a las permitidas por 
esta licencia, se requiere permiso adicional, el cual puede ser solicitado escribiendo a: 
editor@publiseditorial.com
 
Los términos de esta licencia Creative Commons no aplican a contenidos que no sean originales 
de esta publicación Open Access (como imágenes, figuras, fotografías, extractos, etc.), por lo que 
podría ser necesario obtener un permiso adicional del titular de los derechos. Es responsabilidad 
exclusiva de quien reutilice el material investigar y gestionar los permisos correspondientes.

http://www.publiseditorial.com
https://creativecommons.org/licenses/by-nc-sa/4.0/
mailto:editor%40publiseditorial.com?subject=
https://creativecommons.org/licenses/by-nc-sa/4.0/deed.es


Agradecimiento

Agradezco profundamente a mis padres que se ocuparon de mi 
educación para que podamos ser personas de bien y contar con una 
preparación que me diera mayores herramientas para enfrentar la 
vida. 

También a mis profesores y maestros que con mucha generosidad 
se ocuparon de nuestra enseñanza, tanto en la escuela primaria, 
secundaria, universitaria y mis profesores de posgrado con los que 
forjamos una amistad que nos permitió sostener debates académicos 
dentro de los claustros universitarios y mis compañeros y Dirección 
del Instituto de Derecho Tributario del Colegio de Abogados de 
Morón.

A mis amigos y todos aquellos que nos apoyaron y a quienes les 
robe mucho tiempo que dedique a realizar mi trabajo. 

No quiero entrar a dar nombres porque temo olvidar a alguien y 
las omisiones al igual que las comparaciones suelen ser odiosas, pero 
no puedo dejar de agradecer al Dr. Cesar Andraus Quintero que hizo 
realidad este sueño. 

A todos les digo muchas gracias.





Capítulo primero:
El pensamiento económico y su dinámica a través del 
tiempo.
El pensamiento económico hasta el siglo XIX y durante el 
siglo XX y XXI.
La matriz económica de los tributos.
Objetivos económicos y sociales de los tributos: como 
herramienta para el desarrollo, como medio anti inflación, 
como potestad ordenadora del estado.
La economía mundial del nuevo siglo XXI.
El neo liberalismo y la vuelta al estado gendarme.

Prólogo
Introducción

Capítulo segundo:
Una breve historia de la tributación.
Historia de la tributación y su evolución a través del 
tiempo.
Los tiempos actuales.
Evolución del derecho tributario como disciplina.
Autonomía del derecho tributario en los tributos 
nacionales y locales.

Capítulo tercero:
Derecho tributario constitucional.
Los derechos fundamentales y el derecho tributario en 
nuestra constitución.
Entre la legalidad y la legitimidad.
Los derechos fundamentales.
Los derechos fundamentales frente al estado constitucional 
de derecho.
Derechos humanos inalterables y definitivos.

Contenido

15

15

20
22

25
25

11
13

27

27

30
31
32

35

35

40
41
43

47



Capítulo cuarto:
Distribución de potestades tributarias en la república 
argentina.
Distribución de potestades tributarias.
Clasificación de los recursos tributarios.
Potestad tributaria del estado nacional y las provincias.
Gravabilidad del transporte interjurisdiccional de 
mercancías y el comercio internacional.
Régimen de coparticipación federal de impuestos.
El Convenio Multilateral.
Ilegitimidad. Caso de Coparticipación en la Provincia de 
Entre Ríos y Otros Casos Análogos.
Comercio interjurisdiccional de mercancías en el marco del 
convenio multilateral.

Capítulo quinto:
Derecho tributario sustantivo desde la óptica local 
y nacional.
Recursos tributarios.
Normas que definen el concepto de tributo o sus especies 
(impuestos-tasas y contribuciones especiales). Análisis de 
alguna norma.
Diferencias de las tres especies tributarias y si existe alguna 
relevancia la denominación (nomen Iuris) asignada por el 
legislador para establecer su verdadera naturaleza.
Tributos locales con afectación específica, así como 
también algún supuesto de normas tributarias que persigan 
fines extra fiscales.
Normas tributarias con fines extrafiscales.
Supranacionales.
Normas nacionales.
Constitución de la provincia de Buenos Aires.
El hecho imponible.
Territorialidad.
Aspecto temporal.
Impuesto inmobiliario.

51

51
52
53
56

58
61
61

63

65

65
66

70

72

73
73
75
76
76
79
79
80



Capítulo sexto:
El deber de colaboración.
Deber de colaboración.
Deber de información.
Determinación de deuda. Infracciones y sanciones.
Infracciones y sanciones tributarias.
Naturaleza jurídica.
Evolución de las leyes vigentes y sus cambios (desde la ley 
23771 hasta la 27430). 
Régimen penal tributario actual. La ley 27430 y su análisis 
comparativo con la ley 24769.
Posturas doctrinarias.
El agente fiscal encubierto.
Análisis de la reforma de la provincia de Mendoza.
Criminalidad organizada.
Herramientas para la investigación de delitos complejos.
El agente encubierto frente a los derechos fundamentales.
Allanamientos de morada.
Inspección ocular.
Secuestro de documentación.
Interceptar correspondencia.
Intervención de comunicaciones telefónicas.

95

95
96
99

107
107
108

109

113
118
124
125
127
131
141
143
144
145
146

Conclusiones
Bibliograf ía
Acerca de la autora

149
151
172

81
82
83
86
91

Complementario.
Impuesto automotor.
Sujetos pasivos.
Exención tributaria.
Prescripción tributaria.





Conceptos elementales y generales de Derecho Tributario / 11

Prólogo

El Derecho Tributario es una disciplina esencial dentro del marco 
jurídico de cualquier nación, ya que regula la relación entre el Estado 
y los ciudadanos en materia impositiva. En un contexto global 
caracterizado por constantes reformas fiscales y crecientes exigencias 
en materia de cumplimiento tributario, resulta imprescindible 
contar con herramientas de estudio que brinden claridad conceptual 
y orientación práctica sobre esta área del derecho.

El presente libro, Conceptos elementales para el Derecho Tributario, 
se erige como una obra de referencia que busca proporcionar una 
visión estructurada y accesible de los fundamentos de la tributación, 
abordando tanto su evolución histórica como sus aplicaciones 
contemporáneas. Su estructura está cuidadosamente diseñada para 
guiar progresivamente al lector desde los principios generales hasta 
aspectos más específicos del sistema tributario argentino.

En su desarrollo, el libro comienza con una aproximación teórica 
al pensamiento económico y su influencia en la configuración de 
los sistemas impositivos, proporcionando una base indispensable 
para comprender la evolución de la tributación. Posteriormente, 
se adentra en la historia de la imposición fiscal, estableciendo un 
recorrido desde sus orígenes hasta su consolidación en los Estados 
modernos. A medida que avanza, la obra introduce al lector en el 
estudio de los principios constitucionales que rigen el derecho 
tributario, abordando temas fundamentales como la legalidad, la 
igualdad y la capacidad contributiva, pilares esenciales en cualquier 
ordenamiento jurídico tributario.

Uno de los aspectos más valiosos de este libro es su tratamiento 
de la distribución de potestades tributarias en Argentina, un tema 
central para comprender el funcionamiento del federalismo fiscal 
y la autonomía de las provincias en materia impositiva. Además, 
se analizan los distintos tipos de tributos, sus características y su 
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impacto en la actividad económica, ofreciendo una visión integral 
del sistema fiscal vigente.

La claridad expositiva y el enfoque pedagógico del texto hacen que 
sea una obra de gran utilidad tanto para estudiantes de grado que se 
inician en el estudio del derecho tributario como para aquellos que 
cursan programas de posgrado en disciplinas afines, como el derecho 
administrativo, las ciencias económicas y la gestión fiscal. Su abordaje 
sistemático permite a los estudiantes adquirir una comprensión 
sólida de la normativa y los principios que rigen la tributación, 
mientras que los profesionales y docentes pueden encontrar en él un 
material de consulta valioso para la actualización y profundización 
de conocimientos.

En definitiva, Conceptos elementales para el Derecho Tributario es 
un recurso esencial para quienes buscan adentrarse en esta disciplina 
con un enfoque académico riguroso, pero accesible. Su estructura 
ordenada, su claridad en la exposición de conceptos y su pertinencia 
en el contexto jurídico actual lo convierten en una obra de referencia 
tanto para la formación universitaria como para la práctica profesional 
en el ámbito tributario.

Abg. Flavia M. Vargas Mursulí, PhD
Doctora en Filosofía y Letras 
Universidad de Alicante
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Introducción

El Derecho Tributario es una rama fundamental del ordenamiento 
jurídico, encargada de regular la relación entre el Estado y los 
ciudadanos en materia impositiva. A través de normas, principios 
y procedimientos, se establecen los deberes de contribución que 
permiten al Estado obtener los recursos necesarios para cumplir sus 
funciones esenciales, tales como la educación, la salud, la seguridad 
y el desarrollo económico.

Este libro, Conceptos elementales y generales de Derecho Tributario, 
tiene como propósito brindar a los estudiantes, profesionales y toda 
persona interesada en la materia una base clara y estructurada sobre los 
aspectos fundamentales de la tributación en Argentina. Se desarrolla 
desde un enfoque didáctico, explicando los principios generales del 
Derecho Tributario, las fuentes normativas, la clasificación de los 
tributos y el funcionamiento de los principales impuestos en el país.

A lo largo de sus capítulos, se analizarán los conceptos clave 
del Derecho Tributario argentino, tomando como referencia 
la Constitución Nacional, la legislación vigente y la doctrina 
especializada. Asimismo, se abordarán temas como la potestad 
tributaria, la relación jurídico-tributaria, los derechos y obligaciones 
de los contribuyentes, así como los procedimientos administrativos y 
judiciales vinculados a la materia.

El objetivo de este material es proporcionar una herramienta de 
estudio accesible y rigurosa, que facilite la comprensión de los aspectos 
esenciales de la tributación en Argentina. A partir de un lenguaje 
claro y ejemplos prácticos, se busca acercar al lector al complejo pero 
apasionante mundo del Derecho Tributario, incentivando un análisis 
crítico y reflexivo sobre su impacto en la sociedad.

Se espera que esta obra sea de utilidad para todos aquellos que se 
inician en el estudio del Derecho Tributario y que contribuya a una 
mejor comprensión del sistema fiscal argentino y su importancia en el 
desarrollo del país.





CAPÍTULO PRIMERO

EL PENSAMIENTO ECONÓMICO Y SU DINÁMICA 
A TRAVÉS DEL TIEMPO

EL PENSAMIENTO ECONÓMICO HASTA EL SIGLO XIX Y DURANTE EL 
SIGLO XX Y XXI

Entre finales del siglo XIX y principios del siglo XX, los patrones 
económicos experimentaron transformaciones significativas, 
lo que impactó directamente en los modos de producción y en el 
intercambio de mercancías a nivel global. Hasta aproximadamente 
1850, Gran Bretaña se consolidó como la única nación con un 
desarrollo industrial avanzado, mientras que otras economías 
comenzaron a seguir su ejemplo, avanzando progresivamente hacia 
modelos de desarrollo industrial y económico.

Este proceso condujo a la consolidación de una relación asimétrica 
entre los países productores de materias primas y las naciones 
industrializadas. En este contexto, los primeros se especializaron en la 
exportación de recursos naturales y productos de alto valor agregado, 
como especias y seda, mientras que los países industrializados 
concentraron su producción en bienes manufacturados, generando 
un crecimiento acelerado de su economía y acumulación de capital.

Durante este periodo, el movimiento de capitales se intensificó 
considerablemente, lo que incentivó un aumento en la importación 
de productos básicos, el desarrollo de la minería y una acelerada 
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urbanización. Esta última fue impulsada por la migración masiva de la 
población rural hacia los centros urbanos en busca de oportunidades 
laborales. Asimismo, la expansión de la infraestructura de transporte, 
particularmente la construcción de redes ferroviarias, facilitó la 
integración territorial y la consolidación de mercados nacionales e 
internacionales, fortaleciendo así las dinámicas del comercio global 
(Gelman, 2014).

Durante este período, se produjo una expansión significativa del 
desarrollo industrial y tecnológico a nivel global. La incorporación 
de nuevas tecnologías en los procesos de producción permitió una 
acelerada industrialización en diversas regiones, transformando las 
dinámicas económicas y comerciales (Foreman-Peck, 1995).

Este proceso estuvo acompañado de intensos movimientos 
migratorios, motivados en gran parte por las crisis económicas 
derivadas de la Primera Guerra Mundial y la Revolución Rusa de 
1917. La emigración europea, fenómeno analizado por Alberdi 
(2017), incidió en el desarrollo de América del Norte y América 
del Sur. En el caso de Argentina, la llegada masiva de inmigrantes 
italianos, españoles y alemanes contribuyó significativamente al 
crecimiento económico y social del país.

Estos factores impulsaron el desarrollo del comercio mundial. En 
este contexto, Gran Bretaña ejerció una influencia preponderante 
debido a su sólida economía y su destacada participación en sectores 
estratégicos como la industria aseguradora, el transporte marítimo 
(fletes), las inversiones extranjeras y el comercio internacional. Su 
política de libre comercio, inusual para la época, contrastaba con 
la tendencia predominante en la mayoría de los países, los cuales 
adoptaban políticas proteccionistas mediante la imposición de 
elevados aranceles a los productos importados. En este marco, 
se crearon aduanas con el propósito de resguardar las economías 
nacionales y regular el flujo de bienes en los mercados internacionales 
(Dramond, 2017).

A principios del siglo XX, el comercio internacional experimentó 
un crecimiento significativo como resultado del incremento de la 
liquidez global, impulsado por grandes transferencias de capitales. 
En este contexto, se expandió el comercio de productos primarios, 
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particularmente aquellos vinculados a la industria alimentaria, 
como los productos agrícolas, destacándose el trigo entre los más 
comercializados. La estructura económica mundial se dividía entre 
naciones altamente industrializadas y países productores de materias 
primas.

Por otro lado, los países subdesarrollados dependían en gran 
medida de la exportación de productos primarios, lo que los hacía 
vulnerables a las fluctuaciones de la demanda y a la variabilidad de 
los precios internacionales de estos bienes. En el ámbito energético, 
el carbón desempeñaba un papel central en el desarrollo industrial, 
con Gran Bretaña como principal productor. Asimismo, el petróleo 
comenzaba a adquirir relevancia debido al auge de la industria 
automotriz a inicios del siglo XX.

Entre las inversiones más destacadas de la época se encontraban las 
de capital y los proyectos de expansión económica en el extranjero, 
particularmente a través del comercio marítimo. Gran Bretaña 
dirigió importantes inversiones hacia Argentina y Canadá, además 
de fortalecer sus lazos comerciales con Estados Unidos, que se 
posicionaba como un importador clave de productos británicos.

Los elementos fundamentales de la producción continuaban siendo 
la tierra, el capital y el trabajo, a los cuales se sumaron los avances 
tecnológicos derivados de los grandes inventos de finales del siglo XIX. 
Estos progresos impulsaron una transformación en la concepción 
social y económica, dado que las sociedades evolucionaban en 
función de nuevas dinámicas productivas y comerciales. En este 
contexto, emergió la economía de mercado como un mecanismo 
de interacción entre individuos que buscaban superar los desaf íos 
económicos y mejorar sus condiciones de vida.

Este modelo económico marcó una ruptura con los sistemas 
tradicionales previos, como el feudalismo medieval, en los que 
la producción y el comercio estaban regulados por normas 
consuetudinarias o la voluntad de los señores feudales. La economía 
de mercado introdujo el principio del lucro como motor de la actividad 
comercial, promoviendo el uso de la razón y la libre iniciativa. No 
obstante, también generó desigualdades, especialmente para aquellos 
que solo contaban con su fuerza de trabajo, enfrentando condiciones 
de vulnerabilidad económica.



18 / Patricia A. Cozzo Villafañe

Paralelamente, se produjo un cambio en la concepción del orden 
social. La visión teocéntrica, en la que Dios era considerado el 
regulador de la sociedad, fue progresivamente desplazada por teorías 
basadas en el racionalismo y el contractualismo. En este sentido, las 
ideas de Rousseau (1880) en su obra Contrato social adquirieron 
relevancia, estableciendo que el Estado debía limitarse a garantizar la 
propiedad privada y la seguridad de los ciudadanos, consolidando así 
los principios del liberalismo económico.

Antes de la consolidación del Estado liberal de derecho, se produjo 
un desarrollo progresivo en el que las naciones, a través del comercio, 
aseguraban la adquisición de bienes y la generación de dividendos 
mediante la explotación de los bienes de capital disponibles en otros 
Estados. Este fenómeno fue anticipado por Smith (1996) en su obra 
La riqueza de las naciones, donde argumentaba que el rol del Estado 
debía limitarse a garantizar la seguridad interna y externa, administrar 
justicia, promover la educación y desarrollar infraestructura pública.

En materia fiscal, los tributos debían regirse por principios 
fundamentales, como el de igualdad, vinculado a la capacidad 
contributiva de los ciudadanos, y el de legalidad, que exigía el 
respeto a ciertos postulados esenciales en la imposición tributaria. 
Smith advertía que una presión fiscal excesiva podía generar efectos 
contraproducentes en la recaudación impositiva, ya que el Estado, 
para sostener dicho esquema, requería de un aparato burocrático 
amplio, lo que incrementaba significativamente los costos operativos 
y administrativos del gobierno.

Ricardo (1959) sostenía que los únicos beneficiarios de las 
ganancias económicas eran los terratenientes, dado que consideraba 
que la sociedad estaba estructurada en distintos grupos con intereses 
divergentes. En su análisis, argumentaba que el desarrollo de la 
industria influía directamente en el precio de los productos agrícolas, 
como los cereales, afectando la rentabilidad del sector agrario.

Su visión económica estaba marcada por un enfoque pesimista, 
influenciado en gran medida por el pensamiento de Thomas Robert 
Malthus. Malthus (2018) advertía que el crecimiento acelerado de 
la población, impulsado por el progreso, llevaría inevitablemente 
a una crisis de subsistencia, ya que los recursos disponibles serían 
insuficientes para sostener a la humanidad en el largo plazo.
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Para Ricardo (1959), la economía se estructuraba en torno a tres 
clases principales: propietarios de tierras, industriales y trabajadores. 
Estas categorías interactuaban con variables fundamentales como 
la renta de la tierra, la tasa de beneficio y los salarios. Su teoría 
económica sentó las bases para la formulación del impuesto a la 
renta, al considerar que la distribución de la riqueza debía estar sujeta 
a mecanismos fiscales que equilibraran las disparidades económicas 
entre los distintos sectores de la sociedad.

John Stuart Mill promovía una política de cooperación económica y 
sostenía que el ahorro debía estar exento de impuestos para fomentar 
su desarrollo y estimular la inversión. En el contexto europeo, 
diversas revoluciones sirvieron como antecedentes de la Revolución 
Comunista, teniendo su epicentro en Francia. Marx y Engels (2004), 
en su Manifiesto del Partido Comunista, argumentaban que los 
trabajadores eran explotados por los propietarios de los medios de 
producción, lo que, según su análisis, conduciría inevitablemente 
al colapso del sistema capitalista. Consideraban que el capitalismo 
poseía una estructura económica basada en la explotación de la clase 
obrera y que la propiedad privada era un mecanismo de dominación 
clasista e inherentemente injusto.

El comunismo emergió en Rusia como resultado de la Revolución 
de 1917, mientras que, en otros países europeos, como Alemania 
e Italia, el capitalismo derivó hacia el fascismo, un sistema que fue 
abandonado tras la Segunda Guerra Mundial. Estos profundos 
cambios sociales del siglo XX hicieron inviable el retorno al modelo 
de Estado gendarme, cuya función se limitaba a garantizar el orden 
militar y económico sin una intervención activa en la vida social.

En este nuevo contexto, surgió la necesidad de diseñar un sistema 
que considerara los intereses de las grandes mayorías y promoviera 
tanto la libertad económica como la política. Es en este escenario 
donde Keynes (1936) formuló su teoría económica, sosteniendo que 
el libre mercado, por sí solo, no garantizaba el pleno empleo ni resolvía 
los problemas sociales. Argumentaba que el ahorro, al quedar fuera 
del circuito económico, no contribuía al dinamismo productivo, por 
lo que era fundamental fomentar la inversión y el gasto público para 
estimular la demanda agregada.
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Así, las concepciones individualistas fueron reemplazadas por 
un enfoque orientado al bienestar colectivo. No obstante, existían 
sectores que consideraban que la intervención estatal en la economía 
restringía las libertades individuales. Las políticas keynesianas llevaron 
a un incremento del gasto público y permitieron la consolidación 
del capitalismo mediante regulaciones gubernamentales, como las 
leyes antimonopolio y la intervención de organismos nacionales en 
sectores estratégicos, tales como la producción de carne y granos. 
Asimismo, los sindicatos adquirieron un rol central en la negociación 
colectiva, estableciendo acuerdos paritarios para determinar el valor 
de la fuerza de trabajo (Marx & Engels, 2004).

El pensamiento post-keynesiano plantea que cualquier incremento 
en la carga tributaria, ya sea sobre la renta o el consumo, tiende a 
ser trasladado por los empresarios a los trabajadores, generando 
un impacto en sus ingresos reales. En este sentido, esta corriente 
económica parte de la premisa de un conflicto estructural entre la 
clase trabajadora y los grupos empresariales, donde la distribución 
de la riqueza y la carga fiscal se convierten en ejes centrales del debate 
económico.

LA MATRIZ ECONÓMICA DE LOS TRIBUTOS
Esta rama del derecho tiene como objetivo analizar las implicancias 

económicas derivadas de la aplicación de las normas legales que 
regulan el ámbito tributario. En este sentido, su estudio se orienta 
hacia el análisis de las finanzas públicas y la evaluación de los objetivos 
que el Estado busca alcanzar a través de su política fiscal. Por un 
lado, se examinan los tributos como un mecanismo fundamental 
de financiamiento estatal, considerando su marco normativo y su 
interacción con los principios constitucionales. Por otro lado, se 
estudia el impacto real de la política fiscal en los diversos aspectos 
económicos de un país, evaluando sus efectos en la distribución del 
ingreso, el crecimiento económico y la estabilidad financiera.

Si bien los tributos representan una fuente esencial de ingresos 
para el Estado, este también cuenta con otros recursos financieros, 
como la venta de tierras, los contratos de concesión y las herencias 
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vacantes. Dentro de los recursos tributarios, se distinguen los 
impuestos, las tasas y las contribuciones. El pensamiento liberal 
clásico restó importancia al papel de los tributos como herramienta 
de recaudación, lo que llevó a que durante un tiempo no se les 
considerara un instrumento clave en la formulación de políticas 
fiscales ni en la planificación presupuestaria del Estado (Neumark, 
2024).

A lo largo del siglo XX se desarrolló una nueva concepción sobre 
la tributación, asignándole un sentido social y convirtiéndola en 
un mecanismo clave para la redistribución de la riqueza. En este 
contexto, el Estado, en su búsqueda de justicia social, comenzó a 
ejercer una mayor intervención en el ámbito impositivo.

Al establecer políticas tributarias que primaban sobre las 
políticas fiscales tradicionales, el Estado adoptó un rol cada vez más 
intervencionista, impulsando medidas como los incentivos fiscales. 
Estos mecanismos tenían el propósito de fomentar determinadas 
actividades económicas mientras desalentaban otras, alineándose 
con objetivos estratégicos de política fiscal.

Desde una perspectiva socioeconómica, los tributos adquirieron 
una relevancia fundamental, al buscar garantizar la equidad y 
corregir desigualdades estructurales. Este enfoque contrastaba con la 
doctrina del laissez-faire y la teoría del derrame, que postulaban que 
la libertad de mercado generaría beneficios para toda la sociedad. 
Sin embargo, la intervención estatal surgió como una respuesta a 
la incapacidad de las fuerzas económicas para resolver de manera 
autónoma los problemas sociales.

En este contexto, el Estado amplió su participación en los mercados, 
asumiendo la provisión de bienes y servicios esenciales que no 
resultaban rentables para la empresa privada. Un claro ejemplo de ello 
fue la implementación y gestión del transporte público de pasajeros, 
cuya operación no generaba suficientes incentivos económicos 
para el sector privado, pero resultaba fundamental para garantizar 
la movilidad y el acceso equitativo a oportunidades económicas y 
sociales.
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OBJETIVOS ECONÓMICOS Y SOCIALES DE LOS TRIBUTOS: 
COMO HERRAMIENTA PARA EL DESARROLLO, COMO MEDIO ANTI 
INFLACIÓN, COMO POTESTAD ORDENADORA DEL ESTADO

Según la doctrina clásica, los tributos eran considerados 
principalmente como una herramienta para financiar la burocracia 
estatal. Sin embargo, en el siglo XX surgió una nueva visión que 
redefinió los objetivos económicos y sociales de los impuestos. Se 
identificaron actividades cuya naturaleza dificultaba que los tributos 
pudieran ser trasladados a los consumidores finales, quienes son los 
contribuyentes directos.

Durante la pandemia, las ayudas gubernamentales permitieron la 
supervivencia tanto de las personas como de las empresas, y apoyando 
su recuperación como parte de una política fiscal post-pandemia. En 
contextos de alta y persistente inflación, el apoyo fiscal generalizado 
pierde justificación, lo que ha llevado a la reducción de estas ayudas 
en muchos países. En estos escenarios, las ayudas se enfocan en los 
sectores más vulnerables, especialmente frente al aumento de los 
precios de productos básicos como alimentos y energía. No obstante, 
es fundamental evitar estimular la demanda agregada en exceso, ya 
que esto podría generar riesgos inflacionarios. En economías tanto 
avanzadas como emergentes, las restricciones fiscales juegan un 
papel importante al ayudar a reducir la inflación y controlar el nivel 
de endeudamiento (Due, 1961).

Los bancos centrales están incrementando las tasas de interés con 
el objetivo de reducir la demanda y controlar la inflación, que en 
muchas regiones ha alcanzado niveles superiores a los registrados en 
la década de 1980. Sin embargo, esta estrategia conlleva importantes 
costos económicos para la sociedad y afecta el crecimiento económico, 
lo que resalta la necesidad de aplicar políticas monetarias adecuadas 
en busca de soluciones efectivas.

La política monetaria dispone de herramientas para contener la 
inflación, mientras que la política fiscal puede proporcionar una base 
económica más sólida a largo plazo. Para ello, es fundamental invertir 
en infraestructura, salud y educación. Asimismo, una distribución 
equitativa de los ingresos, a través de impuestos, transferencias de 
capital y la provisión de servicios públicos esenciales, puede contribuir 
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a la estabilidad económica. Además, el saldo presupuestario influye 
en la demanda de bienes y servicios: una reducción del déficit tiende 
a enfriar la demanda agregada y la inflación, evitando que el banco 
central deba recurrir al alza de tasas de interés para lograr el mismo 
efecto.

Las condiciones financieras globales imponen restricciones a 
los presupuestos, y los niveles de deuda pública han superado los 
registrados antes de la pandemia, lo que pone en evidencia diversas 
vulnerabilidades económicas. En este contexto, el estímulo fiscal en 
un entorno de alta inflación obliga a los bancos centrales a adoptar 
medidas más restrictivas para contener los precios. A su vez, un 
elevado endeudamiento, tanto en el sector público como en el privado, 
incrementa los riesgos para la estabilidad del sistema financiero.

Las autoridades económicas tienen la responsabilidad de 
implementar estrategias que beneficien a quienes más lo necesitan. 
Esto implica realizar recortes y mejorar la recaudación fiscal para 
reducir el déficit de manera sostenible. En general, existe un consenso 
entre los encargados de la política económica en cuanto a la necesidad 
de combatir la inflación.

Por otro lado, el envejecimiento de la población en economías 
avanzadas y países emergentes subraya la importancia de generar 
reservas financieras que puedan utilizarse en momentos de crisis o 
dificultades económicas. A esto se suma la falta de sostenibilidad de 
muchos sistemas previsionales, lo que exige reformas estructurales a 
largo plazo.

Si se considera la recaudación como una herramienta para el 
crecimiento sostenible, los estudios de Naciones Unidas reflejan que 
la realidad en América Latina y el Caribe es distinta a la de otras 
regiones. En estas economías, los impuestos pueden contribuir 
a reducir la desigualdad, aunque en muchos casos esto se ve 
contrarrestado por recortes en el gasto público y un aumento de 
la carga impositiva, a pesar de las necesidades generalizadas. Esta 
región sigue siendo una de las más desiguales del mundo.

Algunas reformas tributarias pueden impulsar el crecimiento 
económico. Por ejemplo, el impuesto al valor agregado (IVA) añade 
valor a los productos y fomenta el consumo formal. No obstante, la 
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elevada informalidad y la limitada capacidad contributiva de muchas 
personas afectan la efectividad del sistema impositivo.

Por otro lado, el impuesto sobre la renta puede aplicarse tanto a 
personas f ísicas como a empresas. En muchos casos, la carga fiscal 
sobre las sociedades es excesiva, lo que desincentiva la inversión y 
perjudica el crecimiento sostenible. En este sentido, una mayor 
tributación sobre las rentas individuales podría ser una alternativa 
más eficiente para lograr una recaudación equitativa y fomentar el 
desarrollo económico (Allan, 1974).

El diseño tributario suele presentar deficiencias significativas 
cuando incluye tasas impositivas bajas, altos umbrales de ingresos y 
deducciones generalizadas que, en muchos casos, resultan regresivas, 
beneficiando principalmente a los sectores de mayores ingresos. 
Esto genera una erosión de la base imponible y limita el impacto 
redistributivo del sistema tributario.

Los incentivos fiscales deben estar dirigidos a los trabajadores de 
bajos ingresos, mujeres y personas con discapacidad, promoviendo 
una mayor equidad. A nivel global, existen iniciativas para mejorar 
la recaudación del impuesto sobre la renta, lo que abre la posibilidad 
de replantear y optimizar los sistemas impositivos para hacerlos más 
justos y eficientes.

Otro aspecto clave a considerar es la reducción de tasas impositivas 
con el objetivo de atraer inversiones, así como la simplificación de 
los procedimientos administrativos para facilitar el cumplimiento 
tributario y mejorar la eficiencia recaudatoria.

Para implementar cualquier reforma legal en materia fiscal, es 
fundamental contar con el respaldo de la ciudadanía. Si la población 
percibe que los ingresos tributarios serán mal administrados o 
utilizados en beneficio de políticos y burócratas, será dif ícil lograr 
apoyo para estos cambios. Por ello, es imprescindible fortalecer las 
instituciones, garantizar la transparencia, fomentar la equidad y 
aplicar políticas efectivas de lucha contra la corrupción en la gestión 
pública.

En este contexto, una política tributaria bien estructurada permite 
una recaudación eficiente, a la vez que cumple una función ordenadora 
dentro del Estado, contribuyendo al desarrollo económico y social de 
la sociedad.
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LA ECONOMÍA MUNDIAL DEL NUEVO SIGLO XXI
Actualmente, los mercados operan a nivel global, con un fuerte 

enfoque en las exportaciones y una competencia cada vez más intensa. 
El neoliberalismo sustenta esta dinámica, promoviendo la libertad de 
mercado y la libre circulación de bienes a nivel internacional.

Las grandes empresas transnacionales buscan acceder a los 
recursos naturales mediante la promoción de inversiones extranjeras, 
ofreciendo empleo local a cambio de la explotación de estos 
recursos como propiedad privada. Un ejemplo de ello es el Tratado 
Minero argentino-chileno, que permite a grandes corporaciones 
internacionales extraer recursos de la Cordillera de los Andes en 
ambos países. Este modelo económico se basa en el libre mercado, 
el individualismo y la propiedad privada, donde la competencia se 
convierte en el eje central de la actividad económica (Burdese, 1975).

La globalización se presenta como un desaf ío al concepto de 
justicia social y solidaridad. El orden mundial establecido tras la 
caída del Muro de Berlín ha sido transformado, con Estados Unidos 
liderando las fuerzas militares globales y la fragmentación de la 
Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas. Además, el inglés se ha 
consolidado como idioma universal.

En el siglo XXI, las economías globales dependen de un nuevo actor 
clave: China. Esta potencia ha redefinido las reglas del comercio y 
los intercambios internacionales, generando una nueva competencia 
geopolítica. Como resultado, el mundo presencia una reedición 
de la Guerra Fría, con diversas naciones disputando la supremacía 
hegemónica.

EL NEO LIBERALISMO Y LA VUELTA AL ESTADO GENDARME
Entre las décadas de 1970 y 1980, el aumento significativo de la 

inflación, la recesión y el desempleo dieron lugar al resurgimiento 
de un pensamiento de corte liberal, en contraposición al enfoque 
keynesiano y su teoría del pleno empleo. En respuesta, se intentó 
reinstaurar ideas monetaristas que ponían el énfasis en la estabilidad 
monetaria. A diferencia de Keynes, quien restaba importancia al 
papel del dinero en la economía, esta corriente defendía la necesidad 
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de reducir el gasto público y diseñar un sistema impositivo que 
gravara la renta de las personas f ísicas.

Los defensores de esta visión cuestionaban la expansión del 
sector público y el elevado costo de los impuestos, argumentando 
que la intervención estatal en la economía provocaba procesos 
inflacionarios, promovían la privatización de empresas estatales y la 
reducción del papel del Estado en la economía. Bajo este enfoque, el 
Estado debía limitarse a garantizar la justicia, la seguridad interna y 
externa, y la educación pública. Estas ideas representaban un retorno 
al concepto de “Estado gendarme” y al laissez-faire, retomando 
principios del neoliberalismo.



CAPÍTULO SEGUNDO

UNA BREVE HISTORIA DE LA TRIBUTACIÓN

HISTORIA DE LA TRIBUTACIÓN Y SU EVOLUCIÓN A TRAVÉS DEL 
TIEMPO

Desde sus orígenes, los tributos han estado ligados a la dominación 
de los pueblos, ya que las civilizaciones conquistadoras imponían su 
pago a las sociedades sometidas. A lo largo de la antigüedad, este 
modelo de vasallaje convirtió a los pueblos conquistados en esclavos, 
consolidando un sistema de explotación (De Marino, 1985).

Podemos afirmar que los tributos existen desde que las personas 
comenzaron a organizarse en comunidades. Su historia se remonta a 
los albores de la humanidad, aunque su evolución hasta convertirse en 
impuestos requirió un largo proceso. Para que un tributo adquiriera la 
categoría de impuesto, fue necesario el desarrollo de un marco legal, 
algo que tomó siglos en consolidarse hasta que el constitucionalismo 
moderno estableció este principio en las constituciones.

A lo largo del tiempo, los distintos Estados han justificado la 
existencia de los impuestos mediante diversas teorías de carácter 
administrativo. Dado que estos no son abonados voluntariamente 
por los ciudadanos, el Estado recurre a la coerción para garantizar 
su recaudación. Existen distintas doctrinas sobre la naturaleza de los 
tributos, tasas y contribuciones, cada una con enfoques particulares 
sobre su función y legitimidad (Cozzo, 2023).
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En el antiguo Egipto ya se cobraban impuestos, y en el Imperio 
Romano los tributos eran numerosos y pesados para los pueblos 
conquistados. La presión fiscal en esa época era extremadamente 
alta, y los publicanos, encargados de la recaudación, enfrentaban 
castigos severos si no alcanzaban los montos exigidos. Como 
resultado, recurrían a medidas extremas, castigando f ísicamente e 
incluso condenando a la esclavitud a los deudores.

Los impuestos se destinaban principalmente a financiar campañas 
bélicas y pagar a las tropas. El Imperio Romano utilizaba los tributos 
para cubrir los gastos militares, el mantenimiento de infraestructuras, 
los salarios de los funcionarios, los espectáculos públicos, las obras 
de ingeniería y las distribuciones de alimentos y dinero en Roma.

Entre los tributos más destacados se encontraban el Tributum o 
Extipendium, aplicado a las tierras conquistadas, y el Tributum 
capitis, que recaía por igual sobre todas las personas, sin considerar 
su capacidad contributiva ni los principios de equidad fiscal.

Las contribuciones han sido importantes en numerosas 
revoluciones, desde el Imperio Romano hasta la Revolución Gloriosa 
en el Reino Unido. Durante este tiempo, los publicanos solían 
enriquecerse mediante los impuestos y abusaban especialmente de los 
extranjeros. Con la llegada del emperador Augusto, la disminución de 
los ingresos provenientes de los botines de guerra llevó a un aumento 
de la presión fiscal para sostener al ejército y financiar obras públicas.

En este contexto, la reforma tributaria de Diocleciano estableció 
una administración encargada de la recaudación y permitió a los 
ciudadanos reclamar la devolución de tributos cobrados en exceso. 
Durante su mandato, también se introdujeron impuestos a la herencia 
y al litigio, este último considerado un antecedente de la actual “tasa 
de justicia”.

En tiempos de Constantino, la recaudación de impuestos dejó de 
estar en manos de los concejales, pero el gasto público aumentó 
debido a la necesidad de emplear más funcionarios para gestionar 
los tributos. En los primeros años del cristianismo, los deudores 
fiscales eran incluso expulsados de la Iglesia, y la política tributaria 
se utilizaba como un mecanismo de opresión. Ante la posibilidad de 
prisión por deudas, muchos ciudadanos escapaban del Imperio. En 
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contraste, en la antigua Grecia la presión fiscal era menor, ya que 
el servicio militar era obligatorio y recaía principalmente sobre las 
clases más acomodadas (Ober, 2015).

Durante la Edad Media y la Edad Moderna, los impuestos se 
convirtieron en una forma de servidumbre hacia el señor feudal, 
quien cobraba el censo, un tributo basado en su condición de 
propietario de las tierras. En este período, las contribuciones carecían 
de proporcionalidad, ya que no existía un criterio equitativo en su 
aplicación.

Con el surgimiento de los Estados nacionales en la era moderna, se 
consolidó el poder monárquico y se estableció una economía de corte 
proteccionista. La organización impositiva comenzó a estructurarse 
en el siglo XIV con la creación de municipios o comunas, que 
implementaron tributos destinados a la limpieza de las vías públicas 
y la regulación del tránsito.

Durante la preponderancia española, se establecieron tributos 
aduaneros a través de las normativas de Cartagena, Granada y 
Murcia. Se impusieron derechos de exportación e impuestos sobre 
artículos de lujo importados, muchos de los cuales eran introducidos 
mediante el derecho de corso. En el caso de productos como la seda, 
un porcentaje conocido como el diezmo correspondía a la Casa Real.

Las rentas provenientes de las Indias adquirieron gran importancia 
con el descubrimiento de oro y plata en América. Asimismo, se 
implementaron tributos para financiar las galeras que custodiaban el 
Mediterráneo ante las incursiones de los moros, en el contexto de la 
Reconquista, que culminó en 1492 con la toma de Granada.

Durante el reinado de Felipe II, se introdujo el impuesto de sellos, 
antecedente del tributo que aún hoy se aplica a la formalización de 
escrituras de propiedad. En las colonias, se impusieron gravámenes 
sobre los artículos provenientes de España, y en esta época también 
se instauró el impuesto a la riqueza.

En el siglo XVIII, las ideas sobre soberanía popular y división 
de poderes comenzaron a cobrar fuerza. La Revolución Francesa 
consolidó los ideales de igualdad, fraternidad y libertad, dando paso a 
un régimen constitucional. Sin embargo, antes de su consolidación, se 
transitó por el Directorio y posteriormente el Imperio Napoleónico, 
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cuya expansión respondió en parte a la rivalidad histórica entre 
Francia y Gran Bretaña, vigente desde los tiempos de Catalina de 
Médici.

LOS TIEMPOS ACTUALES
Durante el siglo XX, la economía experimentó un crecimiento 

significativo y el Estado asumió un papel más activo, especialmente 
tras la crisis de 1930 y el colapso de Wall Street. Estas crisis 
económicas llevaron a los gobiernos a fortalecer el control fiscal 
con el objetivo de reducir la evasión impositiva. Se implementaron 
normativas destinadas a prevenir la elusión tributaria, fenómeno en 
el cual las empresas buscan evitar la generación del hecho imponible. 
Dado que, sin hecho imponible, no hay obligación tributaria, el 
Estado comenzó a tomar medidas para contrarrestar prácticas que 
erosionaban las bases imponibles y afectaban la recaudación.

Como parte de estas estrategias, se establecieron los regímenes de 
retención y percepción, que imponen obligaciones a determinados 
agentes en el proceso de recaudación. De este modo, se introdujo la 
figura del responsable solidario, un tercero ajeno a la relación directa 
entre el Fisco y el contribuyente, encargado de retener y percibir 
los impuestos correspondientes. En caso de incumplimiento, este 
responsable puede enfrentar sanciones, reforzando así el control 
sobre el cumplimiento tributario (Jarach, 1957).

Tanto las personas f ísicas como jurídicas deben recopilar 
información para llevar a cabo tareas de inteligencia fiscal, con el 
fin de mantener actualizada la base de datos del sistema tributario. 
La situación del derecho tributario es compleja, ya que, por un lado, 
existen mandatos constitucionales que regulan las relaciones entre el 
Fisco y el contribuyente, estableciendo límites al poder estatal para 
la creación de tributos y contribuciones. Por otro lado, las severas 
restricciones presupuestarias que afectan a esta región del mundo 
llevan al Estado a recurrir a su poder coercitivo, apartándose de 
dichos mandatos.

Esto se refleja en leyes como la Ley 11 683 (1932), que surgió en 
un contexto ya caótico en materia tributaria. Su objetivo era resolver 
el problema de la dispersión impositiva, pero incluye presunciones 
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y ficciones para la determinación de deudas tributarias, lo que 
debilita el principio de igualdad contributiva. Además, establece 
procedimientos que poco tienen que ver con el hecho imponible, 
basándose en la aplicación de resoluciones, decretos-ley, 
disposiciones, memorándums y órdenes de servicio, que se conocen 
como “vías de hecho”.

Esto genera una desconexión entre los intereses de los particulares, 
que incluyen tanto a personas f ísicas como a empresas, y los intereses 
del Estado. Como consecuencia, surgen controversias doctrinales 
y jurisprudenciales cuando estos asuntos se judicializan y deben 
resolverse en los tribunales. Los intereses de los particulares no 
coinciden con los intereses comunes del Estado, y las diferencias de 
criterio en estas cuestiones dan lugar a una jurisprudencia inestable. 
Existen doctrinas, como el iusnaturalismo y el positivismo, que desde 
la filosof ía del derecho presentan posturas enfrentadas en cuanto a la 
interpretación y aplicación de las normas tributarias.

EVOLUCIÓN DEL DERECHO TRIBUTARIO COMO DISCIPLINA
El derecho tributario es una rama jurídicamente autónoma, lo que 

permite al legislador apartarse de las normas del derecho privado 
(como el derecho civil y comercial) en esta área. Sin embargo, es 
importante que al hacerlo no se vulneren principios fundamentales 
como la unidad, coherencia y uniformidad, los cuales están 
establecidos en los artículos 75, inciso 12 y 31 de la Constitución 
Nacional. Por lo tanto, el legislador debe asegurar el respeto a estos 
principios al legislar en materia tributaria.

Existen diversas posturas al respecto. García Belsunce defiende la 
autonomía dogmática del derecho tributario, mientras que Héctor 
Belisario Villegas se opone a la idea de que el derecho tributario 
pueda crear sus propias instituciones tomando conceptos de otras 
disciplinas y otorgándoles un significado diferente (Martín & 
Rodríguez, 1987).

García Belsunce argumenta que el Derecho Tributario Sustantivo 
tiene la capacidad de crear distintas figuras jurídicas, asignándoles su 
propio significado y alcance. Esta postura corresponde a la autonomía 
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dogmática, que sostiene que las reglas del derecho tributario no 
deben subordinarse a las normas del derecho civil.

La existencia de autonomía no implica que el derecho tributario 
esté aislado de otras disciplinas, ya que ninguna rama del derecho 
puede subsistir de forma independiente. Existe una autonomía que, 
a su vez, se conecta armónicamente con otras ramas jurídicas, como 
sostienen Héctor Belisario Villegas y Osvaldo Soler. Ambas disciplinas 
colaboran mutuamente; por ejemplo, el derecho tributario recurre al 
derecho civil para cuestiones como la forma en que se cuentan los 
plazos o la definición de fideicomiso financiero. Esto responde a la 
necesidad de organizar la potestad pública para imponer impuestos. 

No obstante, es importante señalar que la ley que regula el Impuesto 
al Valor Agregado (IVA) se aparta de la definición de “venta” que 
establece el Código Civil. Esta divergencia en las definiciones de 
un mismo instituto genera contiendas judiciales y hace que la 
jurisprudencia sea sinuosa, ya que no todos los magistrados adoptan 
el mismo criterio, prevaleciendo la discrecionalidad judicial. En estos 
casos, debe primar el principio de la realidad económica sobre el 
Nomen Iuris que pretenden imponer quienes elaboran y aplican las 
normas jurídicas (Soler, 2002).

Las interpretaciones deben ceñirse a la finalidad legal y su 
significado económico, dejando de lado el nombre o la calificación 
jurídica que las partes hayan asignado al negocio que los vincula. En 
su lugar, debe considerarse la intención o la realidad económica, tal 
como lo establece el artículo 2 de la Ley 11 683 (1932) y el artículo 27 
de la Ley de Convenio Multilateral.

AUTONOMÍA DEL DERECHO TRIBUTARIO EN LOS TRIBUTOS 
NACIONALES Y LOCALES

Al analizar la jerarquía de las normas impositivas en relación con 
las que provienen del Código Civil y Comercial, se puede observar 
que, en lo que respecta al derecho tributario provincial, el artículo 75, 
inciso 12, establece que corresponde a la nación dictar los Códigos 
Civil, Comercial, Penal, de Minería, de Trabajo y de la Seguridad 
Social. Esto implica que, en cuanto a las leyes de fondo, existe 



Conceptos elementales y generales de Derecho Tributario / 33

una delegación de las provincias hacia la nación. Sin embargo, las 
provincias conservan la potestad no delegada para dictar sus propias 
leyes de fondo en materia de tributación local, como es el caso de los 
códigos fiscales provinciales (Spisso, 2023).

El artículo 31 de la Constitución Nacional establece que las leyes 
dictadas por el Congreso son la ley suprema de la Nación y de las 
autoridades provinciales. Este principio busca la uniformidad y 
unidad en materia tributaria en todo el territorio nacional, conforme 
al pensamiento de Osvaldo H. Soler. Soler debate esta postura con 
el doctor García Belsunce, quien considera que dicha visión surge 
de la especialización de las disciplinas y refleja una tendencia 
predominante en el pensamiento del siglo XX.

Existen diferentes realidades, como la f ísica y la social, esta última 
construida por los propios seres humanos y que influye en la sociedad. 
La realidad social incluye la realidad económica, ya que la actividad 
económica y sus actos son emprendidos con el fin de satisfacer las 
necesidades humanas.

El ser humano es naturalmente gregario y vive en comunidad. Estos 
grupos tienden a organizarse según intereses y culturas comunes 
dentro de un territorio, y de esa organización surge el Estado, que 
es la Nación, políticamente y jurídicamente estructurada. El Estado 
tiene como objetivo el sostenimiento y la preservación del orden 
jurídico (Cassagne, 2020).

El Estado necesita implementar medidas económicas para alcanzar 
sus objetivos, lo que puede implicar la adopción de políticas públicas 
que sean evaluadas y medidas en función del producto bruto interno, 
y que sean susceptibles de ser analizadas en términos prospectivos 
con el fin de evaluar su impacto. El Estado, al igual que cualquier 
persona de derecho privado, obtiene ingresos mediante la firma de 
contratos y concesiones, pero también recibe ingresos como persona 
de derecho público a través de la imposición de tributos.

Las ciencias económicas se centran en estudiar cómo adaptar los 
recursos escasos a múltiples fines. En el caso del Estado, esto se 
traduce en la política económica y las finanzas públicas. Las finanzas 
públicas son una rama de la actividad administrativa del Estado. Se 
refieren al dinero público que el Estado obtiene de los particulares 
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mediante su poder de coerción, a través de los tributos, con el fin de 
satisfacer las necesidades sociales.

Existen normas constitucionales que regulan esta actividad, 
como el derecho administrativo y el presupuesto. Así, hay quienes 
defienden la autonomía del derecho tributario, mientras que otros 
sostienen que el derecho tributario debe cumplir las funciones 
fiscales establecidas por la Nación.



CAPÍTULO TERCERO

DERECHO TRIBUTARIO CONSTITUCIONAL

LOS DERECHOS FUNDAMENTALES Y EL DERECHO TRIBUTARIO EN 
NUESTRA CONSTITUCIÓN

Los principios tributarios establecidos en la Constitución Nacional 
incluyen la generalidad, razonabilidad, no confiscatoriedad, igualdad 
y proporcionalidad. El derecho tributario es el conjunto de normas 
jurídicas que regulan los tributos en sus distintos aspectos, así como 
los derechos y obligaciones derivados de las relaciones jurídicas 
tributarias. Los tributos son la principal fuente de financiación para 
los gastos del Estado, es decir, para el gasto público.

Estos principios tributarios mencionados funcionan como límites 
para el Estado al momento de establecer tributos. No obstante, según 
las ideas de Smith (1996) en su obra La riqueza de las naciones, el 
sistema tributario debe basarse en principios como la justicia y la 
proporcionalidad, la certidumbre o certeza, la comodidad y la 
economía (Sainz de Bujanda, 1962).

El artículo 17 de la Constitución Nacional establece que la propiedad 
es inviolable y que ningún habitante de la Nación puede ser privado 
de ella, salvo por sentencia fundada en ley. Además, la expropiación 
por causa de utilidad pública debe ser calificada por ley y precedida 
de una indemnización.
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El principio de legalidad busca que las normas jurídicas sean 
previsibles y cumplan con el estándar de claridad necesario para que 
las personas puedan ajustar sus conductas en consecuencia. Este 
principio se aplica a diversas ramas del derecho, incluido el derecho 
tributario, siendo uno de los principios fundamentales en el ámbito 
constitucional.

En cuanto al derecho tributario, rigen los principios de reserva 
y legalidad, así como la aplicación de los artículos 17 y 75. Para 
que se establezca un tributo creado por un poder estatal (el poder 
legislativo), debe existir una ley previa que lo fundamente. El hecho 
imponible debe estar determinado por una ley; si no es así, nos 
encontraríamos ante un acto de despojo que vulnera el derecho de 
propiedad consagrado en el artículo 17 de la Constitución Nacional.

Este principio garantiza la seguridad jurídica en el ámbito tributario. 
La facultad del Congreso para crear normas jurídicas y tributos es 
una atribución propia del régimen representativo y de gobierno. Esta 
competencia implica la creación de impuestos, el establecimiento 
de sus alícuotas, la identificación de las personas alcanzadas y 
las exenciones. No obstante, en ocasiones, las administraciones 
tributarias dictan decretos, decretos-ley, disposiciones, órdenes de 
servicio y otras formas normativas que modifican aspectos como la 
alícuota del impuesto a las ganancias, por ejemplo, para determinar 
el precio de transferencia.

El principio de reserva prohíbe la aplicación de la analogía para 
interpretar las normas jurídicas y extender su alcance más allá de 
lo previsto por la legislatura. En el fallo “Telecom Argentina S.A.” 
(Fallo 316-III-2410, 1993), se rechazó la demanda de una ART que 
solicitaba la devolución de las retenciones de comisiones bancarias, 
ya que este cobro había sido autorizado por el Decreto 507 (1993).

En otro caso, “Fleischmann Argentina Inc.” (Fallo 312-I-912, 1989), 
la actora solicitó la devolución de impuestos internos por la venta 
de “Royalina”. La Corte señaló que no correspondía la aplicación de 
analogía para extender la norma tributaria más allá de lo previsto 
por la ley, dado que el artículo 69 de la Ley de Impuestos Internos 
no contemplaba el producto como un refresco, pese al uso que se le 
diera al mismo por parte del consumidor, ya que este uso no formaba 
parte del circuito económico (Neumark, 2023).
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La Corte también ha abordado situaciones en las que se ha 
intentado extender la aplicación de la analogía mediante el uso de 
reglamentaciones, lo que pone en crisis el principio de legalidad. Un 
ejemplo de esto es el Decreto Reglamentario 499 (1974), artículo 7, 
que reglamenta la Ley 20 631 (Fallo 316-III-2329, 1993) y los casos 
relacionados con la Administradora de Fondos de Jubilación y 
Pensiones, en el artículo 202 del Código Fiscal de Neuquén (Ley 2 
680, 2013).

Asimismo, se ha señalado la existencia de una Ley Provincial en 
Santiago del Estero (Ley 5 368, 1907) que vulnera el principio de 
legalidad establecido por la Constitución Nacional en los artículos 
4, 17 y 75, inciso 2, así como por el artículo 132, inciso 5, de la 
Constitución de Santiago del Estero. El silencio administrativo o la 
omisión no puede, de ninguna manera, ser suplido por la aplicación 
de la analogía en materia impositiva (Fallo 329-I-59, 2006).

En el caso de Vicentín (Fallo 347-I-:579, 2024), se discutió el precio 
de los commodities exportados a países con nula o baja tributación, 
que fue inferior al índice FOB oficial fijado por el ente regulador 
(Secretaría de Agricultura, Ganadería, Pesca y Alimentación). Este 
hecho debía ajustarse a los artículos 8 y 15 de la Ley de Impuesto a 
las Ganancias vigente en ese momento para efectuar la liquidación 
al momento de realizar la operación. La Corte consideró que el 
incumplimiento de la obligación legal de respetar el precio de venta, 
conforme al artículo 8, inciso a, de la Ley de Impuesto a las Ganancias, 
contraviene la norma. La interpretación de las normas jurídicas está 
limitada por el principio de legalidad, y no se puede interpretar el 
silencio normativo respecto de una cuestión a través de la aplicación 
analógica.

En cuanto a los Decretos de Necesidad y Urgencia, en el caso del 
Video Club Dreams (Fallo 318-II-1154, 1995), se consideró que existía 
una violación del principio de legalidad, el Decreto de Necesidad 
y Urgencia sería inválido. En este caso, se declaró inconstitucional 
la creación de un hecho imponible por una ley que, mediante la 
aplicación analógica, se trasladaba a otro hecho imponible diferente. 
Aunque los hechos eran similares, no procedió la aplicación analógica 
(Pérez de Ayala & González, 1975).
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Existen varios ejemplos de artículos de Decretos reglamentarios 
que han sido cuestionados por vulnerar el principio de legalidad. 
Un caso claro es el artículo 34 del Decreto 435 (1990), que aumenta 
la alícuota establecida en el artículo 13 de la Ley de Impuesto a los 
Capitales, afectando los artículos 4, 17 y 75, inciso 2, de la Constitución 
Nacional. Otro ejemplo es el Decreto 560 (1989), que establecía un 
gravamen de emergencia sobre activos financieros, lo cual entra en 
conflicto con el artículo 99, inciso 3, párrafo 2, de la Constitución 
Nacional, que establece la nulidad absoluta de disposiciones del Poder 
Ejecutivo, aclarando que la ley 23 737 (1989) no puede interpretarse 
de manera retroactiva.

Las reglamentaciones fiscales que imponen obligaciones 
adicionales a los contribuyentes debido a la inflación y que se 
apartan de las alícuotas fijadas por las leyes, violan el principio de 
legalidad. Por ello, algunos jueces han fallado a favor de la demanda 
de repetición cuando se trata de un pago en exceso. La sustitución de 
las potestades legislativas en manos de órganos de la administración 
lesiona el principio de legalidad. Sin embargo, esta sustitución 
legislativa puede ser permitida en manos del Poder Ejecutivo. Los 
aspectos sustanciales del derecho tributario no deben ser objeto de 
delegación, pero el artículo 76 de la Constitución Nacional autoriza, 
en situaciones excepcionales y bajo ciertas condiciones, la delegación 
de facultades al Poder Ejecutivo.

En el caso de Camaronera Patagónica (Fallo 337-I-388, 2014), la 
Corte confirmó la sentencia que declaró la inconstitucionalidad 
e inaplicabilidad de las resoluciones 11 (2001) y 150 (2002) del 
Ministerio de Economía, que fijaban un Derecho de Exportación del 
10 y 5 % sobre las mercaderías dentro del nomenclador del Mercosur 
entre marzo y agosto de 2002. Un grupo de jueces, como el Dr. 
Maqueda, Lorenzetti y Fayt, se pronunciaron a favor de la restitución 
legislativa en el Poder Ejecutivo. En disidencia, quienes rechazaron 
la potestad del Jefe de Gabinete de Ministros para crear una carga 
impositiva y modificar los elementos esenciales de un tributo. Los 
asuntos de carácter inflacionario, al ser cuestiones cuantitativas, 
pueden violar el principio de legalidad si no se tratan adecuadamente 
(Spisso, 2023).
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Una medicina prepaga consideró que la matrícula por el servicio 
de salud tenía naturaleza tributaria y, por lo tanto, interpuso una 
acción de amparo contra una resolución del Ministerio de Salud y 
una resolución de la Superintendencia de Salud que fijaban el precio 
de dicha matrícula.

El principio que rige en materia de exenciones es que no se debe 
permitir que las normas provenientes de las administraciones 
tributarias o del Poder Ejecutivo se utilicen para excluir situaciones 
de la exención prevista por la ley. Es el Poder Legislativo quien 
establece los impuestos, tasas, contribuciones, alícuotas, y quiénes 
están alcanzados y exentos de ellas. No es posible que se utilice la 
discrecionalidad para aplicar normas tributarias y excluir a personas 
o grupos de personas, ya sean f ísicas o jurídicas, del alcance de la 
norma. En el ámbito de la seguridad social, existen contribuciones 
obligatorias, como las obras sociales. Las exenciones se derivan 
directamente de la ley (Fallo 331:1468, 2008).

El Congreso, en varias ocasiones, ha establecido exenciones en 
normativas nacionales, como el artículo 5 del Decreto Nacional 2255 
(1992), que regula el uso gratuito de licencias y distribución de gas. 
Se trataba de una exención tributaria reconocida únicamente en 
dicho Decreto. Esta exención, sin embargo, violaba el principio de 
legalidad, ya que no estaba prevista en la ley 24 076 (Fallo 326-II-
2653, 2003).

En cuanto al traslado terrestre de paquetes y encomiendas, que 
estaba exento del impuesto al valor agregado, el Poder Ejecutivo 
suspendió esta exención mediante el Decreto 879 (1992). El Poder 
Ejecutivo no puede imponer cargas tributarias mediante el uso de la 
discrecionalidad ni suspender exenciones existentes por decreto. En 
cuanto a los álbumes y libros para pintar y dibujar, el Poder Ejecutivo 
podría excluirlos, ya que encajan dentro de la definición de “libro” 
que se utiliza en el artículo 7 de la Ley de Impuesto al Valor Agregado.

En el caso de la aplicación de tasas en los autos “Berkley International 
ART S.A.” (Fallos 323-III-3770, 2000), el tribunal resolvió que la 
tasa establecida por el Decreto 863/98 era inadmisible, ya que no 
respetaba el principio de reserva de ley en cuestiones tributarias. 
Este Decreto imponía una contraprestación coactiva por un servicio 
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a la AFIP (actual ARCA), lo cual podría encuadrarse dentro de las 
tasas, siendo un gravamen relacionado con un servicio o actividad 
que realiza un ente público a favor de quien está obligado al pago.

En el fallo 344-III-2728 (2021), la actora, prestadora del servicio 
de distribución de gas por redes, presentó una acción meramente 
declarativa contra una ordenanza municipal, con el objetivo de 
obtener la declaración judicial de inconstitucionalidad del tributo 
denominado “tasa o servicios municipales sobre la actividad 
comercial, industrial y de servicios”. La Corte determinó que la 
ordenanza utilizaba una fórmula demasiado vaga, describiendo 
la actividad de forma residual y sin especificar los servicios que 
se prestaban y que generaban la tasa. Así, el tributo resultaba en 
un impuesto disfrazado de tasa, lo que contraviene el principio de 
legalidad establecido en la norma (Bobbio, 2018).

Las tasas aeronáuticas para los vuelos internacionales, que incluyen 
a los países limítrofes, deben regirse por criterios establecidos en la 
legislación que regula aspectos sustantivos del tributo. Según el fallo 
“Selcro S.A.” (Fallo 326-III-4251, 2003), si no existe una norma legal 
que lo disponga, no es posible exigir el pago de una tasa.

ENTRE LA LEGALIDAD Y LA LEGITIMIDAD
Ambos principios se derivan del estado de derecho, y el primero 

se entiende como la estricta aplicación de la ley, siempre que 
esta haya sido dictada conforme a los procesos establecidos por 
la Constitución Nacional. Esto implica que la forma en que la ley 
se aprueba es de suma importancia. Las formas legales exigen 
que la ley provenga de la legislatura. Sin embargo, sabemos que 
el hecho de que una ley provenga de la legislatura no la convierte 
automáticamente en legítima. Su legitimidad depende de que se 
cumplan los procedimientos formales que la Constitución establece 
para su sanción, lo cual la hace legal.

La legitimidad es la esencia de la norma, ya que depende del 
cumplimiento de criterios valorativos y éticos que orientan nuestra 
noción de lo que es justo, y que se sitúan por encima de la ley positiva. 
También está vinculada a la aceptación de la norma por parte de 
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la sociedad, es decir, a los valores éticos que una comunidad está 
dispuesta a respetar.

Según González (2006) la legalidad se refiere al conjunto de normas 
que constituyen el derecho positivo de un estado, mientras que la 
legitimidad está compuesta por los principios éticos respaldados por 
la mayoría del pueblo. El primero es forma, y el segundo, fondo.

La ley debe construirse de manera lógica, pero para que sea válida, 
requiere del consenso social. El positivismo normativo está alineado 
con la postura de Kelsen, mientras que el Iusnaturalismo subraya 
la superioridad del derecho natural sobre el derecho positivo. La 
ausencia de legitimidad y legalidad se traduce en arbitrariedad y 
autoritarismo.

LOS DERECHOS FUNDAMENTALES
Estos principios son el resultado de un ideal moral que pone en 

el centro la dignidad humana. A través de ellos, se alcanza el ideal 
de libertad, igualdad y solidaridad. El estado moderno tiene sus 
orígenes en Inglaterra durante la Edad Media, al final de la dinastía 
Tudor, con la aparición del estado liberal. Fue en este periodo cuando 
se establecieron límites al poder parlamentario mediante el common 
law, el cual podía modificar decisiones parlamentarias (Peces-Barba, 
1998).

En el siglo XVII, existía una monarquía que limitaba el poder 
real. Las leyes establecían que los pronunciamientos debían basarse 
en la legalidad. Aunque tenían competencia para crear tasas y 
contribuciones, las leyes actuaban como un límite al ejercicio del 
poder. El constitucionalismo inglés del siglo XVII introdujo reglas que 
debían seguir las autoridades, orientadas a proteger a los ciudadanos y 
evitar el despotismo. Este marco garantizaba derechos fundamentales 
como el habeas corpus, promovía la libertad y tolerancia religiosa, la 
libertad de prensa, y un poder judicial independiente del Ejecutivo. 
Además, las finanzas y el ejército estaban limitados por la legislatura, 
que era elegida por los ciudadanos.

Esta manera de pensar se extendió a las colonias de América del 
Norte, y con el fin de la Edad Moderna, comenzaron a consolidarse 
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los derechos humanos. Estos principios y valores se incorporaron en 
las constituciones de los estados modernos con el advenimiento del 
estado de derecho constitucional. El cambio de paradigma transformó 
el mundo, tanto en lo social como en lo económico. Surgió un nuevo 
poder fundamentado en la razón y un estado burocrático organizado 
a través de diversas instituciones. Este nuevo modelo político y 
jurídico dio origen al capitalismo y a la aparición de una nueva clase 
social: la burguesía, cuyo accionar fue clave para la constitución de 
los derechos humanos.

Este proceso también trajo consigo un pensamiento individualista, 
donde las personas aspiraban a progresar. El estado, que antes 
estaba centrado en la posesión de la tierra en las ferias medievales, 
evolucionó hacia un estado absoluto, en el cual la burguesía reclamó 
el control del poder político. Los derechos fundamentales emergen 
como un límite al poder estatal (Casás, 2014).

El mundo se organiza a partir del individuo, quien, en búsqueda 
de sus intereses económicos, necesitaba una estructura política 
diferente para llevar a cabo sus actividades. Su teoría de los derechos 
fundamentales se fundamentó en la protección de la propiedad 
privada, reconociendo además otros derechos como la libertad de 
expresión.

Estos principios se incorporan al derecho positivo. El humanismo, 
que surgió durante el Renacimiento en Italia, se expandió luego por 
toda Europa. Este humanismo representa el primer individualismo 
y se manifestó a través de la literatura y las artes, fomentando la 
conciencia de la capacidad humana para desarrollarse. Sin embargo, 
los mayores cambios se produjeron en los siglos XIX y XX.

Los derechos humanos de primera generación, presentes en las 
constituciones liberales del siglo XIX, se enfocan en la participación 
y la libertad jurídica de las personas. Son derechos civiles y políticos, 
como la libertad de expresión, el derecho a un juicio justo, la libertad 
religiosa y el derecho al sufragio. Estos derechos se encuentran en la 
Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano (1789) y 
en la Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948).

Los derechos humanos de segunda generación están vinculados a la 
igualdad, buscando consagrar estos derechos para todas las personas 
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sin distinción de sexo, raza o religión. El derecho al trabajo, la vivienda, 
la educación, la salud y la seguridad social fueron reconocidos tras 
la Primera Guerra Mundial y encuentran su base en la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos (1948) y el Pacto Internacional 
de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales (1966).

LOS DERECHOS FUNDAMENTALES FRENTE AL ESTADO 
CONSTITUCIONAL DE DERECHO

En el marco del estado constitucional de derecho, se encuentran 
los derechos de segunda generación mencionados por Roosevelt en 
su discurso de 1934, tras la caída de Wall Street. Este tipo de estado 
coloca los derechos humanos al servicio del individuo y limita el 
poder del estado mediante la división de poderes.

El estado constitucional de derecho es aquel en el que los derechos 
son protegidos por una tutela judicial efectiva y en el que se 
promueve el bienestar general, tal como lo establece el preámbulo 
de la Constitución, brindando prestaciones y beneficios sociales más 
allá de las libertades tradicionales. En este contexto, abordaremos el 
derecho a la igualdad ante la ley, que constituye la base del sistema de 
impuestos y las cargas públicas, tal como lo establece el artículo 16 
de la Constitución Nacional (Giuliani, 2011).

La igualdad en materia tributaria se refiere a un tratamiento 
equitativo por parte de la ley. Este principio, en cuanto a las cargas 
públicas, está vinculado a la concepción democrática del Estado y a 
su formulación inicial en el derecho público, como el estado liberal 
de derecho, que tuvo su origen con la Revolución Francesa. Sin 
embargo, esta idea ya había sido planteada por Smith (1996), antes 
de la revolución, al establecer que los ciudadanos deben contribuir 
al sostenimiento del Estado según sus capacidades. Aunque esta 
noción desapareció de la Constitución Francesa, actualmente se 
habla de “igualdad ante la ley” y no específicamente de igualdad 
frente al impuesto. Esto ha dado lugar a una evolución del concepto 
inicial hacia una interpretación de equidad fiscal, que avanza hacia el 
principio de solidaridad tributaria.

La equidad fiscal debe conciliarse con diversos factores de tiempo y 
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contexto, teniendo en cuenta las realidades dinámicas de cada Estado 
al legislar en materia de tributos. El artículo 16 de la Constitución 
Nacional es interpretado de manera flexible por la Corte Suprema de 
Justicia, basándose en concepciones económicas y sociales modernas.

Al referirse a la igualdad, no se trata de una igualdad numérica, que 
generaría inequidades, sino de garantizar que aquellos en situaciones 
similares reciban el mismo tratamiento. Esto permite considerar las 
diferencias existentes, siempre que sean razonables y excluyan lo 
arbitrario, injusto o perjudicial.

Ante situaciones desiguales, debe haber un trato desigual, pero 
esto implica determinar cuándo las circunstancias o situaciones 
consideradas por el legislador como desiguales son razonables y 
justifican un tratamiento diferencial en la ley fiscal (Noriega, 1994).

Proporcionalidad
Este principio establece que la base de las contribuciones debe estar 

relacionada con la capacidad contributiva. Se encuentra reflejado 
en el artículo 4 de la Constitución Nacional, que dispone: “De las 
demás contribuciones que equitativamente y proporcionalmente a la 
población imponga el Congreso General”, y en el artículo 75, inciso 
2, que señala: “imponer contribuciones proporcionalmente iguales”.

La proporcionalidad mencionada en la Constitución no debe 
entenderse de manera estrictamente matemática. La jurisprudencia 
abordó la constitucionalidad de los impuestos progresivos en la causa 
“Díaz Vélez Eugenio c/Provincia de Buenos Aires” (Fallo 151-359, 
1928), en la que la Corte Suprema de Justicia de la Nación analizó la 
inconstitucionalidad basada en el principio de proporcionalidad del 
artículo 4. Este precepto no debe ser considerado de manera aislada, 
sino en conjunto con los artículos 16 y 67, inciso 2, del mismo texto 
constitucional.

Este principio se aplica a las contribuciones directas 
(proporcionalidad indeterminada), que están vinculadas al valor de 
la tierra, pero deben ajustarse a la riqueza que se grava. La igualdad 
no se refleja en los impuestos progresivos, ya que la proporción se 
mantiene dentro de las categorías tributarias creadas. En el caso 
“Mason de Gil c/ Municipalidad de Santa Rosa” (Fallo 195-270, 1943), 
se declaró constitucional el impuesto progresivo, pues se consideró 
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que la progresividad se ajusta a la renta gravada. Es decir, a medida 
que aumenta la riqueza, el impuesto también aumenta, lo cual se 
expresa mediante una alícuota progresiva.

Los tributos deben aplicarse de manera general, es decir, a las 
personas o categorías de personas que establezca la ley. No se 
pueden aplicar tributos contra personas o bienes específicos, ya que 
eso sería una acción persecutoria. El gravamen debe ser establecido 
de tal forma que cualquier persona cuya situación coincida con los 
criterios establecidos por la norma, y que dé lugar al crédito fiscal, se 
encuentre sujeta al tributo.

Este principio tiene su origen en el artículo 16 de la Constitución 
Nacional, que establece el ámbito de la capacidad contributiva. La 
generalidad hace referencia al aspecto negativo del tributo, no en el 
sentido de que todos deban pagar, sino en que nadie quede exento por 
privilegios personales derivados de su estatus o clase. Las exenciones 
se basan en razones sociales o económicas. 

Existen límites al principio de generalidad, y estos límites se 
encuentran en las exenciones que aplican a ciertos grupos o personas 
que generan el hecho imponible. Dichas exenciones pueden beneficiar 
a clubes, instituciones que realizan actividades culturales, artísticas, 
o a organizaciones no gubernamentales (ONG). En algunos casos, 
el Estado concede estas exenciones con fines económicos, y otras 
responden a razones de carácter político, como las que se basan en 
consideraciones diplomáticas.

Asimismo, en situaciones de personas con ingresos mínimos, como 
jubilados, el Estado puede eximir de tributos a aquellos cuyos ingresos 
no alcanzan para cubrir sus necesidades básicas. En casos de extrema 
pobreza, el Estado no debe cobrar tributos. Por último, el Congreso 
de la Nación tiene la potestad de otorgar exenciones fiscales tanto en 
tributos nacionales como provinciales y municipales.

Principio de capacidad contributiva
Este principio tiene su origen en la Declaración de los Derechos 

del Hombre y el Ciudadano (1789) y en la Constitución de Francia 
(1791). Se encuentra reflejado en la mayoría de las constituciones 
a nivel mundial. La igualdad fiscal se menciona como la base del 
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impuesto en el artículo 16, el cual establece que la igualdad es un 
principio fundamental, apoyándose en el segundo párrafo de dicho 
artículo, donde se declara “igualdad frente a la ley” en todos los casos.

Este principio no está completamente claro en el texto legal. El 
artículo 4 menciona que las contribuciones deben ser impuestas de 
manera equitativa y proporcional a la población por el Congreso. Por 
otro lado, el artículo 75, inciso 2, otorga al Congreso la facultad de 
imponer contribuciones directas que deben ser proporcionalmente 
iguales en todo el territorio nacional (Bulit, 2009).

En este contexto, se combinan los conceptos de igualdad, equidad 
y proporcionalidad. Villegas sostiene que la igualdad es la base 
del impuesto, ya que implica el pago de acuerdo con la capacidad 
contributiva de cada persona, tomando en cuenta el valor del suelo. 
La proporcionalidad, por su parte, se refiere a la cantidad de riqueza 
gravada, y se complementa con la noción de equidad, que se opone 
a la arbitrariedad.

Cada ciudadano debe contribuir al sostenimiento estatal en función 
de sus posibilidades económicas, lo cual justifica la doctrina del poder 
de imposición del Estado según la capacidad de cada individuo para 
sufragar el gasto público. Para determinar la capacidad contributiva, 
primero se establece el tributo y luego se evalúa si la persona tiene 
la capacidad para contribuir. Esta evaluación es discrecional y se 
basa en la naturaleza dinámica de la política en un tiempo y espacio 
determinados. El tributo debe establecer una alícuota con el fin de 
cuantificar el pago. Esta cuantificación debe respetar el principio de 
igualdad ante la ley.

El principio de capacidad contributiva establece que aquellos 
que pueden afrontar el pago de impuestos deben contribuir al 
sostenimiento del Estado, exceptuando a quienes no cuenten 
con los recursos económicos necesarios. El sistema tributario 
debe estructurarse de manera que las personas con mayor poder 
adquisitivo paguen más impuestos. Los impuestos no deben superar 
la capacidad contributiva del obligado, ya que de hacerlo se estaría 
vulnerando el derecho de propiedad.
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Principio de no confiscatoriedad
Es una garantía implícita que se deriva del derecho de propiedad 

establecido en el artículo 17 de la Constitución Nacional (1853). 
Numerosa jurisprudencia ha declarado el carácter confiscatorio de 
los tributos cuando estos absorben una parte significativa del capital 
y la renta. “El carácter confiscatorio de un tributo debe determinarse 
tras analizar los hechos que motivan su aplicación, interpretados en 
conjunto con el derecho constitucional de propiedad. Esto surge de la 
evidencia de que el Estado absorbe una porción sustancial de la renta 
o el capital gravado” (Tarantino, 1983).

Lo que se debe determinar es qué se entiende por una parte 
sustancial de la renta o capital. Este concepto debe interpretarse 
según las circunstancias de tiempo y espacio, ya que no tiene el 
mismo significado en tiempos de paz que en tiempos de guerra. Si un 
impuesto excede la capacidad contributiva y resulta desproporcionado 
o absorbe una parte significativa de la renta o el capital gravado, se 
considera en los siguientes casos:

- Impuesto inmobiliario que absorbe más del 30% del valor del 
inmueble.

- Impuesto sucesorio que absorbe más del 33% de los bienes 
heredados.

- Contribución por mejoras que no guarda relación con el aumento 
de valor del inmueble.

- Gravamen por inscripción de sociedad extranjera que absorbe el 
50% del capital asignado para la sucursal en Argentina.

DERECHOS HUMANOS INALTERABLES Y DEFINITIVOS
Los derechos humanos son inherentes a las personas y a su 

dignidad, y constituyen límites al poder estatal. Estos derechos deben 
ser reconocidos por las leyes, y los titulares de los mismos pueden 
exigir su cumplimiento por parte del Estado. El reconocimiento 
constitucional de los derechos humanos es una de las decisiones 
fundamentales del Constituyente, mediante la cual los valores éticos 
y políticos de la nación se expresan jurídicamente.

Por esta razón, las leyes inspiradas en la Constitución deben 
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ajustarse a estos principios. Ningún habitante de la Nación puede ser 
condenado sin un juicio previo basado en una ley que exista antes del 
hecho del proceso. Nadie puede ser obligado a declarar en su contra, 
ni arrestado sin una orden judicial escrita. La defensa en juicio es 
inviolable, al igual que el derecho a la inviolabilidad del domicilio, 
la correspondencia y los papeles privados. El Código Procesal Penal 
(2014) establece las condiciones y justificaciones bajo las cuales se 
pueden realizar allanamientos o secuestros. Las acciones privadas 
de las personas están reservadas exclusivamente a ellas, fuera del 
alcance de la autoridad judicial. Ningún habitante de la Nación será 
obligado a hacer lo que la ley no mande, ni privado de lo que ella no 
prohíbe.

Los derechos fundamentales son facultades a través de las cuales 
se expresa la libertad, la igualdad y la seguridad, manifestaciones 
esenciales de la dignidad humana. El reconocimiento de los derechos 
constitucionales es esencial, ya que no se puede concebir un Estado 
constitucional democrático sin la protección de estos derechos. 
Estos derechos proporcionan a las personas un estatus jurídico 
que resguarda su libertad individual frente al poder del Estado. 
Los derechos fundamentales son la base del estado democrático de 
derecho, constituyendo un instrumento al servicio de la dignidad 
humana, los derechos de las personas y el bien común (García, 2018).

La dignidad de la persona y sus derechos fundamentales son los 
pilares que sustentan los valores esenciales del pensamiento social, y 
que legitiman al Estado según las circunstancias y tiempos, teniendo 
en cuenta su carácter dinámico. Su origen se encuentra en la relación 
intrínseca con la dignidad humana, pues estos derechos son su 
manifestación directa y positiva. Constituyen el núcleo irreductible 
e irrenunciable del estatus jurídico de la persona, además de ser 
elementos fundamentales del ordenamiento jurídico.

Los derechos inherentes a la dignidad de la persona no necesitan 
ser expresamente reconocidos por la Constitución para tener validez 
jurídica, ya que son inherentes al ser humano y nacen del principio 
de soberanía popular y de la forma republicana de gobierno. Esto ha 
sido afirmado en el artículo 33 de la Ley Fundamental.

El derecho constitucional no crea estos derechos, sino que se limita 



Conceptos elementales y generales de Derecho Tributario / 49

a aceptarlos e incorporarlos en la Constitución nacional. Su inclusión 
explícita en la Constitución no significa que no existan otros derechos 
inherentes a la persona humana que posean la misma validez, ya que 
dichos derechos pueden deducirse de los valores, principios y razones 
históricas que sustentan el derecho constitucional. Estos derechos 
implícitos tienen la misma fuerza y valor que aquellos expresamente 
consagrados en el texto constitucional.

Una vez reconocidos en la Constitución o mediante tratados 
internacionales con el mismo rango jurídico, los derechos humanos 
quedan asegurados y garantizados, ya que son irrenunciables en el 
plano jurídico. Sería inadmisible que, una vez reconocidos como 
valores inherentes a la persona, pudieran dejar de serlo.

El principio de progresividad, consagrado en diversos Pactos 
Internacionales de Derechos Humanos, establece la prohibición 
de limitar el disfrute y ejercicio de cualquier derecho o libertad 
reconocida en las leyes de los Estados Parte, o en cualquier otra 
Convención en la que uno de estos Estados sea parte. Este principio 
otorga a los derechos humanos un carácter preeminente, debiendo 
interpretarse los conflictos entre estos derechos y el poder del Estado 
de la manera que más favorezca y garantice el ejercicio pleno de los 
derechos humanos (Jiménez, 2022).

Los derechos fundamentales tienen una eficacia tal que no 
requieren de una norma legislativa adicional para garantizar su 
protección o regular su ejercicio, ya que, al tener rango constitucional, 
su realización no depende de normas de menor jerarquía. Su eficacia 
emana de su inclusión en la Constitución, de su carácter intrínseco 
como atributos de la dignidad humana, y de su función como límite 
al ejercicio de la soberanía estatal, conforme al artículo 28 de la 
Constitución, que establece que “los principios, garantías y derechos 
reconocidos… no podrán ser alterados por las leyes que reglamenten 
su ejercicio”.

La Constitución establece los límites de los derechos fundamentales, 
permitiendo su regulación por medio de la ley, pero siempre respetando 
que la ley no puede alterar su contenido esencial. Esto da lugar a dos 
principios clave: la reserva de ley y el respeto al contenido esencial 
de estos derechos. La reserva de ley otorga al legislador la facultad de 
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limitar o configurar los derechos fundamentales, pero no le concede un 
poder normativo absoluto. Cualquier norma que regule estos derechos 
debe estar justificada en un interés legítimo y, en ningún caso, puede 
menoscabar su contenido esencial, ya que la ley no podrá reducir su 
extensión ni su alcance.



CAPÍTULO CUARTO

DISTRIBUCIÓN DE POTESTADES TRIBUTARIAS 
EN LA REPÚBLICA ARGENTINA

DISTRIBUCIÓN DE POTESTADES TRIBUTARIAS
La distribución de las potestades tributarias en la República 

Argentina, según la Constitución Nacional, es la siguiente:
- Los tributos deben ser sancionados por las autoridades legislativas, 
conforme a lo establecido en los artículos 4, 17 y 75, incisos 1 y 2 de 
la Constitución Nacional.
- El Poder Ejecutivo no tiene facultades para dictar decretos de 
necesidad y urgencia en materia tributaria (art. 99, inciso 3, párrafo 
3).
- No se puede delegar la potestad legislativa en el Poder Ejecutivo.
- Solo el Congreso tiene la facultad de establecer los derechos de 
exportación e importación (art. 4 y 75, inciso 1).
- Estos derechos deben ser uniformes en todo el territorio nacional 
(art. 75, inciso 1).
- No se pueden establecer aduanas internas (art. 4, 9 a 12, 75, inciso 
1 y 126).
- La nación y las provincias tienen facultades concurrentes para 
establecer tributos indirectos (art. 75, inciso 2).
- La nación puede establecer contribuciones directas por un 
período determinado, que deben ser proporcionales e iguales en 
todo el país, siempre que sea necesario para la defensa y la seguridad 
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común.
- Las contribuciones directas e indirectas son coparticipables, 
siempre que tengan una asignación específica (art. 75, inciso 2) 
(Anaujo, 1964).
El Congreso tiene la facultad de modificar la asignación específica 

de los bienes coparticipables, pero para ello se requiere una mayoría 
especial de dos tercios de cada una de las cámaras legislativas (art. 
75, inciso 3). La coparticipación debe ajustarse a los requisitos 
establecidos en el artículo 75, incisos 2, párrafos 2 a 6. Se esperaba 
que se sancionara una nueva ley de coparticipación a finales de 1996, 
pero esto no ocurrió.

La nación ha establecido impuestos directos desde el año 1932 
hasta la fecha, y las provincias solo cuestionan su coparticipación en 
estos. Los impuestos indirectos, por su parte, son coparticipables, lo 
cual está reconocido en el texto constitucional.

Es importante señalar que quienes defienden el intervencionismo 
estatal consideran el sistema tributario como una herramienta 
adecuada para alcanzar objetivos económicos y sociales. En este 
contexto, se requiere una participación del Estado para influir 
en la vida social mediante estímulos e incentivos que orienten el 
comportamiento de los factores sociales en la dirección deseada.

CLASIFICACIÓN DE LOS RECURSOS TRIBUTARIOS
Los recursos tributarios se dividen comúnmente en tres categorías 

principales: los impuestos, que financian servicios públicos generales 
e indivisibles para toda la comunidad; las tasas, que se aplican a la 
prestación de servicios públicos específicos y divisibles, asignados a 
individuos en particular; y las contribuciones, que gravan el aumento 
del valor de los bienes inmuebles como resultado de obras públicas 
de fomento.

Sin embargo, esta clasificación no resulta completamente adecuada 
en la práctica, dado que algunos servicios públicos divisibles e 
individualizables, como la educación pública, se financian con 
impuestos, mientras que servicios generales indivisibles, como el 
alumbrado, barrido y limpieza, se cubren mediante tasas. Incluso 
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se llega a la paradoja de considerar como “contribución” a lo que 
en realidad es un impuesto sobre la propiedad inmobiliaria, como 
ocurre con la “contribución territorial” de la Ciudad de Buenos Aires.

En la práctica, la verdadera distinción entre un impuesto y una 
tasa radica en que el pago de una tasa no depende de la capacidad 
contributiva del obligado, aunque en ciertos casos puedan existir 
exenciones o dispensas para aquellos con menores recursos. Por 
ejemplo, el “beneficio de litigar sin gastos” exime a los ciudadanos 
del pago de tasas judiciales, y las tasas municipales pueden tener 
reducciones parciales o totales para jubilados.

Se entiende que la tasa es una compensación económica por la 
prestación de un servicio público, destinada a cubrir los costos del 
servicio, sin que se considere la cantidad de riqueza del contribuyente 
para su pago (Bielsa & Luqui, 2017), aunque puede aplicarse la 
capacidad contributiva en algunos casos para establecer exenciones.

POTESTAD TRIBUTARIA DEL ESTADO NACIONAL Y LAS PROVINCIAS
En este apartado se abordará la distribución de las potestades 

tributarias entre la nación y las Provincias, un tema controvertido 
tanto en la doctrina como en la jurisprudencia. El artículo 67 de la 
Constitución Nacional establece tres incisos clave: el 12, el 16 y el 27. 
El primer inciso regula el comercio interjurisdiccional, el segundo 
introduce la cláusula del progreso, y el tercero se refiere a la legislación 
sobre los establecimientos de utilidad nacional.

El inciso 12 del artículo 67 autoriza la aplicación de tributos locales 
al transporte de mercancías, tanto internacionales como entre las 
distintas provincias, sin que estos tributos protejan la riqueza local 
en detrimento de la extranjera, ni viceversa. El inciso 27 permite la 
imposición de gravámenes sobre actos o actividades realizadas en 
establecimientos de utilidad nacional o relacionados con ellos, siempre 
que no interfieran con la ley de creación de dichos establecimientos. 
Por su parte, el inciso 16 faculta al Congreso para dictar medidas que 
restrinjan o limiten las potestades impositivas locales, siempre que 
contribuyan al objetivo de prosperidad o progreso.
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Este tema refleja los desaf íos de coordinación financiera entre 
los distintos niveles de gobierno, un problema común en estados 
federales como Argentina, México y Brasil. Además, esta cuestión 
posee una dimensión histórica, ya que cada país enfrenta realidades 
jurídicas y sociales diferentes. Por lo tanto, es fundamental analizar 
estos asuntos desde el marco de un ordenamiento jurídico específico.

La potestad tributaria es la capacidad del Estado para exigir tributos 
mediante coacción. Esta facultad se divide en dos aspectos: por un 
lado, la capacidad para dictar normas jurídicas y, por otro, la posición 
de recaudar como administrador a través de las administraciones 
tributarias. En Argentina, el sistema se estructura en tres niveles 
de gobierno: el Estado Nacional, las Provincias y los Municipios, 
los cuales son establecidos por las Constituciones provinciales de 
manera similar a lo que dispone la Constitución Nacional (Dichiara 
& Tesoro, 1988).

A nivel nacional, el sistema legislativo se estructura en un Congreso 
bicameral compuesto por el Senado y la Cámara de Diputados. Los 
senadores representan a las provincias en su carácter de entidades 
autónomas, mientras que los diputados representan al pueblo 
de la nación. El Poder Ejecutivo tiene un período de mandato 
que, originalmente, era de seis años; sin embargo, tras la reforma 
constitucional de 1994, se estableció una duración de cuatro años. 
El Poder Judicial está encabezado por la Corte Suprema de Justicia 
de la nación y cuenta con jueces distribuidos en todo el territorio 
nacional, con competencia federal. Los magistrados son designados 
por el Poder Ejecutivo con acuerdo del Senado.

Cada provincia posee autonomía para dictar su propia 
Constitución, la cual debe garantizar el régimen municipal, la 
administración de justicia y la educación primaria, en conformidad 
con los principios del sistema representativo, republicano y federal. 
Si bien las constituciones provinciales no son uniformes, presentan 
un grado de armonización en su estructura. Algunas provincias 
cuentan con un sistema legislativo bicameral, mientras que otras 
adoptan un sistema unicameral, en cuyo caso el órgano legislativo 
se denomina Legislatura. Asimismo, cada provincia es gobernada 
por un mandatario provincial, que en ciertos casos es acompañado 
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por un vicegobernador. En el ámbito judicial, existe un Poder 
Judicial provincial encabezado por la Suprema Corte de Justicia de 
la Provincia, con jueces organizados por departamentos judiciales y 
especialidades.

Las constituciones provinciales establecen la estructura y funciones 
de los municipios, los cuales están dirigidos por un intendente y un 
Concejo Deliberante, además de contar con un sistema de Justicia 
de Faltas. La Constitución Nacional dispone la existencia de la 
Capital Federal, cuya ubicación es determinada por el Congreso 
mediante una ley que define el territorio destinado a esta función. 
Su administración corresponde al Poder Ejecutivo Nacional; sin 
embargo, tras la reforma constitucional de 1994, se implementó la 
elección del Jefe de Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires mediante 
sufragio.

En cuanto a los territorios nacionales, el gobernador es designado 
por el Presidente de la nación con acuerdo del Senado y puede ser 
reelecto. Además, existe un consejo con funciones de asesoramiento. 
En la actualidad, varias constituciones provinciales han sido 
reformadas para incorporar derechos de tercera y cuarta generación. 
Eventuales reformas a la Constitución Nacional, impulsadas 
por determinados sectores, podrían generar un impacto en las 
constituciones provinciales, particularmente en lo que respecta a su 
incidencia en el sistema fiscal (Goldenberg & Soler, 1970).

El sistema de distribución de potestades tributarias genera 
profundas crisis en las distintas regiones del país. En Argentina, 
existe un marcado centralismo y un híper presidencialismo. Sin 
embargo, para lograr un desarrollo equitativo, es fundamental la 
interacción y cooperación económica entre todas las regiones, ya que 
ninguna puede prosperar de manera aislada. No obstante, a pesar 
de los objetivos comunes que comparten las provincias dentro del 
Estado, los intereses particulares de cada una muchas veces entran 
en conflicto, dificultando la concreción de esos objetivos.
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GRAVABILIDAD DEL TRANSPORTE INTERJURISDICCIONAL DE 
MERCANCÍAS Y EL COMERCIO INTERNACIONAL

La facultad de regular los impuestos aplicables al comercio 
interprovincial e internacional ha dado lugar a una extensa 
jurisprudencia. Según el marco constitucional, las provincias no 
pueden establecer impuestos aduaneros ni tributar mercancías 
destinadas a la exportación u otras operaciones vinculadas al 
comercio exterior.

El artículo 67, inciso 12, de la Constitución Nacional - posteriormente 
renumerado como inciso 13 tras la reforma de 1994 - establece la 
denominada “cláusula comercial”, mediante la cual el Congreso tiene 
la potestad de regular el comercio marítimo y terrestre tanto con 
naciones extranjeras como entre las provincias.

La Corte Suprema de Justicia de la Nación ha emitido diversos 
fallos sobre esta cuestión, oscilando entre dos posturas principales: 
una que permite a las provincias gravar actividades económicas 
dentro de su territorio, incluso si están vinculadas al transporte 
interjurisdiccional de mercancías o al comercio exterior, y otra que 
les niega esa facultad, al considerar que la potestad impositiva en 
estos ámbitos es exclusiva de la nación.

La postura de la Corte ha variado a lo largo del tiempo, dependiendo 
del contexto y de la composición del tribunal. Hasta 1947, el 
criterio predominante negaba a las provincias la facultad de gravar 
operaciones de comercio exterior, ya que esta competencia recaía 
exclusivamente en la nación conforme al artículo 67, inciso 12.

Sin embargo, en el caso “Firestone c/Provincia de Buenos Aires”, 
se estableció que los gravámenes locales que afectaban operaciones 
de comercio exterior no eran incompatibles con la Constitución 
Nacional. A partir de entonces y hasta la década de 1970, la 
jurisprudencia mantuvo una posición fluctuante. En algunos casos, 
se permitió la imposición de tributos provinciales sobre mercancías 
cuando estas ya se habían incorporado a la economía local, como se 
resolvió en los fallos 149-260 (1927), 157-62 (1930), 166-109 (1933), 
173-373 (1935), 188-27 (1940) y 191-502 (1941).

A partir de 1973, la composición de la Corte Suprema se modificó, 
retomando la postura previa a 1947 y estableciendo en el fallo 
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“Quebrachales Fusionados c/Provincia de Chaco” (Fallo 280-176, 
1971) que las provincias no poseen facultades impositivas sobre 
el comercio interjurisdiccional. En la causa “Impresit Sideco”, se 
determinó que las provincias no pueden imponer tributos que 
obstaculicen la libre circulación de mercancías ni establecer 
impuestos a la importación y exportación, ya que esto equivaldría 
a una aduana interna, prohibida por la Constitución Nacional. No 
obstante, pueden aplicar impuestos directos e indirectos, con la 
salvedad de que no afecten el transporte interjurisdiccional de 
mercancías.

La Cámara de Apelaciones en lo Civil de la Capital Federal, al 
actuar como Tribunal de Alzada en litigios contra la Municipalidad 
de Buenos Aires por el impuesto sobre actividades lucrativas, debía 
decidir sobre la validez de estos tributos. Respecto al transporte 
interprovincial de mercancías, destacan los fallos “Transportes 
Chevallier” (Fallo 264, 1966) y “Micromar” (1998), mientras que 
en el comercio exterior son relevantes las causas “Pan American 
Argentina” y “Aéreos Cruzeiro do Sul Ltda”.

En 1970, la Asociación de Bancos de la República Argentina 
sostuvo que los ingresos de los bancos derivados de operaciones de 
comercio internacional no debían ser alcanzados por impuestos, ya 
que no existían objeciones constitucionales significativas contra esta 
postura. Además, persiste el debate sobre la interpretación del inciso 
13 del artículo 75 de la Constitución Nacional, ya que la Sala B de la 
Cámara sostuvo que no hay una distinción válida entre competencia 
comercial e impositiva, dado que un gravamen puede utilizarse tanto 
para incentivar como para desalentar ciertas conductas económicas 
(Giuliani, 1983).

El tributo fue declarado inaplicable debido a su impacto en el 
comercio exterior, cuya regulación corresponde exclusivamente a la 
nación, como se pronunció en el caso “Banco Ganadero Argentino 
S.A. c/Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires” (Sentencia 
B000000638, 1991). En 1984, la Corte Suprema de Justicia de la Nación 
resolvió que los artículos 9, 10, 11 y 12 de la Constitución Nacional 
buscan fomentar la unión económica y consolidar un único territorio 
nacional, por lo que los impuestos locales solo pueden aplicarse a 
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operaciones realizadas dentro de la jurisdicción que los establece. 
Lo que resulta inconstitucional es la imposición de gravámenes con 
fines económicos que alteren el equilibrio financiero. Cuando una 
actividad se desarrolla en múltiples jurisdicciones, la aplicación de 
distintos tributos puede encarecer los productos. Siguiendo esta 
interpretación, la Corte declaró inconstitucional la ley 4254 (1903) 
de Jujuy, Salta y Entre Ríos, que incluía dentro del impuesto de sellos 
a los giros y transferencias de fondos, incluso cuando se realizaban de 
manera electrónica hacia otras jurisdicciones, criterio que también 
se extiende al impuesto sobre los ingresos brutos.

RÉGIMEN DE COPARTICIPACIÓN FEDERAL DE IMPUESTOS
La ley de coparticipación federal de tributos busca armonizar las 

normas tributarias entre las distintas jurisdicciones de Argentina. 
Sin embargo, su vigencia expiró, generando intensos debates 
doctrinarios y políticos.

Según Enrique Bulit Goñi, la evolución del sistema tributario 
argentino puede dividirse en varias etapas. La primera, desde la 
organización nacional hasta 1890, se caracterizó por la dependencia 
de impuestos de exportación e importación, junto con otros ingresos 
provenientes de la renta postal y empréstitos. Durante el gobierno de 
Juárez Celman, la crisis económica que desembocó en la Revolución 
del Parque llevó al establecimiento de impuestos internos en las 
provincias, provocando una doble imposición sobre las mismas 
fuentes de riqueza.

La tercera etapa, hasta 1935, marcó un cambio estructural 
con la sanción de la ley 11 683 (1932), que reorganizó el sistema 
impositivo nacional. En ese contexto, en 1935 surgió el sistema de 
coparticipación federal, en el que las provincias acordaron adherirse 
y no aplicar tributos idénticos. Luego, hasta 1973, se establecieron 
tres regímenes diferenciados de coparticipación: uno para impuestos 
internos, otro para el resto de los tributos nacionales y un tercero 
para la transmisión gratuita de bienes.

Con la sanción de la ley 20 221 (1973), se unificaron todos los 
impuestos nacionales sin afectación específica, buscando reducir 
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la dispersión normativa. Este régimen venció el 31 de diciembre de 
1984 y, pese a que rigió por 50 años, no se ha logrado el consenso 
necesario para sancionar una nueva ley que cumpla con el mandato 
constitucional. Aunque existen proyectos para actualizar el sistema 
de coparticipación, aún no se ha alcanzado un acuerdo para su 
aprobación (Spisso, 2023).

En 1986, el gobierno nacional y las provincias suscribieron un 
convenio en el que se comprometieron a coparticipar los tributos. 
Este acuerdo establece normas que prohíben la aplicación de la 
analogía para resolver cuestiones tributarias y la imposición de 
tributos análogos, garantizando así la división de poderes y el 
principio de legalidad. El sistema de coparticipación tuvo su origen 
en la ley 12 139 (1934), que unificó los impuestos internos para la 
recaudación de tributos directos e indirectos. Posteriormente, la 
ley 23 548 (1988) estableció los porcentajes de distribución de los 
tributos entre la nación y las provincias, con la condición de que las 
provincias adheridas renuncien a la aplicación de impuestos locales 
similares, evitando así la doble imposición.

Algunos tributos fueron excluidos de este esquema, como el 
impuesto inmobiliario, el automotor, el de sellos, la transmisión 
gratuita de bienes, la transferencia de automotores y las tasas 
provinciales y municipales. En cuanto al impuesto sobre los ingresos 
brutos, se permite su aplicación a actividades civiles y comerciales, 
incluyendo profesiones y oficios ejercidos habitualmente, con 
excepción de aquellas desarrolladas en relación de dependencia o 
en la función pública. Sin embargo, las provincias también gravaban 
actividades relacionadas con el comercio exterior, como el transporte 
interjurisdiccional de mercancías, lo que fue objeto de jurisprudencia 
en el fallo “Dodero Viajes c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos 
Aires” (Fallo 305-I-327, 1983).

Respecto al impuesto de sellos, este recae sobre actos, contratos 
y operaciones onerosas formalizados mediante correspondencia, 
así como sobre operaciones monetarias que impliquen entrega o 
recepción de dinero con devengamiento de intereses realizadas por 
bancos y entidades financieras reguladas por la ley 21 526 (1977). Sin 
embargo, los contratos celebrados fuera de este ámbito entraban en 
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conflicto con el artículo 9, inciso b, apartado 2 de la ley 23 548. Ante 
esta situación, los particulares podían solicitar la intervención de la 
Comisión Federal de Impuestos, aunque este órgano dictaminó que 
sus resoluciones eran orientadoras y no vinculantes, lo que obligaba a 
los afectados a acudir a la justicia a través de una acción de repetición 
o una acción declarativa de inconstitucionalidad conforme al artículo 
322 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.

Para mitigar el impacto del peso impositivo y el costo de la 
seguridad social en los precios finales de los productos, la nación 
debía evitar la doble imposición sobre los bienes. En 1993, con la 
sanción de la Ley de Cooperación entre las Provincias y la Nación, 
conocida como el “Pacto Federal para el Empleo, la Producción y 
el Crecimiento” o “Pacto Fiscal”, se establecieron objetivos fiscales 
comunes, comprometiéndose las provincias a derogar impuestos 
como el de sellos, la transferencia de combustibles, el gas, la energía 
eléctrica y los servicios sanitarios (Sol et al., 2013).

Los impuestos sobre plazos fijos y los ingresos brutos establecieron 
exenciones para diversas actividades, como la producción primaria, 
la compraventa de divisas, la producción de bienes, la prestación de 
servicios de electricidad, agua, gas, la construcción de inmuebles y las 
operaciones de entidades financieras. Asimismo, la nación asumió 
el compromiso de derogar el impuesto sobre los activos afectados a 
procesos productivos. Sin embargo, pese a su vigencia, esta norma no 
ha sido plenamente cumplida ni por las provincias ni por la nación.  

En el marco de la delegación de potestades originarias de las 
provincias a la nación, la reforma constitucional de 1994 buscó una 
solución mediante la modificación del artículo 75, incisos 2 y 3. El 
inciso 2 establece que los tributos coparticipables deben distribuirse 
de manera equitativa, solidaria y priorizando el desarrollo, la 
calidad de vida y la igualdad de oportunidades en todo el territorio 
nacional. Además, determina que la Ley Convenio que regule 
la coparticipación debe originarse en el Senado, aprobarse con 
mayoría absoluta en ambas Cámaras y no podrá ser modificada 
unilateralmente ni reglamentada sin la aprobación de las provincias. 
Por su parte, el inciso 3 otorga al Congreso la facultad de establecer 
y modificar asignaciones específicas de recursos coparticipables, 
siempre mediante una ley especial aprobada por mayoría absoluta en 
ambas Cámaras.  
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EL CONVENIO MULTILATERAL
La Ciudad Autónoma de Buenos Aires alcanzó un acuerdo inicial 

con la provincia de Buenos Aires y posteriormente con otras 
provincias para distribuir el impuesto a las actividades lucrativas 
y, más tarde, el tributo sobre los ingresos brutos en casos de 
contribuyentes que operaban en múltiples jurisdicciones. El objetivo 
era distribuir de manera equitativa la recaudación de estos ingresos 
entre las distintas provincias. Con el tiempo, más jurisdicciones se 
sumaron a estos Convenios Multilaterales, y en 1978 se establecieron 
regímenes especiales para distintas actividades, además de un 
régimen general para aquellas que no contaban con un tratamiento 
específico (Andara, 2020).

ILEGITIMIDAD. CASO DE COPARTICIPACIÓN EN LA PROVINCIA DE 
ENTRE RÍOS Y OTROS CASOS ANÁLOGOS

La provincia de Entre Ríos sancionó la Ley 8293 (1911), aplicable 
dentro de su territorio, que establecía una alícuota del 1,5% sobre la 
actividad neta generada con recursos locales, incluyendo lo recaudado 
por entidades financieras en el marco de la Ley 21 256 (1976). Ante 
esto, el Banco Credicoop Cooperativo Ltdo. interpuso una acción 
declarativa de certeza para cuestionar la constitucionalidad del 
tributo, argumentando que la potestad para establecer políticas 
monetarias y regular los fondos generados en la jurisdicción 
provincial corresponde exclusivamente al Estado Nacional a través 
del Banco Central de la República Argentina. También se planteó que 
dicha normativa provincial podría implicar la creación de aduanas 
interiores, lo que está expresamente prohibido por la Constitución 
Nacional.  

En este caso, la provincia de Entre Ríos buscaba gravar actividades 
realizadas en otras jurisdicciones, lo que llevó a la Corte a recordar 
que, si bien las provincias tienen la facultad de dictar leyes, elegir 
jueces y establecer tributos dentro de sus límites territoriales, dichas 
potestades deben respetar los principios constitucionales y no invadir 
competencias delegadas a la nación.  

El conflicto radica en la interpretación de la denominada “cláusula 
comercial”, originalmente contenida en el inciso 12 del artículo 67 de 
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la Constitución Nacional y, tras la reforma de 1994, en el inciso 13 del 
artículo 75. Esta disposición otorga al Congreso Nacional la facultad 
de regular el comercio marítimo y terrestre con otras naciones y entre 
las provincias, complementándose con la prohibición establecida en 
el artículo 126 de la Constitución, que impide a las provincias legislar 
sobre comercio interior o exterior.

En un antecedente de 1972, la Corte Suprema, en el fallo “Vila, 
Luis y otro” (Fallo 178-308, 1937), resolvió que para que un impuesto 
local sea válido, no debe hacer distinciones en función del origen 
territorial de los ingresos que grava.

Este criterio se consolidó con el fallo “Transportes Vida c/Provincia 
de Mendoza” (Sentencia T000000214, 1984), donde la Corte Suprema 
determinó que los artículos 9, 10, 11 y 12 de la Constitución Nacional 
fueron establecidos para promover la unión económica y constituir 
“un solo territorio para una sola nación” (Fallo 177-103, 1937; Fallo 
178-10, 1937; Fallo 188-27, 1940). En consecuencia, los impuestos 
locales, para no ser inconstitucionales por afectar el comercio 
interestatal, debían aplicarse únicamente a las operaciones realizadas 
dentro de la provincia, sin incrementar el tributo por el hecho de 
involucrar negocios entre distintas jurisdicciones.

Si bien la Corte reconoció la posibilidad de que existan facultades 
concurrentes entre la nación y las provincias en materia de transporte 
interjurisdiccional, enfatizó que lo prohibido constitucionalmente es 
la imposición de gravámenes con fines económicos proteccionistas 
o que busquen controlar la circulación económica. Además, resaltó 
la necesidad de evitar que las actividades desarrolladas en múltiples 
jurisdicciones sean sometidas a una múltiple imposición que las 
encarezca o las haga desventajosas en comparación con actividades 
similares llevadas a cabo dentro de una sola provincia (Fallo 178-49, 
1937).

Los presupuestos enunciados en los fallos antes citados, encuadraban 
perfectamente en el caso bajo análisis, en el entendimiento que la Ley 
Provincial 8293 (1911) había sido sancionada con fines económicos 
de protección y preferencia a fin de manejar la circulación económica, 
en detrimento de otras actividades que se desarrollan exclusivamente 
en la Provincia, violándose con ello la cláusula comercial inserta en 
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el artículo 75 inc.13 de dicho plexo normativo y de la prohibición 
impuesta a las provincias por el artículo 126 del texto constitucional.

COMERCIO INTERJURISDICCIONAL DE MERCANCÍAS EN EL MARCO 
DEL CONVENIO MULTILATERAL

El debate sobre si los municipios son autónomos o autárquicos ha 
generado una profunda división entre juristas, jueces y políticos. Esta 
discusión ha estado influenciada por diversos intereses a lo largo del 
tiempo. Su origen se remonta a 1855, cuando el constituyente no 
definió la naturaleza jurídica de las municipalidades. Juan Bautista 
Alberdi, en distintos momentos, se refirió a la autonomía municipal. 
En su obra, afirma que “los cabildos solo administran y ejecutan 
las leyes dictadas por los altos poderes provinciales”. Sin embargo, 
también sostiene que los municipios son pequeñas entidades 
económicas y administrativas que ejercen la soberanía delegada sin 
interferencia del poder provincial o nacional (Alberdi, 2019).

La Corte Suprema de Justicia de la Nación mantuvo posturas 
contradictorias respecto a la relación entre provincias y municipios. 
En 1870, consideró que esta relación era competencia de las 
provincias. No obstante, en 1911 afirmó que los municipios eran 
meras delegaciones del poder provincial. Con el fallo Martínez 
Galván de Rivademar, Ángela c/ Municipalidad de Rosario, cuando 
se reconoció que los municipios poseen ciertas características que la 
Provincia de Buenos Aires debía respetar para el cumplimiento de 
sus funciones (Fallo 312-I-326, 1989).

De Miguel (1992) reconoció una limitada autonomía municipal, sin 
embargo, la discusión continuó hasta la reforma constitucional de 
1994. Rafael Bielsa defendió la postura autárquica, argumentando que 
la autonomía municipal era solo una aspiración de la política local. 
Según Bielsa, el artículo 5 de la Constitución Nacional no establece 
autonomía municipal, sino una descentralización administrativa con 
fines de autarquía territorial. Para justificar su postura, presentó los 
siguientes argumentos:

Los municipios, creados por leyes nacionales o provinciales, son 
entes administrativos y financieros encargados de satisfacer intereses 
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locales, bajo el control de la nación o las provincias. Aunque el poder 
originario pertenece a las provincias, algunos consideran que los 
municipios son autárquicos, ya que ejercen un poder delegado.

Por otro lado, Korn (1929), desde la escuela de La Plata, desarrolló la 
teoría de la “República Representativa Municipal”. Según esta visión, 
los municipios no deben considerarse meros entes burocráticos, sino 
que poseen un derecho municipal propio, diferenciado del derecho 
constitucional y administrativo. Esta perspectiva sostiene que los 
municipios son poderes del Estado y funcionan como pequeñas 
repúblicas representativas. De acuerdo con esta teoría, los municipios 
pueden dictar su propia carta orgánica a través del poder vecinal 
delegado, conservando todo el poder no delegado al gobierno federal 
ni reservado por las provincias en sus constituciones (Nieto, 2007).

La reforma constitucional de 1994 introdujo el artículo 123 en 
la Constitución Nacional, estableciendo en su artículo 5 que “las 
provincias están obligadas a asegurar la autonomía municipal, 
regulando su alcance y contenido en el orden institucional, político, 
administrativo, económico y financiero”.

La autonomía municipal abarca diversos ámbitos fundamentales: la 
institucional, que otorga la facultad de dictar su propia Ley Orgánica; 
la política, que garantiza un gobierno local basado en principios 
democráticos; la administrativa, que permite la gestión y prestación 
de servicios públicos sin interferencias externas; y la económico-
financiera, que faculta a los municipios a definir su sistema rentístico, 
incluyendo la creación, recaudación e inversión de sus ingresos.

A pesar de ello, son las provincias las que determinan el alcance 
y la autonomía de los municipios. Además, los municipios deben 
respetar los acuerdos firmados por las provincias en el marco del 
Convenio Multilateral. El poder tributario de las provincias proviene 
de la Constitución Nacional, por lo que es originario. En cambio, las 
municipalidades constitucionales no poseen poder tributario propio, 
sino que su capacidad de recaudar impuestos es una delegación de 
facultades otorgada por la provincia.



CAPÍTULO QUINTO

DERECHO TRIBUTARIO SUSTANTIVO DESDE 
LA ÓPTICA LOCAL Y NACIONAL

RECURSOS TRIBUTARIOS
Normas locales de donde surgen recursos tributarios provinciales y 
municipales

La potestad tributaria de las provincias se fundamenta en el 
principio de autonomía, lo que en la Provincia de Buenos Aires 
surge a partir de la Constitución Nacional, específicamente del 
artículo 5 en su redacción de 1860, cuando esta provincia se 
incorporó a la Confederación. Sin embargo, Buenos Aires no 
otorga autonomía plena a sus municipios, según lo establecido en 
los artículos 190 y siguientes de su Constitución. La autonomía se 
vincula con la autodeterminación económica y financiera, así como 
con la administración de los recursos propios. En este sentido, las 
provincias conservan todos los poderes que no hayan delegado en la 
nación, conforme a lo dispuesto en los artículos 4 y 75, inciso 1, de 
la Constitución Nacional (Abache, 2013). Este enfoque es respaldado 
por Ruan (2012), quien analiza la tensión dialéctica entre los aspectos 
materiales y formales del Derecho tributario.

Los poderes tributarios delegados a la nación incluyen la potestad 
exclusiva de gravar la importación y exportación mediante derechos 
de aduana, prohibiendo la existencia de aduanas internas. Además, 
el artículo 75, incisos 13, 18 y 30, establece la cláusula comercial, 
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la promoción del progreso y la regulación de los establecimientos 
de utilidad nacional, limitando la potestad tributaria provincial en 
favor de intereses nacionales. También existe una limitación genérica 
derivada de los principios constitucionales financieros, tanto de la 
Constitución Nacional como de la Constitución provincial, tales 
como reserva, igualdad, no confiscatoriedad, capacidad contributiva 
y generalidad.

Otro aspecto fundamental es el régimen de coparticipación, 
regulado por la Ley 23 548 (1988) en su artículo 9, así como el convenio 
multilateral establecido en el artículo 35. En este marco, cada provincia 
debe ejercer su potestad tributaria a través de su Constitución, la 
cual define las facultades impositivas de los municipios. Se considera 
adecuado que estas atribuciones se establezcan constitucionalmente 
y no mediante leyes ordinarias, a fin de evitar conflictos derivados de 
la injerencia política en las legislaturas.

El artículo 5 de la Constitución Nacional dispone que cada 
provincia debe dictar su propia Constitución, asegurando la 
autonomía municipal y regulando su alcance en los ámbitos político, 
administrativo, económico y financiero, en concordancia con el 
artículo 123. Asimismo, las provincias tienen la responsabilidad de 
legislar sobre el medio ambiente y los recursos naturales, de acuerdo 
con lo establecido en el artículo 28).

NORMAS QUE DEFINEN EL CONCEPTO DE TRIBUTO O SUS ESPECIES 
(IMPUESTOS-TASAS Y CONTRIBUCIONES ESPECIALES). ANÁLISIS DE 
ALGUNA NORMA

Impuestos
El Código Fiscal de la Provincia de Buenos Aires está establecido 

por la Ley 10 397 (1999), promulgada en 1986 y modificada 
por última vez en 2011. Este código regula el sistema tributario 
provincial y define los impuestos que deben abonar los ciudadanos 
para sostener el funcionamiento del Estado y su burocracia. La 
obligación de contribuir ha sido históricamente reconocida como 
un deber fundamental para el sostenimiento del Estado, tanto en 
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el pensamiento jurídico nacional como en las teorías de destacados 
juristas internacionales.  

En la Provincia de Buenos Aires, los principales impuestos incluyen 
el inmobiliario, el automotor (aplicable a vehículos de hasta 10 años 
de antigüedad), el impuesto sobre los ingresos brutos y el de sellos. 
Cada uno de estos tributos cuenta con un capítulo específico dentro 
del Código Fiscal. El impuesto automotor está regulado en el artículo 
228, el cual establece que los propietarios de vehículos radicados en 
la provincia, así como aquellos adquirentes que no hayan realizado la 
transferencia de dominio, deben abonar un tributo anual en función 
del modelo, año de fabricación y valuación del vehículo, conforme a 
lo dispuesto en la Ley Impositiva (Giannini, 1977).

El impuesto inmobiliario, regulado en el artículo 169 del Código 
Fiscal (Decreto 269, 2010), establece una carga tributaria anual 
sobre los inmuebles situados en la provincia. Este impuesto se 
compone de una base impositiva y, en ciertos casos, de un adicional 
complementario, dependiendo de las disposiciones establecidas. Son 
sujetos obligados al pago los titulares de dominio, superficiarios, 
usufructuarios y poseedores a título de dueño. La Ley Impositiva, 
aprobada a principios de cada año, define el calendario fiscal y las 
alícuotas aplicables a estos tributos.

Otro tributo relevante es el impuesto a las embarcaciones deportivas 
y de recreación, regulado en el artículo 244 del Código Fiscal. Este 
impuesto abarca las embarcaciones de uso recreativo, sean propias 
o de terceros, radicadas en la provincia y propulsadas parcial o 
totalmente por motor. La radicación se determina en función del 
domicilio del titular o, en su defecto, del lugar donde se encuentra la 
guardería, la cual debe llevar un registro de las embarcaciones para 
asegurar el cumplimiento de la normativa.

El impuesto sobre los ingresos brutos se encuentra regulado en el 
artículo 182 del Código Fiscal y grava el ejercicio habitual y oneroso 
de actividades comerciales, industriales, profesionales y de servicios 
dentro de la jurisdicción provincial. Abarca todas las actividades 
lucrativas o no, independientemente de la naturaleza del sujeto 
que las realice y del lugar donde se lleven a cabo, incluyendo zonas 
portuarias, ferroviarias, aeropuertos y terminales de transporte 
(Villegas, 2021).
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Para determinar la habitualidad, el artículo 183 del Código Fiscal 
establece que se debe considerar la índole de las actividades, el 
objeto de la empresa o profesión y los usos y costumbres de la vida 
económica. El impuesto sobre los ingresos brutos se aplica a quienes 
desarrollen estas actividades de manera continua, sin importar el 
volumen de operaciones o montos involucrados. Sin embargo, si 
una actividad se ejerce de manera discontinua o pierde su carácter 
habitual, puede quedar exenta del tributo.

Entre las actividades alcanzadas por este impuesto se encuentran 
las profesiones liberales, el fraccionamiento y locación de inmuebles, 
la transferencia de boletos de compraventa, así como la compra de 
productos agropecuarios, frutales y minerales destinados a la venta 
en otras jurisdicciones. En este contexto, los denominados “frutos 
del país” incluyen productos de origen animal, vegetal y mineral, que 
forman parte de la producción nacional.

Tasas
La Ley 10 397 (1999) y sus modificatorias (T.O. 2011) incluyen en 

su Título VI las “Tasas retributivas de servicios administrativos y 
judiciales”, el cual se divide en tres capítulos. El primero establece 
disposiciones generales sobre las tasas, el segundo regula las tasas por 
servicios administrativos y el tercero se refiere a las tasas aplicadas a 
los servicios de justicia.

El artículo 328 dispone que los servicios prestados por la 
administración pública y la justicia provincial están sujetos al pago 
de tasas, cuyo monto será determinado por la Ley Impositiva. 
Asimismo, el artículo 331 establece que toda actuación ante la 
administración pública sujeta a estas tasas debe abonarse al inicio del 
trámite, conforme a lo previsto en el artículo 329 (Sainz de Bujanda, 
1985).

En cuanto a los servicios de justicia, se deben pagar tasas en 
función de la naturaleza y cuantía de los procesos. En los juicios que 
involucren sumas de dinero o derechos con valoración pecuniaria, 
la tasa se calculará sobre el monto más alto entre la demanda, la 
sentencia definitiva, la transacción o la conciliación. En caso de que 
el actor esté exento, la tasa se liquidará sobre el monto de la sentencia, 
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transacción o conciliación. Además, para determinar el monto de la 
tasa judicial, se aplicará un ajuste basado en la variación del Índice 
de Precios al Consumidor, elaborado por el Instituto Nacional de 
Estadística y Censos, desde el mes anterior a la exigibilidad de la 
obligación hasta el mes anterior al pago.

El articulado también especifica distintas categorías de bienes que 
pueden ser objeto de litigio. No obstante, la normativa garantiza el 
acceso a la justicia para quienes no puedan afrontar el pago de la tasa 
mediante el beneficio de litigar sin gastos, cuyo procedimiento ha 
sido simplificado en el nuevo Código Civil y Comercial.

Contribuciones especiales
La contribución especial es un tributo basado en el principio del 

beneficio, utilizado como un mecanismo para recuperar la plusvalía 
generada por la ejecución de obras públicas que incrementan el valor 
de los inmuebles. Además de su función recaudatoria, constituye una 
herramienta clave para el desarrollo urbanístico (Valdés, 2017).

En Argentina, su implementación comenzó en la década de 1950 
y fue regulada por el Decreto 505 (1958) de la Dirección Nacional 
de Vialidad. Este decreto establecía que las provincias debían dictar 
normas para armonizar su aplicación, además de crear un fondo 
provincial exclusivo para el estudio, proyecto, construcción, mejora 
y mantenimiento de caminos con recursos propios. Sin embargo, 
debido al sistema federal y a la autonomía de las administraciones 
subnacionales en materia tributaria, la regulación de este tributo 
varía entre provincias.  

En la provincia de Buenos Aires, la Ordenanza General 165 de 1973 
establece distintos criterios de financiamiento para los municipios. 
Su artículo 11 define los parámetros para determinar el monto que 
debe abonar cada contribuyente, con el objetivo de evitar una carga 
tributaria confiscatoria.  

Las contribuciones por mejoras pueden aplicarse de manera 
diferenciada según el alcance de los beneficios generados. Algunas 
impactan únicamente a ciertos propietarios, mientras que otras 
favorecen a un conjunto más amplio de personas, lo que influye en 
su permanencia o temporalidad. Un antecedente jurisprudencial 
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relevante sobre este tema es el fallo en el caso “Banco Hipotecario 
Nacional c/Municipalidad de la ciudad de Rafaela” (Fallo 304-737, 
1982).

DIFERENCIAS DE LAS TRES ESPECIES TRIBUTARIAS Y SI EXISTE 
ALGUNA RELEVANCIA LA DENOMINACIÓN (NOMEN IURIS) 
ASIGNADA POR EL LEGISLADOR PARA ESTABLECER SU VERDADERA 
NATURALEZA

Existen diferencias fundamentales entre impuestos y tasas. Las tasas 
constituyen una contraprestación directa por un servicio específico 
que recibe el ciudadano, mientras que los impuestos se destinan a 
financiar bienes públicos sin una relación individualizada entre el 
contribuyente y el servicio. Solo pagan tasas quienes efectivamente 
reciben el servicio, como la tasa general de servicios, que cubre los 
costos municipales de recolección de residuos y solo es abonada 
por propietarios de inmuebles en la jurisdicción. Otro ejemplo es la 
licencia de obra, que se paga para obtener la autorización municipal 
para construir.

Tanto tasas como impuestos son tributos, a los cuales se suma 
una tercera categoría: las contribuciones especiales. Estas se aplican 
cuando una obra pública o la ampliación de un servicio genera un 
aumento en el valor de los bienes del contribuyente. Su recaudación 
debe estar estrictamente vinculada al costo total de la obra para 
evitar excesos impositivos.  

En materia tributaria, la falta de criterios uniformes y la 
dispersión de fallos pueden afectar la seguridad jurídica, generando 
incertidumbre para los inversores, tanto grandes como pequeños. 
La interpretación inconsistente de normas idénticas en distintos 
casos puede llevar a resoluciones contradictorias dentro del sistema 
de control de constitucionalidad difusa, por lo que es necesario 
unificar criterios. En este contexto, el crecimiento de las potestades 
tributarias municipales y los conflictos derivados de la autonomía 
fiscal no son un fenómeno nuevo.

El nombre que el legislador otorga a un tributo no es determinante 
para definir su verdadera naturaleza, ya que debe regir el principio de 
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realidad económica, recogido en la Ley 11 683 (1932). Sin embargo, 
la necesidad de un Código Tributario Nacional sigue pendiente. La 
Ley 27 260 (2016) creó una comisión para su reforma, destacando la 
importancia de actualizar la normativa a la complejidad del mundo 
actual, siguiendo ejemplos como Brasil y Perú, que ya cuentan con 
códigos tributarios nacionales.

La Ley 11 683 (1932) surgió como respuesta a los cambios 
impositivos derivados de la crisis de 1930 y la caída de Wall Street. Fue 
reformada en 1946 por la Ley 12 922, que introdujo modificaciones 
sustantivas a su régimen procesal. Este intento de codificación buscó 
reducir la dispersión normativa en materia tributaria. La doctrina ha 
enfatizado reiteradamente la necesidad de una codificación, como se 
debatió en las Jornadas Latinoamericanas de Derecho Tributario de 
1956 y las Jornadas de México de 1958.

Un nuevo Código Tributario (Ley 4755, 1971) debería abordar 
problemas estructurales como la discrecionalidad excesiva, el 
autoritarismo y la corrupción. Su redacción debe ser clara y simple 
para promover el cumplimiento voluntario de las obligaciones 
fiscales, reduciendo costos y fortaleciendo la seguridad jurídica y la 
confianza en el sistema tributario. Sin embargo, una reforma legal 
por sí sola no es suficiente; se requiere fortalecer las instituciones 
para garantizar su eficacia.

El derecho tributario es una herramienta clave para la organización 
social en un Estado social y democrático de derecho. Su función 
es garantizar la obligación de contribuir, redistribuir la riqueza 
y atender las necesidades fundamentales de la población, como la 
salud, la educación y la alimentación. La Constitución de 1994 
incorporó estos derechos en su artículo 75, inciso 22, consolidando 
su reconocimiento como derechos humanos. Actualmente, distintas 
instituciones latinoamericanas analizan estos principios en la 
elaboración de un modelo de Código Tributario para América Latina, 
como lo han señalado especialistas como Tarsitano (1944) y Corti 
(1994).
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TRIBUTOS LOCALES CON AFECTACIÓN ESPECÍFICA, ASÍ COMO 
TAMBIÉN ALGÚN SUPUESTO DE NORMAS TRIBUTARIAS QUE 
PERSIGAN FINES EXTRA FISCALES

Este punto se divide en dos partes, comenzando con los tributos 
locales con afectación específica. El artículo 226 de la Ley Orgánica 
de las Municipalidades regula los recursos municipales, entre los 
que se encuentran las tasas municipales con afectación específica. 
Estas incluyen tributos destinados a financiar determinados servicios 
municipales, tales como alumbrado, limpieza, riego y barrido cuando 
la prestación se realiza sobre inmuebles pertenecientes a la Provincia 
destinados a servicios educativos, de salud, justicia y seguridad (Luqui, 
1989). También se contemplan el derecho de inspección veterinaria, 
la inspección de pesas y medidas, la venta y arrendamiento de bienes 
municipales, la explotación de canteros y la extracción de materiales 
como arenas, cascajo, pedregullo, sal y otros minerales.

Además, se encuentran tasas destinadas a la reparación y 
conservación de pavimentos de calles y caminos, los derechos de 
construcción, la colocación de avisos y publicidad en la vía pública, 
y las patentes de billares y juegos permitidos (excluyendo los juegos 
de azar y loterías). Otros tributos relevantes incluyen el derecho al 
registro de vehículos en tránsito, la tasa por tenencia de animales 
domésticos (zoonosis), los derechos sobre mercados y puestos 
callejeros, la autorización de vendedores ambulantes y las patentes 
de cabarets (actualmente prohibidas). También figuran los derechos 
de los mercados de frutas y ganado, la tasa por espectáculos públicos, 
la inscripción e inspección de seguridad e higiene en actividades 
comerciales, así como las tasas de desinfección y fumigación.

Se establecen tributos por fraccionamiento de tierras, catastro y 
subdivisión de lotes, colocación de líneas telefónicas, luz, agua y 
corriente, así como por el estacionamiento de vehículos y la ocupación 
de la vía pública y su subsuelo. Otras tasas comprenden la inspección 
de inquilinatos, garajes de alquiler y establos, los derechos de oficina 
y sellado de actuaciones municipales, el derecho de cementerio, 
la guía y certificación de ganado, el control del transporte de la 
producción local en caminos de jurisdicción municipal, la caza y la 
pesca. Además, se incluyen tributos por la inspección de medidores, 
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máquinas de vapor, calderas y demás instalaciones sujetas a control 
municipal, así como los porcentajes asignados a las municipalidades 
por las leyes impositivas provinciales y los impuestos nacionales 
según la Ley de Coparticipación 23 548 (1988) y el artículo 35 del 
Convenio Multilateral.

Por otro lado, el municipio percibe derechos y multas por 
infracciones a sus ordenanzas, contribuciones de empresas radicadas 
en la jurisdicción y recursos provenientes de donaciones, legados y 
subvenciones aceptadas por los concejos deliberantes (aunque no 
constituyen tributos, sí forman parte de los recursos municipales). 
También participa en las valorizaciones originarias derivadas de 
acciones urbanísticas que permiten un uso más rentable del suelo o 
el aprovechamiento de parcelas con volumen edificable, lo cual no 
es considerado un tributo. Finalmente, cualquier otra contribución 
que disponga la municipalidad debe estar en conformidad con las 
disposiciones de la Constitución Nacional (Neumark, 2024).

La denominación “impuestos” es genérica y abarca todas las 
contribuciones, tasas, derechos y demás obligaciones impuestas por 
el municipio a los vecinos mediante sus ordenanzas, siempre dentro 
de los límites legales y los principios constitucionales de legalidad 
y territorialidad. Sin embargo, en ocasiones estos tributos han sido 
objeto de cuestionamientos por parte de empresas que consideran 
que la autoridad municipal ha excedido sus competencias, vulnerando 
la legalidad y la territorialidad.

NORMAS TRIBUTARIAS CON FINES EXTRAFISCALES
SUPRANACIONALES

El calentamiento global, el aumento del nivel del mar y la reducción 
de las áreas cubiertas por nieve y glaciares son problemáticas 
ambientales de gran relevancia. A ello se suma la creciente 
complejidad de los procesos productivos y el aumento del consumo 
de recursos naturales. Frente a esta situación, es fundamental reducir 
el daño ecológico. En este contexto, la Comisión Mundial sobre el 
Medio Ambiente y el Desarrollo emitió el informe “Nuestro Futuro 
Común”, en el que se incorporó el concepto de desarrollo sostenible. La 
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pobreza es una de las principales causas de la degradación ambiental, 
por lo que existen políticas públicas destinadas a garantizar el acceso 
universal al agua potable y a viviendas dignas. Además, los recursos 
naturales y los residuos no pertenecen a un único propietario, lo que 
refuerza la necesidad de una gestión responsable.

Las ecotasas e impuestos ecológicos gravan aquellas actividades 
económicas que generan externalidades negativas sobre el medio 
ambiente. Estas ecotasas pueden tener un carácter finalista, 
destinando su recaudación a la promoción de tecnologías alternativas. 
Su principal objetivo es desincentivar conductas perjudiciales 
para el medio ambiente, funcionando más como incentivos para 
determinadas actividades económicas que como un mecanismo de 
recaudación fiscal.

Diversas normas internacionales están orientadas a la protección 
del medio ambiente, muchas de las cuales han sido incorporadas 
al ordenamiento jurídico argentino y cuentan con reconocimiento 
en la Constitución Nacional en su artículo 75, inciso 22. Entre ellas 
se destacan la Convención de Washington (Ley 22 344, 1982) y el 
Convenio de Viena (Ley 23 724, 1989), así como el Protocolo de 
Montreal sobre sustancias que agotan la capa de ozono (Ley 23 778, 
1990), complementado por la Enmienda de Londres (Ley 24 187, 
1992) y la Enmienda de Copenhague (Ley 24 418, 1994). También se 
incluyen la Convención para la Conservación de Especies Migratorias 
de la República Federal Alemana (Ley 23 918, 1991) y la Convención 
de Basilea sobre el control de movimientos transfronterizos de 
residuos peligrosos y su eliminación (Ley 23 922, 1991).

Otras regulaciones relevantes son el Protocolo de Londres para 
prevenir la eliminación de residuos por buques (Ley 24 089, 1992), 
el Tratado Antártico (Ley 24 216, 1993), la Convención Internacional 
sobre cooperación y preparación para la lucha contra la contaminación 
de hidrocarburos (Ley 24 292, 1993) y la Convención de Nueva York 
sobre cambio climático (Ley 24 295, 1993). Además, el Convenio 
sobre Biodiversidad de Río de Janeiro (Ley 24 375, 1994), el Convenio 
de Rotterdam sobre plaguicidas y productos químicos (Ley 25 278, 
2000), el Protocolo de Kioto sobre cambio climático (Ley 25 438, 
2001) y la Convención de Estocolmo (Ley 26 011, 2004) refuerzan el 
compromiso internacional en materia ambiental.
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Existen normas internacionales sobre calidad ambiental (ISO 
14 001, 2015; ISO 19 011, 2018; ISO 14 012, 1997), que establecen 
lineamientos para auditorías ambientales. Estas normas, originadas 
en Japón, se basan en la eficiencia y buscan soluciones rápidas y 
expeditivas. En el ámbito del MERCOSUR, el Acuerdo de Asunción 
fue aprobado en Argentina mediante la Ley 25 841 (2003).

Un documento relevante en este contexto es la “Encíclica Laudato 
Si” del Papa Francisco, que aborda el cambio climático como uno de los 
principales desaf íos de la humanidad. En ella se destaca la obligación 
de proteger la “casa común”, es decir, la Tierra, promoviendo la 
solidaridad con los sectores más vulnerables y priorizando el bien 
global por encima de los intereses nacionales. Esta visión ha sido bien 
recibida por los directores del Programa de Medio Ambiente de la 
ONU y otros líderes religiosos (Ruan, 2012).

NORMAS NACIONALES
El artículo 41 de la Constitución Nacional establece que “todos 

los habitantes gozan del derecho a un ambiente sano, equilibrado 
y apto para el desarrollo humano, asegurando que las actividades 
productivas satisfagan las necesidades presentes sin comprometer 
las de las generaciones futuras”. Además, señala que “el daño 
ambiental generará prioritariamente la necesidad de recomposición 
según lo establezca la ley” y que “las autoridades deben garantizar 
la protección de este derecho, la utilización racional de los recursos 
naturales, la preservación del patrimonio natural y cultural, la 
diversidad biológica y la educación ambiental”. Asimismo, prohíbe el 
ingreso al país de residuos peligrosos y materiales radioactivos.

El artículo 124 de la Constitución Nacional establece que 
“corresponde a las provincias el dominio originario de los recursos 
naturales existentes en su territorio”. En la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires, existen gravámenes ambientales regulados en el Código 
Fiscal (2010). En su Título IV, Capítulo I, se contempla el gravamen 
sobre residuos sólidos urbanos húmedos no reciclables, mientras que 
en el Capítulo III se establece un gravamen para residuos áridos y 
afines.
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CONSTITUCIÓN DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES
El artículo 28 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires 

reconoce el derecho de sus habitantes a un ambiente sano y les impone 
el deber de conservarlo y protegerlo en beneficio propio y de las 
generaciones futuras. La provincia ejerce el dominio inminente sobre 
el medio ambiente y sus recursos naturales, incluyendo el subsuelo, 
el espacio aéreo, el mar territorial, la plataforma continental y la 
zona económica exclusiva, asegurando una gestión ambientalmente 
adecuada.

También se compromete a preservar, recuperar y conservar los 
recursos naturales, planificar su uso racional, controlar el impacto 
ambiental de actividades potencialmente perjudiciales y evitar la 
contaminación del aire, agua y suelo. Asimismo, prohíbe el ingreso de 
residuos tóxicos y radioactivos a su territorio y garantiza el derecho 
de los ciudadanos a recibir información y participar en la defensa del 
ambiente y los recursos naturales y culturales. Toda persona, f ísica 
o jurídica, cuya acción u omisión pueda degradar el ambiente, está 
obligada a tomar todas las precauciones necesarias para evitarlo 
(Tarsitano, 1994).

EL HECHO IMPONIBLE
Aspecto material del impuesto sobre los Ingresos Brutos, regulado 

en el Código Fiscal analizado a la luz de la ley de coparticipación 
federal. Normas regulatorias Aspecto temporal del hecho imponible 
según la ley de Coparticipación Federal y la concreta regulación del 
Código Fiscal.

Para ser sujeto pasivo de este impuesto, es necesario contar con 
capacidad contributiva. Los gravámenes pueden basarse en el 
patrimonio o el consumo. Algunos consideran que el impuesto al 
consumo es un reflejo de equidad, ya que la satisfacción económica se 
obtiene a través del consumo y no del ahorro, y el bienestar económico 
se refleja en el consumo más que en la renta. Esta imposición puede 
aplicarse de forma directa o indirecta.

El impuesto sobre los Ingresos Brutos grava las ventas y se aplica 
a actividades comerciales, productivas y al ejercicio de profesiones 
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liberales. Abarca tanto bienes f ísicos como servicios prestados por 
empresas y profesionales, pero no grava el trabajo o los servicios 
prestados por trabajadores en relación de dependencia. Se clasifica 
como un impuesto indirecto al consumo, afectando todas las 
transacciones dentro de la cadena económica. Para evitar el efecto 
cascada, se establecen diferentes alícuotas en cada etapa productiva, 
con el fin de minimizar la acumulación del tributo en el precio final 
para el consumidor.

En el análisis de este impuesto, es fundamental recordar que 
Argentina se organiza como una república federal con tres niveles 
de gobierno: nación, provincias y municipios. Mientras que la 
nación y las Provincias poseen potestades tributarias originarias, los 
municipios tienen potestades tributarias delegadas.

El artículo 126 de la Constitución Nacional establece que las 
provincias no pueden ejercer los poderes que han delegado en 
la nación. Entre las restricciones mencionadas, se encuentran la 
prohibición de celebrar tratados de carácter político, legislar sobre 
comercio y navegación interior o exterior, establecer aduanas 
provinciales, acuñar moneda o crear bancos con la facultad de 
emitir billetes sin la autorización del Congreso Nacional, entre otras 
limitaciones (Berliri, 1971).

La Ley de Coparticipación Federal (Ley 23 548, 1988) establece 
un régimen transitorio de distribución de recursos entre la nación 
y las provincias. En lo que respecta al impuesto sobre los Ingresos 
Brutos, esta ley se aplica a los ingresos generados por actividades 
empresariales, civiles y comerciales con fines de lucro, así como a 
profesiones liberales y oficios intermedios, excluyendo aquellas 
actividades realizadas en relación de dependencia y el ejercicio del 
empleo público.

La base imponible se determina en función de los ingresos del 
período, excluyéndose los montos correspondientes a impuestos 
internos destinados a fondos nacionales, como autopistas 
tecnológicas, tabaco y combustibles. En ciertos casos, el impuesto 
puede consistir en una cuota fija. Además, no se gravan las actividades 
conexas a la exportación ni aquellas realizadas en lugares de interés 
público o utilidad nacional dentro de la jurisdicción del Estado 
Nacional, siempre que no interfieran con dicho interés.
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Las actividades complementarias de una actividad principal 
estarán sujetas a la misma alícuota que dicha actividad. En cuanto a 
los períodos fiscales, estos son anuales y se determinan con anticipos 
sobre base cierta, mientras que para los contribuyentes que tributan 
bajo el Convenio Multilateral, los períodos fiscales son mensuales. Se 
trata de un impuesto que grava los ingresos devengados en función de 
la actividad desarrollada durante un período determinado, por lo que 
su recaudación varía con el ciclo económico: aumenta en períodos de 
expansión y disminuye en tiempos de recesión.

Las actividades desarrolladas por un contribuyente en más de una 
provincia, incluyendo la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, están 
reguladas por la Ley de Convenio Multilateral. Esta ley establece un 
acuerdo entre los fiscos provinciales y la Municipalidad de la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires para distribuir la potestad tributaria de 
los gobiernos provinciales y evitar la superposición de gravámenes 
sobre la misma transacción.

Para determinar la habitualidad de una actividad gravada, se 
debe considerar que los sujetos pasivos realicen dichas actividades 
como profesión, independientemente de que las ejerzan de manera 
discontinua. Hasta 1974, este tributo se denominaba “Impuesto sobre 
las Actividades Lucrativas”. En aquel entonces, el hecho imponible 
exigía el pago anual de un impuesto por el ejercicio de comercio, 
industria, profesión, oficio, negocio o cualquier otra actividad 
lucrativa habitual.  

En 1975, se introdujo el derecho de patente para el ejercicio de 
actividades con fines de lucro. En 1977, se estableció el “Impuesto 
sobre los Ingresos Brutos”, definiendo su hecho imponible como el 
ejercicio habitual y a título oneroso del comercio, la industria, las 
profesiones, los oficios, la locación de bienes, obras y servicios, 
o cualquier otra actividad lucrativa o no. Esta regulación abarca 
cualquier tipo de sujeto, incluidas las sociedades cooperativas, sin 
importar el lugar donde se realice la actividad.
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TERRITORIALIDAD
El poder normativo tributario de las jurisdicciones locales debe 

estar vinculado a un territorio, estableciendo pautas de vinculación 
económica acordes con la naturaleza del tributo y la configuración 
legal del hecho imponible. Este principio abarca también los ríos, 
sean navegables o no, así como sus lechos y aguas.

ASPECTO TEMPORAL
El Código Fiscal de la Provincia de Buenos Aires regula las 

actividades que se realicen en su territorio y que generen efectos 
dentro de la jurisdicción provincial. La Ley 23 548 (1988) establece 
que los períodos fiscales son anuales, con anticipos sobre base cierta. 
En el marco del Convenio Multilateral, los períodos pueden ser 
mensuales. Según el Código Fiscal, el ejercicio fiscal coincide con el 
año calendario y los pagos se efectúan mediante anticipos mensuales 
denominados períodos fiscales.

La Ley 23 548 (1988) fue inicialmente de carácter temporal y en 
1994 se le otorgó un rol clave en el régimen de coparticipación federal. 
De acuerdo con el artículo 75, inciso 2, de la Constitución Nacional-
modificado en la reforma de 1994-, se debería sancionar una nueva 
ley de coparticipación, una deuda legislativa aún pendiente.

En algunos casos, la reducción de impuestos coparticipables 
ha sido establecida mediante leyes del gobierno nacional, como la 
reducción del IVA en ciertos productos. Cuando estas medidas son 
impugnadas judicialmente, corresponde al máximo tribunal del país 
resolver la controversia. Sin embargo, si bien la Corte Suprema debe 
decidir sobre los casos planteados por los litigantes, no le compete la 
definición de políticas públicas en materia tributaria. No obstante, 
en situaciones de conflicto, le corresponde dirimir la cuestión, como 
en el caso “Provincia de Entre Ríos c/ Estado Nacional” (Morselli, 
1947).

b) Diferentes aspectos del hecho imponible que surgen del Código 
Fiscal, respecto al impuesto inmobiliario y automotor (material, 
subjetivo, espacial y temporal, aclarando si es instantáneo o de 
ejercicio). Transcripción de las normas pertinentes.
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IMPUESTO INMOBILIARIO
El impuesto inmobiliario se encuentra regulado en el artículo 169 del 

Código Fiscal, el cual establece: “Pagarán anualmente los inmuebles 
situados en la Provincia de Buenos Aires el impuesto establecido en 
el presente texto, que estará conformado por un básico y, en caso 
de corresponder, un complementario, de acuerdo con las siguientes 
disposiciones”. Los sujetos pasivos de este impuesto incluyen a los 
titulares de dominio, superficiarios, usufructuarios y poseedores a 
título de dueño, tanto en su versión básica como complementaria.

El impuesto inmobiliario complementario fue introducido en 
2013 con la reforma al Código Fiscal, incorporando el concepto de 
multipropietarios (personas que poseen más de un inmueble). Este 
tributo encuentra su respaldo en la Ley 23 548 (1988), que permite a las 
provincias percibir el impuesto inmobiliario, aunque su existencia se 
remonta a la Ley 10 397 (1999). Inicialmente, la normativa estableció 
de manera negativa la prohibición para provincias y municipalidades 
de aplicar gravámenes similares a los nacionales coparticipables; 
sin embargo, posteriormente, se exceptuó de dicha prohibición al 
impuesto inmobiliario (Blumenstein, 1954).

Antes de esta legislación, las provincias tenían facultades tributarias 
amplias, exclusivas y permanentes en lo relativo a las contribuciones 
directas. No obstante, con la Ley 23 548 (1988), estas facultades se 
vieron limitadas y sujetas a las materias y términos expresamente 
permitidos en el inciso b) del artículo 9 de dicha ley. El impuesto 
inmobiliario es un tributo real, permanente y predeterminado, 
basado en el catastro territorial. Su cálculo requiere conocer tanto 
la identificación f ísica de los inmuebles como su situación jurídica y 
valor económico.

Históricamente, este impuesto ha estado asociado al valor de la 
tierra y ha representado una fuente de recaudación significativa para 
las provincias. En su estructura, el legislador determina el presupuesto 
material considerando como factor clave la disponibilidad económica 
del sujeto respecto del inmueble, más que su título jurídico.

La base imponible del tributo es la valuación del inmueble, la cual 
se calcula aplicando las alícuotas vigentes en la provincia de Buenos 
Aires. Su carácter progresivo busca evitar saltos abruptos entre 
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los distintos tramos de tributación. A pesar de que los catastros 
territoriales tienen diversas finalidades, la valuación fiscal sigue 
siendo un elemento fundamental para su determinación.

La liquidación de este impuesto es realizada administrativamente 
mediante la base de datos de la Agencia de Recaudación de la 
Provincia de Buenos Aires (ARBA). Sin embargo, el valor del 
inmueble lo determina inicialmente el propio contribuyente a través 
de una declaración jurada en Catastro, en la cual debe informar 
cualquier mejora realizada mediante la denominada planilla de 
revalúo, pormenorizando las características de la construcción.

Cada diez años, la autoridad de aplicación lleva a cabo una 
revaluación con el fin de actualizar el valor de la tierra. No obstante, 
esta liquidación administrativa no exime al contribuyente de declarar 
las mejoras incorporadas y no registradas, debiendo abonar las 
denominadas diferencias catastrales en caso de existir modificaciones 
no declaradas.

COMPLEMENTARIO
Este impuesto se aplica a la planta urbana edificada, la planta urbana 

baldía y la planta rural. Debido a su carácter progresivo, ha sido 
objeto de cuestionamientos. Desde un punto de vista técnico, este 
tributo es de naturaleza objetiva, ya que no se vincula a las personas a 
través de un concepto jurídico como el domicilio (como ocurre en el 
impuesto a los bienes personales) o la residencia (como sucede con el 
impuesto a las ganancias). Su vinculación es estrictamente objetiva y 
territorial, calculándose según la jurisdicción en la que se encuentre 
el bien. Esto implica que una jurisdicción local no puede extender su 
potestad tributaria más allá de sus límites espaciales.

Se trata de una obligación instantánea, que surge en el momento 
en que la norma establece su imposición. Según el análisis de 
Jarach (1969) sobre el aspecto temporal del hecho imponible, la 
legislación define los hechos imponibles delimitando así el alcance 
de la obligación tributaria. Existen hechos imponibles de verificación 
instantánea y otros que se desarrollan en el tiempo (de ejercicio). Por 
ello, los tributos pueden clasificarse como instantáneos o periódicos 
(Amatucci & D’Amati, 2021).
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En el caso de los tributos instantáneos, el hecho imponible ocurre 
en un momento determinado, aunque su formación pueda abarcar 
un período de tiempo. Este tributo en particular es de carácter 
instantáneo y su base imponible se establece por la tenencia del 
bien gravado dentro del patrimonio en una fecha determinada. La 
obligación tributaria recae sobre quien ostente la titularidad del 
dominio, sea superficiario, usufructuario o poseedor a título de 
dueño.

IMPUESTO AUTOMOTOR
El hecho imponible se origina cuando un vehículo se encuentra 

radicado en una jurisdicción. El Código Fiscal establece que los 
propietarios de vehículos registrados en la provincia, así como los 
adquirentes que no hayan realizado la transferencia correspondiente 
en el Registro de la Propiedad Automotor y Créditos Prendarios, 
deberán abonar anualmente un impuesto determinado según los 
distintos modelos, años, tipos, categorías y/o valuaciones establecidas 
en la ley impositiva.

Aspecto espacial del impuesto de sellos. Criterios de conexión que 
establece el código fiscal y cláusulas para evitar la doble imposición 
interna, y, en su caso, con que alcances, de acuerdo a lo previsto en la 
ley de coparticipación federal.

El impuesto de sellos es un tributo local, regulado por el código 
fiscal de cada provincia, que grava los actos onerosos, salvo aquellos 
expresamente exentos. Este impuesto aplica a diversas operaciones 
que reflejan la existencia de riqueza y, por ende, la capacidad 
contributiva de los particulares, como la transferencia de inmuebles, 
la firma de contratos y la compra de bienes.

Para que el impuesto sea aplicable, los actos deben ser contratos 
onerosos, formalizados por escrito y cumplir con el requisito de 
territorialidad. Se trata de un tributo local, real, indirecto, formal y 
objetivo que grava la formalización de actos con contenido económico. 
Además, es un impuesto instantáneo, ya que se perfecciona en el 
momento de la exteriorización formal del acto.

El código fiscal es el encargado de crear el impuesto de sellos, que 
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grava los instrumentos que reflejan un acto jurídico con contenido 
económico, siempre que se otorgue dentro de la jurisdicción que 
tiene potestad tributaria o que genere efectos dentro de la misma.

Este impuesto, como tributo local, se basa en las facultades no 
delegadas por las provincias al gobierno federal, y su vigencia se 
establece en los territorios correspondientes, incluyendo la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires desde 1994. Como resultado, los 
impuestos pueden superponerse, y se debe considerar el punto de 
conexión entre el acto jurídico y la potestad tributaria, que puede ser:

- El lugar de otorgamiento de los instrumentos.
- El lugar de ubicación de los bienes.
Desde la promulgación de la Ley 18 524 (1969) que buscaba 

simplificar los regímenes del impuesto de sellos en la jurisdicción 
de la Capital Federal, ha habido una tendencia a reducir la doble 
imposición. Para evitar esta superposición, se deberían homogenizar 
los hechos imponibles, estableciendo pautas generales para la 
recaudación del impuesto de sellos, lo que se busca lograr a través de 
la ley de coparticipación federal de 1988. En la actualidad, se debería 
crear un nuevo marco legal según lo dispuesto en el artículo 75, 
inciso 2 de la Constitución Nacional.

SUJETOS PASIVOS
Responsabilidad por deuda ajena regulado en el Código Fiscal 

y su carácter “subsidiario” (al requerir la previa intimación al 
contribuyente para, luego, poder hacer efectiva la responsabilidad) o 
si la extensión de la responsabilidad es concomitante con el reclamo 
de la deuda en cabeza contribuyente.

Esta figura, regulada en el Código Fiscal, tiene un carácter 
“subsidiario”, ya que requiere la previa intimación al contribuyente 
antes de poder hacer efectiva la responsabilidad. Alternativamente, la 
responsabilidad puede ser concomitante con el reclamo de la deuda en 
cabeza del contribuyente. Las disposiciones relevantes se encuentran 
en los artículos 19 a 24 del Título IV. Es importante destacar que el 
Código Fiscal define al contribuyente como el responsable principal 
de la deuda tributaria. Sin embargo, existen personas o entidades, 
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vinculadas de hecho o de derecho con el responsable de la obligación 
tributaria, que asumen esta responsabilidad, sin que su vínculo 
económico o capacidad contributiva sea el factor determinante. La 
responsabilidad es concomitante, tal como lo establece el artículo 
21 de la ley 10 397 (1999) y sus modificaciones, que señala que 
las siguientes personas son responsables del cumplimiento de las 
obligaciones fiscales de los contribuyentes en las mismas condiciones 
y plazos que estos, enumerándolas en sus incisos. Este texto fue 
modificado en septiembre de 2020.

Según el criterio de atribución de la responsabilidad solidaria 
en el código fiscal (subjetivo u objetivo), se presentan las causas 
que exoneran de dicha responsabilidad, pero ¿Cuál es la probanza 
que debe llevar adelante el responsable para poder eximirse?. La 
atribución de la responsabilidad solidaria de los directivos de 
las personas jurídicas, ¿es compatible con las normas de la ley de 
sociedades? Mencione si hay precedentes de la justicia local que 
hayan examinado esta situación.

La responsabilidad solidaria en el Código Fiscal se atribuye de 
manera objetiva o subjetiva, dependiendo de las circunstancias. Las 
causas que pueden exonerar de dicha responsabilidad incluyen la 
prueba de haber exigido a los sujetos pasivos los fondos necesarios 
para el pago de los gravámenes, lo que demuestra que estos no 
pudieron cumplir en forma correcta y oportuna. El artículo 24 
del Código Fiscal establece que los responsables indicados en 
los artículos 21 y 22 responden solidariamente e ilimitadamente 
con el contribuyente por el pago de los gravámenes. No obstante, 
pueden eximirse de esta responsabilidad si prueban haber tomado 
las acciones necesarias para exigir el pago. El artículo 21 del Código 
Fiscal señala como responsables a los integrantes de los órganos de 
administración o representantes legales de personas jurídicas, civiles 
y comerciales, asociaciones y entidades, con sin personería jurídica, 
puntualizando los casos específicos.

Un antecedente importante es el fallo “Fisco de la Provincia 
de Buenos Aires c/ Raso Francisco sucesión y otros s/ apremio” 
(Sentencia, 2014), que analiza la responsabilidad de los directivos 
de las asociaciones y la compatibilidad con las normas de la ley de 
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sociedades. En este caso, la Corte Suprema de la Provincia de Buenos 
Aires resolvió que los directivos son responsables por la deuda ajena de 
la entidad que administran, asumiendo una responsabilidad solidaria 
e ilimitada con sus bienes personales en caso de incumplimiento. 
Las causas de exoneración de responsabilidad son dif íciles de probar 
y suponen un criterio de responsabilidad objetiva, lo cual puede 
resultar gravoso y susceptible de abusos recaudatorios, ya que no se 
considera la culpa o el dolo del agente al atribuir la responsabilidad.

Los textos de la ley de sociedades, específicamente los artículos 59 
y 274, se contraponen con el Código Fiscal provincial. El artículo 59 
establece que los administradores deben actuar con lealtad y diligencia, 
siendo responsables ilimitados y solidarios por los daños causados 
por su acción u omisión. En contraste, el artículo 274 establece que 
los directores son responsables solidaria e ilimitadamente por el mal 
desempeño de su cargo, la violación de la ley, estatuto o reglamento, 
y por daño producido por dolo o culpa grave. La ley de sociedades 
asume la culpa colectiva para que exista solidaridad, lo que implica 
una responsabilidad subjetiva. La ley tributaria nacional armonizó 
con la ley de sociedades, a diferencia del Código Fiscal provincial, 
lo que plantea un problema de armonización con el artículo 31 
de la Constitución Nacional, tal como lo estableció el fallo del Dr. 
Negri. Además, el fallo “FILCROSA SA s/ quiebra s/ incidente de 
verificación de municipalidad de Avellaneda” también aborda esta 
cuestión (Sentencia, 2003).

Conceptualice el sustituto e identifique si el Código Fiscal prevé 
algún supuesto de sustitución tributaria (responsable sustituto) 
justifique su respuesta.

El responsable sustituto, según el artículo 6 de la Ley 11683 
(1932), se refiere tanto al cumplimiento de los deberes materiales, 
como a los deberes formales, eximiendo a los deudores principales 
(contribuyentes) de la obligación de presentar declaraciones juradas. 
La intimación previa a los deudores principales no hace más que 
trasladar la responsabilidad solidaria, lo que puede considerarse 
una forma de responsabilidad subsidiaria. Este mecanismo ha 
dejado de lado al contribuyente como responsable, trasladando la 
responsabilidad a otros actores, como los agentes de recaudación o 
percepción.
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La autonomía del derecho tributario se manifiesta en la relación 
jurídica cuyo objeto es el tributo. Existen relaciones jurídicas 
accesorias entre el sujeto activo y el sujeto pasivo principal (el 
contribuyente), cuyo fin inmediato es garantizar el cumplimiento de 
la obligación principal. También existe la relación de reembolso, que 
no es accesoria en sentido estricto, ya que implica una obligación 
del sujeto activo y una pretensión del contribuyente, vinculada a una 
obligación tributaria existente de forma presuntiva. Las normas que 
regulan estas relaciones son parte del derecho tributario sustantivo, 
que se considera autónomo. Esta autonomía se refleja en la teoría 
del hecho imponible, en contraste con el derecho administrativo y 
previsional, como se ha señalado en las obras de Dino Jarach y Albert 
Hensel.

EXENCIÓN TRIBUTARIA
Exenciones subjetivas y objetivas del Código Fiscal de la Provincia de 
Buenos Aires. Normas pertinentes.

El Código Fiscal, Ley 10 397 (1999), establece el procedimiento que 
deben seguir las entidades para acceder a una exención tributaria, 
como es el caso de asociaciones civiles y fundaciones radicadas en la 
Provincia de Buenos Aires. Estas entidades pueden beneficiarse de 
exenciones y dispensas en los gravámenes siempre que realicen los 
trámites correspondientes y cumplan con los requisitos generales y 
formales establecidos por las normas jurídicas, como la ley impositiva 
y las resoluciones normativas. Deben acreditar que son entidades de 
bien común sin fines de lucro, y no empresas con fines lucrativos. 
Los ingresos generados deben destinarse exclusivamente a los fines 
establecidos en su estatuto.

En cuanto a la exención del impuesto sobre los ingresos brutos, 
se establece un límite de $180,000 anuales. Si los ingresos superan 
este monto, la entidad estará sujeta al gravamen. En cuanto a las 
actividades aranceladas, es decir, cuando la asociación cobre por 
un servicio prestado, estos ingresos estarán sujetos al impuesto. Por 
otro lado, los ingresos derivados de cuotas de socios o donaciones de 
terceros no se consideran contraprestaciones por bienes o servicios, 
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por lo que no están sujetos al impuesto. La exención es subjetiva, ya 
que depende de las características de la entidad.

Las escuelas, universidades y demás entidades educativas se 
benefician de una exención objetiva según el artículo 141 del Código 
Fiscal, que establece que están exentas del pago de ingresos brutos los 
ingresos obtenidos por los establecimientos educativos privados que 
estén incorporados a los planes de enseñanza oficial y reconocidos 
como tales en las respectivas jurisdicciones.

Exención objetiva: Las asociaciones y sociedades civiles con 
personería jurídica sin fines de lucro están exentas siempre que los 
ingresos se destinen al cumplimiento de su objeto social y no se 
distribuyan utilidades entre sus miembros. Estas entidades deben 
dedicarse a actividades como salud pública, beneficencia y asistencia 
social, bibliotecas públicas, actividades culturales, enseñanza 
e investigación científica, actividades deportivas y servicios de 
bomberos voluntarios.

Exención subjetiva: En el caso del impuesto de sellos, se aplican 
exenciones a instituciones religiosas o reconocidas por la autoridad 
competente, cooperativas, asociaciones, mutuales y entidades de 
bien público, en relación con actos jurídicos y contratos celebrados 
por estas entidades.

Exención que requiera un acto de reconocimiento por parte de la 
administración. Transcripción de algunas normas pertinentes.

Las exenciones otorgadas a ciertas asociaciones y entidades de bien 
público requieren ser reconocidas por la administración pública, 
ya que, según la Ley de Procedimiento Administrativo, deben 
acreditar su personería jurídica. Esto es así porque la normativa 
hace referencia a asociaciones civiles y sociedades con personería 
jurídica. Las entidades sin fines de lucro deben estar registradas en 
la Inspección General de Justicia o en la Dirección Provincial de 
Personas Jurídicas. En el caso de las exenciones aplicables a templos 
religiosos, es necesario que estas entidades estén inscritas en la 
Dirección Nacional de Cultos. El artículo 207 establece la exención 
del impuesto sobre los ingresos brutos y dispone que las normas 
sobre quiénes pueden beneficiarse de esta exención son dictadas por 
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la legislatura de la provincia al sancionar la ley impositiva anual, que 
también incluye el Nomenclador de Actividades sujetas a gravamen.

Según la jurisprudencia de la Corte Suprema ¿Resulta válido que 
el Congreso Nacional Consagre exenciones respecto de los tributos 
locales?

Según la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, 
es válido que el Congreso Nacional establezca exenciones tributarias 
en lo que respecta a tributos locales, ya que la Constitución Nacional, 
en su artículo 67, inciso 16, conocido como la cláusula del progreso, 
lo autoriza. Estos beneficios son considerados como privilegios, ya 
que alteran la generalidad del gravamen establecido en el artículo 16 
de la Constitución Nacional, que sostiene que la igualdad es la base 
del impuesto.

Un caso emblemático en este ámbito fue el fallo “Telefónica de 
Argentina SA c/ Municipalidad de General Pico s/ acción meramente 
declarativa” (Fallo 320-I-162, 1997). En este contexto, también 
se encuentra el fallo “Telefónica de Argentina SA c/ Gobierno 
de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires”. En este caso, la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires (CABA) interpuso un recurso de queja 
contra la decisión de la Sala II de la Cámara de Apelaciones en lo 
Contencioso Administrativo y Tributario, que había rechazado su 
recurso de inconstitucionalidad contra una sentencia que confirmaba 
la decisión favorable a Telefónica de Argentina SA, declarando 
improcedente la pretensión del Fisco en relación con la resolución 
SH y FR 514/04, con costas a cargo de la demandante.

La empresa intentó presentar un recurso jerárquico contra la 
intimación de pago del gravamen por uso y ocupación del suelo en 
la vía pública, correspondiente a los ejercicios fiscales 1998 a 2002, 
así como a los ejercicios 1, 2, 3 y 4 de 2003. Se argumentó que el acto 
administrativo impugnado había ignorado lo dispuesto en el artículo 
39 de la Ley 19 798 (1972). y su Decreto Reglamentario 92/97. 
Telefónica alegó que presta el servicio público de telecomunicaciones 
y, en consecuencia, está exenta de cualquier gravamen por el uso 
del suelo, subsuelo y espacio aéreo del dominio público nacional, 
provincial y municipal.
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Citó antecedentes jurisprudenciales de la Corte Suprema, en 
particular el fallo “Telefónica de Argentina SA c/ Municipalidad 
de General Pico” (Fallo 320-I-162, 1997). En cuanto a la posible 
vulneración de la autonomía de la CABA y la normativa tributaria 
local, argumentó que, conforme al artículo 9 de la Ley 24 588 
(1997), los servicios públicos que exceden el ámbito de la Ciudad de 
Buenos Aires son competencia del Estado Nacional, lo que implica 
que solo el Estado Nacional tiene la facultad de dictar las normas 
correspondientes para su correcta prestación.

En su recurso, CABA sostuvo que no se trataba de un 
cuestionamiento de hechos o pruebas, sino de una aplicación errónea 
del derecho, omitiendo la normativa local sancionada válidamente por 
la legislación de la Ciudad de Buenos Aires, lo que violaría el artículo 
129 de la Constitución Nacional. El Dr. Lozano, quien actuó en el 
caso, afirmó que Telefónica presta una serie de servicios, tales como 
telefonía pública fija, local, de larga distancia nacional e internacional, 
acceso a internet, transmisión de datos, entre otros, y que estos no 
pueden considerarse como servicios públicos en el sentido estricto. 
Por ello, CABA solicitó a la Secretaría de Comunicaciones, autoridad 
de aplicación en telecomunicaciones, un informe sobre si todas las 
licencias otorgadas se consideraban como servicios públicos, y si sólo 
la telefonía básica o también otros servicios de telecomunicaciones 
podían ser clasificados como tal.

En relación con la Ley 19 798 (1972), el artículo 2 se refiere a la 
telefonía básica, no a las señales de radio o televisión. Sin embargo, 
no se debatió si el Estado Nacional tiene potestad para regular la 
prestación de servicios públicos, ya que se reconoció que el Estado 
Nacional tiene la facultad de suprimir los poderes locales en cuanto 
a servicios públicos que sean de dominio público nacional. En este 
sentido, el Estado Nacional puede conceder exenciones tributarias 
locales conforme al artículo 9 de la Ley 24 588 (1997), que permite 
la regulación de servicios públicos que excedan las jurisdicciones 
locales. Este criterio fue respaldado por el Dr. José Osvaldo Casas, 
quien coincidió con la opinión del Dr. Lozano. Existen otros fallos 
relacionados, como “Telefónica de Argentina SA c/ Mendoza” 
(Sentencia T283XXXV, 2003) y “Telefónica de Argentina c/ General 
Pueyrredón” (), que refuerzan este enfoque.
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Exenciones tributarias y su interpretación. Transcripción de un fallo y 
sus comentarios críticos.

Para responder a esta pregunta, es necesario revisar el caso “Yell 
Argentina SA c/ Tribunal Fiscal de la Provincia de Buenos Aires s/
pretensión anulatoria” (Sentencia A 73765, 2015) de La Plata, con 
fecha 13 de junio de 2012. En este caso, Yell Argentina SA y el señor 
Javier Nadal Ariño presentaron una demanda contra la Provincia 
de Buenos Aires, impugnando el acto administrativo emitido por 
el Tribunal Fiscal de la Provincia en relación con la resolución que 
determinó diferencias en los períodos fiscales 1997, por un monto 
de $397,858.63. La entidad recaudadora notificó a la empresa sobre 
las diferencias determinadas en relación con los períodos fiscales 
10-11-12 de 1997, y luego dictó una resolución que extendía la 
responsabilidad al señor Javier Nadal Ariño. 

Al presentar un recurso ante el Tribunal Fiscal Provincial, este 
hizo lugar parcialmente a la impugnación, especialmente en cuanto 
al tribunal y la extensión de la responsabilidad. Se advirtió que la 
posición fiscal ignoraba la jurisprudencia aplicable de los Tribunales 
Supremos Nacionales y Provinciales, que establece la preeminencia 
de la legislación federal sobre los preceptos locales en esta materia. 
En cuanto al plazo de prescripción, se señaló que operaba el 31 de 
noviembre de 2002, por lo que se debía rechazar la acción fiscal en 
relación con esos períodos. 

En su argumentación, se señaló que la actividad de “Tellinver SA” 
encuadraba en la exención establecida en el artículo 166, inciso d) del 
Código Fiscal, T.O. 1999, que establece la exención del impuesto en 
relación con el proceso de creación de publicaciones, incluyendo la 
locación de espacios publicitarios. Se advirtió que la pretensión fiscal 
carecía de sustento legal, ya que intentaba aplicar analógicamente 
una alícuota fijada para una actividad diferente, como la llevada a 
cabo por empresas dedicadas a servicios publicitarios.

El planteo subsidiario fue aceptado, ya que no se podía gravar con 
una alícuota del 6% los ingresos de Tellinver SA provenientes de la 
edición y distribución de guías telefónicas. En cuanto a la mora y 
los intereses resarcitorios, se destacó que el elemento subjetivo de 
la mora adquiría especial relevancia para la aplicación de intereses, 
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y se planteó la inconstitucionalidad de los intereses resarcitorios 
cobrados por el fisco, especialmente los “intereses de los intereses”. Se 
consideró que el cobro de estos intereses no demostraba buena fe por 
parte del Estado Provincial, ya que no procuraba un resarcimiento 
adecuado.

Además, se argumentó que la exención debía interpretarse de 
manera restrictiva, ya que la actividad realizada por Tellinver SA no 
encuadraba en la exención prevista para la creación de “libros”, ya 
que las guías telefónicas no contenían contenido científico ni eran 
publicaciones literarias, sino que se limitaban a describir los datos de 
los usuarios del servicio.

En cuanto a la prescripción, se determinó que el plazo para la 
prescripción debía computarse desde el 1 de enero de 1998, y por lo 
tanto los períodos fiscales en cuestión quedarían prescriptos antes de 
la resolución que determinó la deuda. La jurisprudencia relevante en 
este caso incluía fallos como FILCROSA SA (Sentencia, 2003), “Casa 
Casmmo SRL”, y “Fisco de la Provincia c/ Villate” (1/9/2011).

Este fallo también hace referencia a la interpretación de las 
exenciones fiscales, subrayando que las exenciones deben ser 
interpretadas de forma restrictiva y no deben extenderse a actividades 
que no encuadren en el marco de la ley. Además, se destacó que las 
deudas fiscales son de interés comunitario, ya que afectan la renta 
pública, y las tasas de interés aplicadas deben probarse razonables y 
no confiscatorias.

PRESCRIPCIÓN TRIBUTARIA
Criterio de la Provincia de Buenos Aires con relación a la posibilidad 

de instar el cobro de obligaciones tributarias prescriptas en materia 
de tributos empadronados. Sobre la base de la normativa provincial, 
se eliminarán de oficio los registros, si existe alguna ley que autorice 
dicho criterio., si es necesario un compromiso del sujeto pasivo o 
una orden judicial, si hay alguna norma que disponga que no se debe 
exigir el pago de tributos prescriptos, etc. 

En cuanto a la prescripción, rige el Código Civil y Comercial de la 
Nación para las 23 provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires 
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(CABA). En relación con los impuestos nacionales, la Ley 11 683 
(1932) regula impuestos como el de ganancias, la ganancia mínima 
presunta, el IVA, entre otros. El artículo 1 de dicha ley establece la 
doctrina de la realidad económica, indicando que “se atenderá al fin 
de la misma y su significación económica”. Esto implica que deben 
aplicarse primero los textos tributarios propios de esta materia, 
así como la legislación especial correspondiente, como lo señala el 
artículo 2 de la Ley 10 397 (1999) y sus modificaciones, que establecen 
el carácter supletorio del Código Civil y Comercial en estos casos, en 
concordancia con el artículo 2532 del mismo código, que establece 
que, en ausencia de normas específicas, se debe recurrir al Código 
Civil de Vélez Sarsfield.

El juez no puede declarar de oficio la prescripción, según lo 
establece el artículo 2552. En ese contexto, la prescripción debe 
oponerse en el momento de contestar la demanda de deuda en los 
procesos de conocimiento y al presentar excepciones en los procesos 
de ejecución. Si existiera una tercería de mejor derecho, debe 
plantearse en la primera presentación.

En principio, sería posible reclamar obligaciones prescriptas, 
aunque existe la posibilidad de que se imponga una condena en 
costas. Respecto a la prescripción liberatoria, para obtenerla se 
puede articular una acción declarativa de prescripción, ya que, si no 
se declara, se afecta la certeza jurídica.

El artículo 2551 del Código Civil y Comercial plantea la prescripción 
como una acción frente a la negativa de los órganos recaudadores de 
modificar sus registros de deudores. La Dirección General no exigiría 
el pago de impuestos prescriptos, a menos que el responsable haya 
renunciado, de forma expresa o tácita, a la prescripción ganada.

Cabe destacar que la prescripción extingue la acción para reclamar 
el pago, pero no el derecho. Es decir, lo que se paga de manera 
espontánea, una vez abonado, no puede ser repetido. El Código 
Civil de Vélez Sarsfield, en su artículo 516, trataba las obligaciones 
naturales (art. 728); sin embargo, si el pago se realizó mediante 
engaño, fraude o violencia, no se considera espontáneo, y en este 
caso sí podría repetirse, debiendo el demandante probar el vicio en el 
pago (Bacigalupo, 1999).
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FILCROSA: La Corte Suprema de Justicia de la Nación se pronunció 
indicando que las legislaciones locales no pueden apartarse de las 
normas nacionales. No obstante, el Código Civil y Comercial debe 
aplicarse supletoriamente para regular la prescripción del tributo. 
En el año 2004, existieron diversas opiniones debido a la frecuente 
rotación de miembros en la Corte. Sin embargo, hasta el año 2009, la 
Corte ratificó la doctrina de los autos FILCROSA en los autos “Casa 
CASMMA SRL”. De este modo, se estableció que las normativas 
deben ajustarse al Código Civil y Comercial, en lo que respecta a los 
plazos y en cuanto al inicio, la forma de cómputo, las causales de 
suspensión, interrupción, entre otros aspectos.

Las obligaciones tributarias locales, en cuanto a los plazos, el 
momento de inicio y la causa de prescripción, en virtud del artículo 
75, inciso 12 de la Constitución Nacional, se rigen por el Congreso 
de la Nación. Dado que no existe una norma nacional específica que 
lo regule, la solución debe buscarse en el Código Civil y Comercial, 
ya que la prescripción no constituye un instituto del derecho público 
local.

Son válidas las normas locales que establecen una prescripción 
decenal. El Código Fiscal de la Provincia de Buenos Aires establece 
una prescripción quinquenal, y el artículo 4027, inciso 3 del Código 
Civil señala que “se prescribe por 5 años la obligación de pagar 
atrasos”. Asimismo, el Código Fiscal de la Provincia de Buenos Aires, 
Ley 10.397/86, en su artículo 2, también establece la aplicación 
supletoria del Código Civil y Comercial.

¿Cuáles son las facultades de los respectivos municipios en materia 
de prescripción tributaria?. Existen normas provinciales que limiten 
dicha atribución (v.gr. LOM) o cite alguna ordenanza municipal que 
regule la prescripción tributaria.

Existen varias cuestiones que deberán resolverse a medida que 
se construya una doctrina a partir de los fallos judiciales, ya que 
algunos de estos fallos se apartan de la doctrina establecida en 
FILCROSA. Un ejemplo de ello es el caso “FORMAGUERA SEMPE”, 
en el que la CABA reclamó períodos fiscales prescriptos. Además, 
muchos municipios, como el de La Matanza, establecen plazos de 
prescripción de 10 años. 

Con la actual autonomía de los municipios, muchos consideraron que 
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tienen la facultad de dictar normativas propias en relación con el instituto 
de la prescripción, y así lo han hecho, probablemente con el objetivo 
de proteger los ingresos fiscales y prevenir la elusión impositiva. No 
obstante, la contradicción entre las diferentes normativas y los fallos 
contradictorios resulta perjudicial para el principio de certeza, que debe 
prevalecer en los actos jurídicos.



CAPÍTULO SEXTO

EL DEBER DE COLABORACIÓN

DEBER DE COLABORACIÓN
Se han producido importantes transformaciones en el ámbito 

tributario, y actualmente, el proceso de recaudación y percepción 
de impuestos involucra a un número creciente de particulares. Esto 
se debe a que el Estado ha contemplado la posibilidad de que un 
tercero asuma, de forma solidaria, las obligaciones tributarias del 
contribuyente. En particular, el régimen de “retención en la fuente”, 
que inicialmente se aplicaba a los impuestos sobre la renta, se ha 
extendido de tal manera que, en Argentina, casi todos los impuestos 
cuentan con un sistema de retención o percepción.

Las ventajas de este régimen para el fisco son claras: los costos de 
recaudación se transfieren a los particulares, y la intervención de 
un tercero, que asume la responsabilidad solidaria del ingreso del 
tributo, se dedica a evitar cualquier maniobra que pueda reducir las 
bases imponibles y que podría llevar a los contribuyentes a eludir o 
evadir el impuesto. Como resultado, el Estado obtiene un beneficio 
financiero al recaudar el tributo antes del vencimiento general 
establecido para los impuestos correspondientes.

Desde la perspectiva de los particulares que actúan como agentes 
de retención o percepción, las ventajas obtenidas por el Estado se 
traducen en desventajas o inconvenientes. Los costos derivados de la 
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realización de estas tareas corren por cuenta exclusiva de los agentes, 
sin una compensación adecuada en el régimen de retribución 
establecido por la normativa nacional desde 1991 (Decreto 1517, 
1998). Además de la tarea administrativa necesaria para recaudar e 
ingresar los impuestos retenidos, estos agentes deben familiarizarse 
con la legislación tributaria vigente, lo que implica una inversión en 
capacitación (costos de cursos y tiempo).

El inciso e) del artículo 6 de la Ley 11 683 (1932) establece que 
los agentes de retención y percepción de impuestos están obligados 
a pagar al fisco los recursos que administran. A su vez, el artículo 
8 de la misma ley señala que los agentes de retención y percepción 
son responsables con sus bienes propios y de manera solidaria con 
los deudores del tributo, y con otros responsables si los hubiere, 
sin perjuicio de las sanciones correspondientes por infracciones 
cometidas. Además, en el inciso c), se establece que la responsabilidad 
para los agentes de retención se extiende a los tributos que no hayan 
retenido o, si lo hicieron, no hayan pagado a la AFIP dentro de los 
plazos legales, salvo que acrediten que los contribuyentes han pagado 
el tributo. En cuanto a los agentes de percepción, su responsabilidad 
abarca el tributo que no hayan percibido o, si lo hicieron, no hayan 
ingresado a la AFIP dentro del plazo y forma establecidos por la 
legislación correspondiente.

Este escenario configura una responsabilidad solidaria por deuda 
ajena, que no surge del hecho imponible en sí, sino que tiene su origen 
en la norma legal mencionada, complementada por disposiciones 
especiales que regulan los distintos regímenes de retención y 
percepción en la fuente.

DEBER DE INFORMACIÓN
Un objetivo de la Administración Tributaria es investigar y 

conocer los hechos que originan las obligaciones tributarias de 
los contribuyentes. Esta labor investigadora se complementa con 
la obligación de colaboración por parte de los sujetos obligados a 
tributar, quienes deben presentar de forma precisa, completa y clara 
las circunstancias que puedan determinar la imposición tributaria. 



Conceptos elementales y generales de Derecho Tributario / 97

En otras palabras, mientras la Administración se compromete a 
determinar si los contribuyentes han realizado el hecho imponible 
y lo han declarado, los contribuyentes tienen el deber de informar 
al organismo fiscal sobre la realización de los hechos que originan la 
obligación tributaria.

Este concepto puede analizarse desde la perspectiva del deber del 
contribuyente, y también desde la perspectiva de terceros ajenos 
a la relación tributaria. En ambos casos, esta obligación implica 
cargas públicas, como la de brindar información a la Administración 
Tributaria, lo que puede afectar derechos individuales, especialmente 
el derecho a la intimidad.

Es por ello necesario examinar cómo el deber de colaboración 
se enfrenta a los derechos individuales, particularmente aquellos 
que protegen a terceros no involucrados en la relación fiscal. 
Dado que ambos derechos fundamentales están en juego, se hace 
imprescindible establecer sus límites. En particular, en el ámbito de 
los deberes de información, se observa un aumento en la carga de 
colaboración por parte de los contribuyentes, privilegiando el interés 
fiscal, representado por el deber de contribuir, en detrimento de los 
derechos y libertades individuales. Sin embargo, aún no se ha logrado 
un equilibrio adecuado entre el interés social y el interés individual.

En este contexto, la imposición de deberes de información no ha 
sido acompañada de una legislación que delimite adecuadamente el 
alcance de la intromisión del Fisco en los derechos constitucionales 
de los contribuyentes. El incremento de los deberes impuestos 
por decretos, resoluciones generales o incluso requerimientos 
sectoriales ha ignorado el principio de reserva de ley, sin un marco 
normativo que proteja adecuadamente los derechos y garantías de 
los administrados.

La falta de regulación concreta sobre el proceso que debe seguir 
la Administración en su relación con los particulares ha otorgado a 
la Administración Tributaria un marco de discrecionalidad que, en 
ocasiones, resulta arbitrario. No obstante, esta omisión normativa 
no implica que la Administración tenga un poder discrecional 
absoluto. Su ejercicio debe estar siempre guiado por el principio de 
proporcionalidad, que justifica la solicitud de información solo en la 
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medida que sea relevante para el interés tributario y dentro de límites 
razonables que respeten la esfera de libertad de los afectados.

La administración debe someterse al derecho en su totalidad, 
incluyendo el principio de proporcionalidad, que limita las 
potestades de la Administración para que sus actos no vayan más 
allá de lo necesario para satisfacer el interés público (González-
Cuellar, 2017). La legislación tributaria tradicionalmente regula el 
procedimiento de gestión, como el realizado en las inspecciones 
de campo, estableciendo límites claros entre los derechos de los 
contribuyentes y las facultades de la Administración. Sin embargo, el 
nuevo procedimiento de gestión tributaria, basado en la “inteligencia 
fiscal”, no ha sido acompañado de una evolución legislativa que 
contemple las garantías de los administrados frente a estas nuevas 
formas de control.

La legislación actual no ofrece una respuesta adecuada en términos 
de garantías personales ante las nuevas relaciones entre el Estado y 
los particulares en cuanto a la obligación de informar. Las normas 
de procedimiento tributario han sido pensadas para regular la 
obligación dineraria derivada de la relación tributaria sustancial, sin 
tener en cuenta estos nuevos deberes de colaboración, como el de 
proporcionar información en el contexto del moderno procedimiento 
de gestión tributaria.

Es necesario realizar un análisis a la luz de la Constitución, sobre la 
penetración de los deberes de información impuestos coercitivamente 
en los derechos de los ciudadanos, con el fin de definir el ámbito de 
protección de la posición jurídica de los administrados en su relación 
con la Administración Tributaria. Este análisis no debe limitarse a 
un enfoque procedimental, sino que debe abordar la cuestión desde 
una perspectiva material, buscando el equilibrio entre el deber de 
contribuir y el respeto a los derechos de los administrados.
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DETERMINACIÓN DE DEUDA. INFRACCIONES Y SANCIONES
Es fundamental analizar cómo la administración tributaria percibe 

las infracciones y sanciones para poder examinar su naturaleza 
jurídica, lo que constituye un tema altamente debatido, y resulta 
necesario ahondar en este análisis para poder determinar las 
sanciones correspondientes y su adecuación al marco constitucional. 
En este trabajo, me limitaré a abordar la naturaleza jurídica de las 
sanciones desde la perspectiva de las administraciones tributarias, 
de manera breve y específica, ya que el tema es extenso. Mi objetivo 
es despertar el espíritu crítico del lector, lo cual me obliga a restringir 
las áreas de investigación.

Es importante recordar que, desde sus inicios, los Estados han 
buscado obtener recursos adicionales mediante sanciones y multas 
impuestas a los ciudadanos, ya sea por el incumplimiento de 
obligaciones formales, como la falta de presentación de declaraciones 
juradas a tiempo, o por infracciones cometidas conforme a los 
Códigos Fiscales de las distintas administraciones tributarias. Cabe 
destacar que cada provincia y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires 
(CABA) cuentan con su propio Código Fiscal, dado que existen tres 
niveles de gobierno. Esto permite inferir que los Estados han añadido 
recursos a través de las multas impuestas tanto a los contribuyentes 
como a los responsables que hayan cometido infracciones a las 
normas tributarias vigentes (Righi, 2000).

Las normas tributarias son aquellas que regulan las relaciones entre 
el Fisco y los contribuyentes en lo que respecta a impuestos, tasas y 
contribuciones. Estas normas establecen una relación jurídica entre 
el Estado, que exige el tributo, y el contribuyente, que debe pagarlo. 
Esta relación, conforme a las doctrinas modernas, debe ser equitativa 
e incorporar el estatuto del contribuyente y los derechos humanos 
dentro del sistema tributario. Sin embargo, no siempre ha sido una 
relación de igualdad, como puede observarse al estudiar la historia de 
la tributación, tanto en nuestro país como en otros estados (Álvarez, 
2021).

El derecho tributario se divide en diversas ramas de estudio, dado 
que es una disciplina vasta que surgió como una rama independiente 
del derecho administrativo a mediados del siglo pasado, al igual que 
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el derecho previsional. Las principales ramas del derecho tributario 
son las siguientes:

• Derecho tributario sustantivo: Conjunto de normas que regulan 
la relación entre el Fisco y el contribuyente, como se analiza en 
obras como “El hecho imponible” de Dino Jarach (1969).
• Derecho constitucional tributario: Principios que surgen de la 
Constitución Nacional, Provincial y de las normas municipales, 
regulando la tributación en los tres niveles de gobierno.
• Derecho penal tributario: Normas que definen las infracciones 
tributarias derivadas del ordenamiento jurídico vigente.
• Derecho internacional tributario: Trata sobre los tratados y 
convenciones internacionales suscritos por Argentina, tanto a nivel 
global como regional, y las medidas adoptadas para la cooperación 
tributaria (Cetrangolo & Gómez-Sabaini, 2007).
En tiempos recientes, se ha atribuido una cuarta rama al derecho 

tributario, referida a las obligaciones derivadas de los compromisos 
internacionales adquiridos por los Estados, como la prevención de 
la doble imposición y el intercambio de información para combatir 
la evasión y elusión fiscal, vinculados también al delito de lavado de 
activos.

Podemos afirmar que la obligación tributaria implica tanto el 
pago de sumas de dinero como otras responsabilidades, como la 
presentación de declaraciones juradas o la obligación de someterse 
a inspecciones realizadas por el organismo recaudador para verificar 
la exactitud de las declaraciones. De esta manera, existe una relación 
entre el Fisco y el contribuyente, en la que el primero, en virtud de la 
ley, exige una determinada cantidad de dinero o el cumplimiento de 
una obligación específica, lo que constituye el hecho imponible. Este 
hecho tiene un impacto económico o financiero y, por tanto, es un 
acto jurídico que produce efectos legales conforme a la ley.

La relación entre el Estado y el contribuyente se basa en la igualdad, 
aunque no siempre ha sido así. En algunos casos, la obligación 
tributaria no se limita al pago de dinero, sino que puede implicar la 
presentación de declaraciones juradas que cubran un período fiscal 
determinado. La presentación de estas declaraciones reemplaza, en 
principio, la necesidad de una inspección por parte del Fisco, aunque 
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siempre pueden ser verificadas. Si el Fisco realiza una inspección y 
determina la deuda tributaria, puede exigir el pago de las diferencias 
detectadas (Palacio, 2004).

En caso de que se realice una inspección y el Fisco determine 
las obligaciones del contribuyente, este se encuentra facultado 
para intimarlo a abonar las diferencias a su favor que se hayan 
determinado durante la inspección. Es decir, la obligación tributaria 
puede determinarse de diversas maneras: a) la autoliquidación 
realizada por el contribuyente a través de su declaración jurada; 
b) la determinación efectuada por el Fisco debido a la falta de 
presentación de la declaración jurada y el pago correspondiente; y c) 
la determinación surgida de la presentación de la declaración jurada 
por parte del contribuyente, la cual es luego verificada, funcionando 
como una declaración colaborativa entre el contribuyente y el Fisco 
(Cassagne, 2011).

El proceso de inspección puede realizarse sobre una base cierta o 
presunta. La ley 11.683 contempla un capítulo relacionado con las 
sanciones, que integra el campo del derecho penal tributario. Se 
cometen infracciones cuando se vulneran las prescripciones legales 
o cuando se pone en riesgo el bien jurídico protegido, como por 
ejemplo la renta pública. En este contexto, se distinguen infracciones 
formales y materiales, dependiendo de la naturaleza de la infracción. 
El delito de peligro, al que nos referimos en este trabajo, es la evasión 
fiscal, la cual no se limita a la simple omisión de pago de un tributo 
al vencimiento, sino que involucra el daño causado a la recaudación 
por la evasión tributaria. En este trabajo abordaremos las sanciones 
previstas en la legislación, como las multas y la clausura.

El incumplimiento de las obligaciones tributarias, tanto en su 
aspecto formal como material, suele ocurrir de manera conjunta, 
como en el caso de la falta de presentación de la declaración 
jurada, lo cual oculta hechos imponibles. Las multas imponen 
sanciones de carácter penal, por lo que deben aplicarse las normas 
correspondientes en este ámbito. Desde el Fisco, se debe fomentar la 
“fiscalidad voluntaria”, promoviendo que los contribuyentes paguen 
sus deudas de forma voluntaria y cumplan con las obligaciones 
tributarias establecidas por la normativa.
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Existen contribuyentes que no cumplen voluntariamente con sus 
obligaciones tributarias, por lo que la ley contempla la posibilidad 
de aplicar sanciones ante el incumplimiento. Las normas jurídicas 
establecen los procedimientos a seguir en caso de incumplimiento, 
previendo, por ejemplo, la aplicación de una multa automática 
cuando el contribuyente no presente su declaración jurada en tiempo 
y forma. Esta responsabilidad es de carácter objetiva, es decir, no se 
requiere ponderar la culpa o dolo, y la sanción se aplica simplemente 
al vencimiento del plazo establecido, sin necesidad de que la 
administración intime al contribuyente previamente. En estos casos, 
cuando el contribuyente no cumple con la obligación de presentar 
sus declaraciones, el Fisco puede ejercer su potestad de fiscalizar y 
determinar la deuda tributaria (De Llano et al., 2011).

Este proceso se conoce como “determinación de oficio”, y se lleva 
a cabo cuando el Fisco impugna las declaraciones presentadas 
anteriormente, para lo cual debe contar con una orden de fiscalización 
que indique claramente los períodos fiscales que serán objeto de la 
revisión. A partir de las actividades realizadas por los inspectores, el 
Fisco puede determinar el monto de la deuda existente, considerando 
los pagos previos como pagos parciales, y otorgando al contribuyente 
la posibilidad de ver las diferencias (Martín & Rodríguez, 1987).

Sin embargo, antes de llegar a este punto, al realizar una inspección 
o fiscalización, existen dos posibilidades para determinar la deuda 
tributaria:

• Determinación sobre base cierta: Cuando el contribuyente 
colabora con el fiscalizador, y por lo tanto se tiene un conocimiento 
claro de la base imponible.

• Determinación sobre base presunta: Cuando no se dispone de 
un conocimiento claro de la base imponible y el inspector debe 
recurrir a presunciones legales establecidas por la ley 11.683 para 
determinarla. En ausencia de evidencia jurídica suficiente que 
respalde las declaraciones presentadas, se aplica la determinación 
sobre base presunta (Ley 25 964, 2004).

La determinación de la deuda también puede proceder en casos en 
los que exista responsabilidad solidaria. En estos casos, la ley prevé 
que el responsable tiene el derecho a ejercer su defensa. Este derecho 
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es constitucional, lo que permite a los contribuyentes, responsables y 
solidarios presentar las pruebas dentro de los plazos establecidos por 
las leyes de cada administración tributaria. La responsabilidad en 
estos casos no es objetiva, sino subjetiva, ya que no se sanciona a una 
persona solo por ser directora de una empresa, sino que se requiere 
que haya actuado, al menos con culpa, para que se le pueda atribuir la 
responsabilidad por los incumplimientos tributarios de la empresa.

Las normas contemplan otros supuestos, como los síndicos en el 
marco de concursos y quiebras, los agentes de retención, los sucesores 
de empresas, y terceros cómplices del delito de evasión fiscal, como 
aquellos que hayan recibido facturación apócrifa sin verificar su 
autenticidad. También se prevé el caso en el que los contribuyentes 
no estén conformes con la liquidación realizada por el Fisco, en 
cuyo caso se debe determinar nuevamente la deuda mediante el 
procedimiento de determinación de oficio (Zunino, 2003).

La determinación de oficio está contemplada en la ley 24.769, que 
requería su aplicación antes de la radicación de una denuncia penal 
contra el administrado. Es decir, establecía como requisito previo la 
prejudicialidad del expediente administrativo. Estas normas definen 
pautas específicas mediante las cuales, para que una conducta sea 
considerada delito, debe superar ciertos límites cuantitativos de 
defraudación fiscal, los cuales están establecidos en la propia norma. 
Por esta razón, se habla de condiciones específicas de punibilidad: 
para que se considere un delito, debe cumplirse tanto con la conducta 
típica descrita en la norma como con la defraudación de un monto 
determinado. En este sentido, es necesario cumplir con ambos 
requisitos, ya que uno solo no es suficiente. En los casos en los que 
el procedimiento se inicia a partir de una denuncia de un tercero, el 
expediente debe enviarse previamente al órgano recaudador para que 
realice una determinación de oficio en caso de que exista un interés 
fiscal comprometido (Ley 24 769, 1996; Ley 27 430, 2017).

Es importante considerar que las administraciones tributarias 
valoran el monto de la deuda involucrada, el cual debe ser de interés 
fiscal, para evitar que el proceso de determinación resulte en un 
gasto administrativo innecesario. Por ello, las administraciones 
suelen excluir del proceso a los contribuyentes simplificados o 
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monotributistas, ya que sus activos dinerarios son limitados y el 
proceso podría generar un gasto considerable para el Fisco. En estos 
casos, se aplica el proceso establecido en el artículo 16 de la ley 11 
683 (1932).

La aplicación de sanciones busca que los contribuyentes, 
responsables y terceros cumplan voluntariamente con sus 
obligaciones tributarias. Se pretende que los mismos evalúen las 
ventajas de, por ejemplo, auto determinar sus tributos a través de 
una declaración jurada y realizarlos de manera voluntaria.

Desde tiempos antiguos, los Estados deben cumplir con una serie 
de prestaciones que no pueden ser privatizadas, y para ello requieren 
recursos. Este concepto fue abordado por ideólogos de la Revolución 
Francesa, Thomas Jefferson en sus discursos en los Estados Unidos 
y Juan Bautista Alberdi en su libro Las Bases, donde se refiere a los 
costos del Estado. De igual manera, la Convención Interamericana 
de Derechos Humanos, en su artículo 36, subraya la obligación de las 
personas de contribuir al sostenimiento del Estado (Alberdi, 2017).

En nuestro país, uno de los principales problemas de la evasión 
fiscal es la economía informal, que representa un gran porcentaje de la 
misma. Esto genera graves dificultades financieras, ya que a menudo 
carecemos de los recursos necesarios para financiar los costos de 
sostenimiento del Estado. Horacio Corti, en su libro *Financiar la 
Constitución*, señala esta problemática, destacando la preocupación 
por cómo la falta de recursos afecta los derechos humanos.

Los gobiernos deben solventar estos gastos, que a su vez redundan 
en un mejor nivel de vida para la población, pero la redistribución 
de la riqueza por parte del Estado se ve obstaculizada por los altos 
niveles de incumplimiento tributario. Este es un problema grave, 
ya que la recaudación de tributos es esencial para poder gestionar 
diversas políticas públicas en áreas como lo social, la educación, la 
seguridad y los servicios ambientales (Corti, 2021).

La evasión fiscal presenta características distintas según las regiones, 
en el marco de las economías globales, y debe tenerse en cuenta 
las problemáticas específicas de cada país, donde además influyen 
factores políticos. En Argentina, a pesar de las diversas políticas 
fiscales, como campañas de concientización sobre la importancia 
del pago de tributos y el endurecimiento de las penalidades para 
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los incumplidores, el incumplimiento sigue siendo un problema 
significativo que afecta las finanzas, la economía y lo social. Esto se 
debe a diversas razones, y es evidente que la economía informal está 
ganando terreno. Además, el incumplimiento tributario, más allá de 
las normas fiscales, está relacionado con la ética del contribuyente y 
su percepción del “no pago de tributos” como una conducta aceptable, 
lo que también refleja la falta de confianza en las instituciones y en 
las administraciones tributarias.

Existe una relación estrecha entre ética y cumplimiento tributario, 
y es esencial analizar cómo los valores de la sociedad influyen en 
el comportamiento fiscal. Entender la estructura de las sociedades 
con altos niveles de cumplimiento tributario frente a aquellas con 
mayores tasas de evasión es necesario para abordar este problema. El 
objetivo de este trabajo es identificar las causas de la evasión fiscal y 
buscar soluciones basadas en la comprensión de los valores y la visión 
que tienen los contribuyentes sobre la responsabilidad fiscal. Cuando 
se presenta una situación de incumplimiento de las obligaciones 
fiscales, el estado tiende a incrementar la cantidad de fiscalizaciones. 
Esta estrategia busca generar recursos que no se obtendrían de 
manera voluntaria debido a la evasión de tributos, y al mismo tiempo, 
desalentar este tipo de comportamiento entre los contribuyentes 
en general. Para ello, existen registros de contribuyentes morosos, 
transacciones bancarias, y una selección de los contribuyentes que 
serán fiscalizados (Ley 10 397, 1999).

En los últimos años, se implementó un régimen simplificado para 
pequeños contribuyentes, como el monotributo, que obliga a todas 
las personas a contar con una clave de identificación tributaria, la 
cual deben utilizar para la adquisición de bienes registrables y para 
las operaciones bancarias cuantificadas. Además, existe la obligación 
de abonar mediante cheque operaciones superiores a diez mil pesos 
($10,000), y se han modificado las normas relativas al domicilio fiscal, 
con el fin de evitar maniobras elusivas que impidan la localización 
del contribuyente cuando se le intime. También se han establecido 
normas sobre la facturación para evitar el uso de facturas apócrifas 
y mecanismos para prevenir la subfacturación en operaciones 
de importación, llevando a cabo inspecciones conjuntas entre la 
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Dirección General Impositiva y la Dirección General de Aduanas 
(Iriarte & Protto, 2020).

Hoy en día, debido al cruce de información disponible, el inspector 
tiene acceso a una gran cantidad de datos sobre el contribuyente, ya 
sea proporcionados por el organismo fiscal o por algún agente de 
información. El hecho de que el contribuyente sepa que el inspector 
cuenta con esta información hace que el proceso sea más transparente 
y facilita el cumplimiento voluntario de las obligaciones fiscales, ya 
que el contribuyente se ve incentivado a colaborar con la inspección.

El objetivo de la administración tributaria es lograr que el 
contribuyente cumpla de manera voluntaria con las obligaciones 
fiscales, de modo que se incrementen los recursos del Estado y se 
logre una adecuada redistribución de la riqueza (Sloterdijk, 2014). 
Al estar informado sobre el cruce de datos, el contribuyente sabe 
que enfrenta un gran riesgo de ser detectado por la administración 
tributaria, que posee una cantidad considerable de información 
sobre su situación. Esto lo lleva a comprender que, si la deuda es 
determinada por el Fisco, además de tener que abonar el monto 
adeudado, deberá pagar una cuantiosa suma en concepto de multas 
y sanciones por el incumplimiento. Asimismo, es consciente de 
que podría enfrentar sanciones penales si la evasión supera ciertos 
parámetros establecidos por la ley 27 430 (2017).

Las sanciones aplicadas deben ser severas, con el fin de disuadir 
al contribuyente de su comportamiento y motivarlo a abonar el 
tributo de manera voluntaria. Sin embargo, estas sanciones deben ser 
razonables, ya que, si son excesivamente severas, podrían no aplicarse 
adecuadamente y, en última instancia, llevar a una situación de 
derogación tácita. La derogación tácita de una norma ocurre cuando, 
en la práctica, esta deja de aplicarse debido a su severidad o a que 
ya no refleja las costumbres de la época. Dado que la mayoría de las 
corrientes jurídicas no apoyan la derogación tácita de las normas, su 
permanencia junto a otras regulaciones que rigen el mismo ámbito 
solo genera incertidumbre jurídica.

No obstante, más allá de la mora en el cumplimiento de las 
obligaciones tributarias, que es un fenómeno complejo compuesto 
por el retraso o atraso del obligado y por la culpa del contribuyente. A 
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continuación, se explican los sistemas de infracciones y sanciones que 
surgen como consecuencia del incumplimiento de las obligaciones 
fiscales.

INFRACCIONES Y SANCIONES TRIBUTARIAS
En Argentina, el contribuyente tiene la responsabilidad de 

determinar sus obligaciones tributarias a través de sus declaraciones 
juradas, mientras que la administración tributaria debe estar atenta 
para detectar y sancionar cualquier incumplimiento que pueda 
identificar. Existen disposiciones legales que establecen que el 
declarante es responsable de la veracidad y exactitud de los datos 
que presenta. El Fisco tiene la facultad de verificar si la información 
proporcionada por el contribuyente de forma voluntaria es correcta. 
Es decir, la información contenida en las declaraciones juradas 
está sujeta a verificación por parte de la administración tributaria, 
conforme lo establece el artículo 13 de la Ley 11 683 (1932).

En este sentido, se puede afirmar que la determinación de la 
obligación tributaria se basa en un sistema auto determinativo, lo que 
implica que la fiscalidad es, en principio, voluntaria, y la relación entre 
el Fisco y el contribuyente se entiende como una colaboración. Como 
consecuencia de la relación jurídico-tributaria entre ambas partes, los 
contribuyentes asumen obligaciones, cuyo incumplimiento conlleva 
las sanciones previstas en la Ley de Procedimiento Tributario.

Sistemas similares han sido adoptados por las administraciones 
tributarias provinciales, que han promulgado sus respectivos Códigos 
Fiscales y legislación, con el objetivo de armonizar sus normativas 
con las disposiciones nacionales (Cozzo, 2022).

NATURALEZA JURÍDICA
En este apartado se abordan las diversas teorías relacionadas con 

las infracciones y sanciones tributarias. A lo largo de la historia de 
la tributación, los enfoques doctrinarios han variado, influenciados 
por las creencias filosóficas y jurídicas prevalentes en diferentes 
períodos. Antes de analizar las distintas corrientes doctrinales, es 
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necesario examinar este tema a través de las normativas vigentes 
en cada época. Estas teorías comenzaron a tomar forma en el siglo 
XIX, cuando las operaciones financieras adquirieron relevancia. En 
este contexto, los Estados empezaron a implementar actividades 
financieras y se consolidaron las posturas positivistas que enfatizaban 
el cumplimiento de la ley positiva. Tales cambios quedaron reflejados 
en las diversas normas jurídicas emitidas por el Estado, que se 
discutirán en el siguiente apartado.

Alberdi (2019) sostenía que “el dinero es el nervio del progreso y del 
engrandecimiento, es el alma de la paz y el orden, como es el agente 
soberano de la guerra; crear un gobierno y no darle rentas, es crear 
un nombre y un no poder”. Los tributos son fundamentales para el 
desarrollo de los países, ya que mediante su recaudación se busca 
alcanzar el bien común de los ciudadanos. Los tributos son recursos 
esenciales, y el Estado no podría subsistir sin ellos (Constitución de 
la Nación Argentina, 1853, art. 4). La mala administración de estos 
recursos públicos fue una de las principales razones para imponer 
sanciones a quienes incumplían con sus obligaciones tributarias.

EVOLUCIÓN DE LAS LEYES VIGENTES Y SUS CAMBIOS (DESDE LA LEY 
23771 HASTA LA 27430). RÉGIMEN PENAL TRIBUTARIO

El régimen penal tributario surgió por medio de la sanción de la 
Ley 24 769 (1996) que reemplazó la Ley 23 771 (1990), estos delitos se 
refieren a la criminalidad económica con el fin de proteger la hacienda 
pública. La Ley 23 771 (1990) era una ley complementaria del Código 
Penal. La Ley 24 769 (1996) fue modificada por tres leyes posteriores: 
Ley 25 874 (2003), Ley 26 735 (2011) y Ley 27 430 (2017). Esta última 
es la que se encuentra vigente en este momento. El artículo 280 fue 
el que derogó a la ley 24769 donde estableció penas privativas de 
la libertad muy severas para los tipos delictivos que incluye la ley 
y además medidas de coerción personal de manera tal que hubo 
algunos doctrinarios que cuestionaron la constitucionalidad de esta 
norma (Ley 23 771, 1990; Ley 24 769, 1996; Ley 25 774, 2003; Ley 26 
735, 2011; Ley 27 430, 2017).
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RÉGIMEN PENAL TRIBUTARIO ACTUAL. LA LEY 27430 Y SU ANÁLISIS 
COMPARATIVO CON LA LEY 24769

La ley 24 769 (1996), fue sancionada en 1996 y promulgada 
en 1997, y a su vez sustituyo a la ley 23 771 (1990), determina los 
delitos tributarios y previsionales. Fue modificada posteriormente y 
publicada en el Boletín Oficial el 29 de diciembre de 2017, siendo 
el texto vigente aquel contenido en la ley 27 430 (2017). El objetivo 
de esta norma es la protección del orden económico, ya que se 
reprimen irregularidades en la fiscalización tributaria y en los aportes 
previsionales, protegiendo de esta manera la Hacienda Pública. 

Esta norma cuenta con cinco Títulos. El Título I recepta los 
llamados “delitos tributarios”, en lo que a este artículo interesa, el 
delito de evasión tributaria. Por su parte, el Título II contiene aquellos 
delitos relativos a los recursos de la seguridad social, y contiene el 
delito de evasión previsional, entre otros. El Título III se compone 
de los conocidos “delitos fiscales comunes”, a saber: obtención 
fraudulenta de beneficios fiscales, insolvencia fiscal fraudulenta, 
simulación dolosa de cancelación de obligaciones, y alteración 
dolosa de registros. Por último, los Títulos IV y V se componen de 
las disposiciones generales y de los procedimientos administrativo y 
penal. Entre los delitos fiscales que prevé nuestra legislación nacional 
encontramos el delito de insolvencia fiscal fraudulenta.

Sabemos que mediante este Título III se pueden diferenciar 4 
conductas como delitos fiscales comunes. A diferencia de los delitos 
tributarios –también contenidos en la Ley Penal Tributaria- los delitos 
fiscales comunes no requieren una calidad especial en el sujeto activo. 
Mientras que los anteriores exigían que el autor fuera el obligado, 
tributario o provisional, o el agente de retención o percepción, 
éstos no lo requieren. En el caso particular de la insolvencia fiscal 
fraudulenta, no resulta posible establecer algún tipo de característica 
especial de la autoría de un modo indirecto ya que se puede causar 
tanto la insolvencia propia como la de un tercero. 

Como consecuencia de esto, la ley no exige que el autor tenga 
algún tipo de particularidad especial o esté relacionado de algún 
modo específico con el fisco. Asimismo, es importante remarcar que 
aquellas conductas pueden producirse tanto en el ámbito tributario 
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como en el régimen de la seguridad social, y por ende, ellos pueden 
afectar tanto el bien jurídico “hacienda pública” como el de “seguridad 
social” y por ende la sostenibilidad del sistema previsional. O sea 
que se puede afirmar que la Ley Penal Tributaria tiene como bien 
jurídicamente protegido a la hacienda pública y se puede afirmar que 
se trata de las actividades financieras del estado dirigidas a obtener 
recursos y a atender el gasto público desde una visión dinámica de 
esta cuestión. 

Esto permite llevar adelante una diferencia entre los delitos 
tributarios y los fiscales y es que estos últimos no precisan tener 
el requisito cuantitativo para que se pueda evaluar el perjuicio 
efectuado que es las condiciones objetivas de punibilidad para ser 
delito porque si no alcanza ese monto son infracciones. Otra de las 
particularidades es que estos delitos, receptados en el Título III, 
las conductas allí reprimidas ya encontraban previstos en el código 
penal como por ejemplo la insolvencia fiscal fraudulenta que está en 
el artículo 179 del Código Penal. 

Estos delitos son de peligro y en ninguno de ellos se exige una 
afectación cuantificable por determinado monto. Sin embargo, 
estos delitos poseen (a excepción del artículo 11 de la actual ley 
penal tributaria) idéntica pena que los delitos de evasión tributaria y 
previsional simple, que son delitos de lesión y como consecuencia de 
ello, requieren de un daño efectivo al bien jurídico protegido. 

El artículo 9 de la Ley 27 430 (2017) establece que “Será reprimido 
con prisión de dos (2) a seis (6) años el que habiendo tomado 
conocimiento de la iniciación de un procedimiento administrativo 
o judicial tendiente a la determinación o cobro de obligaciones 
tributarias o de aportes y contribuciones de la seguridad social 
nacional, provincial o de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, o 
derivadas de la aplicación de sanciones pecuniarias, provocare o 
agravare la insolvencia, propia o ajena, frustrando en todo o en parte 
el cumplimiento de tales obligaciones. 

Esta figura busca penar a aquel que provoca o incrementa un 
estado de impotencia patrimonial que frustre el cumplimiento de las 
obligaciones cuya relevancia penal se encuentra condicionada a que 
se haya producido la iniciación de un procedimiento tendiente a la 
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determinación o cobro de aquéllas. Esto es ya que el patrimonio es 
la prenda común de los acreedores y de esta manera trata de llevar 
adelante un fraude tendiente a insolentarse adrede para no cumplir 
con sus obligaciones. De esta forma, se delimitan las conductas 
por las cuales se frustra el cobro de una obligación que está siendo 
exigida (o que podrá serlo, en los casos de determinación de deuda 
por parte de la AT o de la seguridad social) ya sea por vía del reclamo 
administrativo o judicial. 

La ley 24 769 (1996), sustitutiva de la anterior Ley 23 771 (1990), 
incorporó la posibilidad de que aquella conducta esté dirigida a 
frustrar el cobro de obligaciones tributarias y provisionales no sólo 
del fisco nacional sino también provincial o de la ciudad de Buenos 
Aires. Así es que “La redacción original de este tipo penal reconoce 
como antecedente inmediato el artículo 9 de la Ley 23 771 (1990), el 
que –a su vez- tiene como antecedente las obligaciones tributarias 
que surgen del artículo 48 de la Ley 11 683 (1932). Con la última 
modificación efectuada sobre la ley penal tributaria el texto vigente 
el de la Ley 27 430 (2017), publicada en el Boletín Oficial el 29 de 
diciembre de 2017, se ubicó en el artículo 9 (ex artículo 10) el delito 
de insolvencia fiscal fraudulenta. 

Se ha sostenido que existen muy pocos antecedentes 
jurisprudenciales de este delito, probablemente porque muchas 
veces este delito queda “opacado” si se quiere, en un complejo de 
maniobras tendientes a la defraudación lo que hace que se diluya. En 
lo que refiere al tipo objetivo, ya hemos dicho que se trata de un delito 
común, es decir que no requiere una calidad especial en el autor a 
diferencia de los delitos tributarios que exigen que el sujeto activo 
sea el obligado, tributario o previsional, o el agente de retención o 
percepción. 

En este sentido, corresponde señalar que la referencia a “el que” 
a la que hace uso el artículo 9 de la LPT es conclusiva al respecto, 
toda vez que el legislador ha utilizado dicha expresión para el caso 
de los delitos comunes tanto en el Código Penal como veremos 
más adelante, como en el resto de las leyes complementarias de ese 
cuerpo legal (De Llano & Restón, 2012). Este tipo penal requiere dos 
acciones típicas, la de “provocar” o la de “agravar” la insolvencia. Y 
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de esto surge como consecuencia provoque la insolvencia o que la 
agrave. La norma no establece cual es la conducta que debe realizar 
para provocar agravar la insolvencia. 

Pero este vacío legal lo soluciono la jurisprudencia al decir que la 
ocurrencia de actos de esta índole se refleja en el desapoderamiento de 
bienes, tanto de la empresa como del propio imputado, en situaciones 
como la venta de maquinaria, la transferencia de personal y la cesión 
de la titularidad a sus respectivos propietarios. Se busca entender 
esta figura es necesario establecer que se entiende por insolvencia. 
Esta se define como un estado patrimonial en que el sujeto no puede 
afrontar sus deudas. Este delito es de resultado ya que busca frustrar 
el cumplimiento de las obligaciones fiscales confirme surge del 
artículo 9.

Así es que el tipo penal exige que la frustración de aquellas 
obligaciones fiscales (sean tributarias, o de aportes y contribuciones 
de la seguridad social nacional, provincial o de la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires, o derivadas de la aplicación de sanciones pecuniarias) 
debe concretarse por medio de la provocación o agravamiento de 
la insolvencia. Es decir que, debe existir entre aquéllas una relación 
causal, siendo estas últimas las causas generadoras de aquel resultado. 
Entonces el delito de insolvencia fiscal fraudulenta queda consumado 
cuando se frustra el cumplimiento de las obligaciones. 

Respecto a este punto nos preguntamos cuándo se tiene el 
cumplimiento de la obligación frustrado. Y esto es cuando el fin 
de la misma no puede ser realizado debido al estado de insolvencia 
ya sea que este haya sido provocado o agravado por el agente. Para 
que el delito se perfeccione y que el agravamiento de su situación 
patrimonial o insolvencia sea punible requiere que sea realizada 
con la finalidad de no cumplir con las obligaciones a su cargo o sea 
que requiere que la persona sepa que se dio inicio a un proceso de 
verificación tendiente a determinar la deuda. 

Villegas (2009) sostuvo que si el procedimiento es judicial debe 
haber intimación al pago o estar dada la oportunidad de oposición 
de excepciones y si se inició procedimiento ordinario, deberá estar 
notificado de la demanda; mientras que si se trata de procedimiento 
administrativo debe haberse notificado la vista de actuaciones de 
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la determinación de oficio o debe haberse dado conocimiento de 
las actas previsionales que cuantifican la deuda pretendida por la 
administración. 

En el caso de las sanciones se requiere que se haya notificado la 
posibilidad de defensa mediante el descargo pertinente. Por otro 
lado, el tipo subjetivo requiere el dolo de llevar adelante las acciones 
tendientes a lograr la insolvencia del obligado y de frustrar el 
cumplimiento de las obligaciones a las que se hizo referencia por 
medio de aquellos procedimientos; es decir, imposibilitar el cobro de 
las obligaciones establecidas por la ley. 

Respecto del grado de dolo exigido, se presentan diferentes 
posturas encontradas. Así es que la doctrina se divide entre quienes 
requieren la notificación formal en el procedimiento respectivo y 
quienes permiten construir ese conocimiento por cualquier vía.

POSTURAS DOCTRINARIAS
Existen diversas posturas doctrinarias en lo que se refiere a la 

naturaleza jurídica de las infracciones tributarias. Ellas son una 
de ellas de carácter penal que es la que corresponde al tiempo de 
Dino Jarach donde se entendía a la infracción tributaria como una 
infracción de carácter penal. Tal es así que la ley penal tributaria 
era una ley complementaria al Código Penal. La mirada era en 
torno al bien jurídico que se buscaba proteger que eran las rentas 
públicas. O sea que partíamos de la base que el Estado necesitaba 
para su sostenimiento recursos, para poder brindar servicios que 
no pueden ser llevados adelante por los particulares y también para 
la redistribución de la riqueza, existen la teoría administrativa de 
Horacio García Belsunce y la ecléctica que es la de Giuliani Fonrouge.  
Hay quienes piensan que las infracciones tributarias corresponden 
al Derecho penal, esto trae aparejado la consecuencia que le serían 
aplicables todos los principios emergentes de la ley penal como 
por ejemplo legalidad, no retroactividad, igualdad, prohibición de 
analogía. Pero podemos observar que más que perjudicar al Fisco el 
infractor tributario lo que busca es obtener un beneficio de carácter 
personal de carácter económico. Esto se divide entre lo que es lo 
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infraccional que tiene el mismo tratamiento que las infracciones a 
las normas jurídicas de carácter penal sin perjuicio que determinado 
tipo de figuras tengan un tratamiento especial.

Existen quienes pueden llegar a considerar que es una parte del 
derecho penal administrativo que tiene este tratamiento legal en 
razón del carácter del bien jurídico que tutela. Esta teoría no la 
comparto ya que significa restar autonomía al derecho tributario.  
La conclusión sería que los delitos tributarios son hechos delictivos 
contra la administración pública y que será este el bien jurídico que 
buscar protegerse (García, 1985).

Hay quienes consideran que no es una penalidad la multa por 
incumplimiento a los deberes formales y quienes consideran que si 
lo es. Existiendo una división entre quienes consideran que se trata 
de una sanción administrativa y quienes consideran que la sanción es 
de carácter penal.  Fernando Sainz de Bujanda estimaba que existía 
una naturaleza de carácter criminal en este tipo de sanciones ya que 
se lesionaba los bienes jurídicos de la comunidad y por eso su visión 
era que el derecho tributario contenía normas de carácter penal 
(Giuliani, 2011).

Fernando Sáinz de Bujanda se pronunció por la naturaleza criminal 
de la infracción tributaria, señalando que la única diferencia entre 
las infracciones contenidas en el Código Penal y las de otras leyes 
es de tipo formal, exponiendo la conclusión de que “la infracción 
tributaria, por sus elementos estructurales, idéntica a cualquier tipo 
de infracción que lesione el bien jurídico de la comunidad y que el 
ordenamiento sanciona con una pena”, así como también a favor de 
la “unidad del derecho penal y como rama especial del derecho penal, 
el derecho penal tributario concebido también dentro del marco del 
derecho penal punitivo”. Como consecuencia de los estudios sobre 
los ilícitos tributarios desarrollados en las Semanas IX y X y Jornadas 
hispanoamericanas, se dictó en España la Ley General Tributaria el 
28 de diciembre de 1963, que legisla sobre un núcleo sistematizado 
y general de normas (Sainz de Bujanda, 1962) para la materia. Dicha 
ley se complementó con la modificación posterior del Código Penal, 
en el año 1977, que tipifica el delito fiscal (Jarach, 1969). 

La doctrina mexicana se pronuncia, asimismo por la naturaleza 
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penal del ilícito tributario. Así, para la licenciada Margarita Lomelí 
Cerezo “El derecho penal administrativo en el cual incluye el tributario, 
forma parte del derecho penal común, constituyendo regulaciones 
especiales de este último, si bien con ciertas modificaciones 
que no configuran una autonomía; se concibe al derecho penal 
administrativo formando parte del derecho penal fiscal, como una 
subdivisión dentro del derecho penal y, por lo tanto, como derecho 
penal especial” (Lomelí, 2007).

Con escasas excepciones los penalistas argentinos no dedican 
mayor atención al problema del aspecto penal de la tributación, que 
tratan incidentalmente, y ni se ocupan de la cuestión institucional 
relacionada con las facultades de las provincias para establecer 
sanciones de esa índole. Por ejemplo, Soler al referirse al derecho 
penal administrativo (del tributario no se ocupa) considera poco 
afortunada la tendencia que se empeña en subrayar la autonomía 
de esta clase de normas, a pesar de la efectiva existencia de algunas 
diferencias técnicas entre las multas convertibles en arresto y las 
inconvertibles, las primeras de las cuales responden plenamente 
a los principios generales del derecho penal común y las segundas 
no, y en otra parte de su obra, al tratar de la multa penal y la multa 
administrativa encuentra diferencias entre el hecho de no pagar el 
impuesto y el de presentar una declaración jurada falsa que, a su 
juicio, determinan sanciones de distinta naturaleza. Soler siempre 
se encontró muy preocupado por la certeza jurídica y sostuvo una 
diferencia de criterios aparente con Genaro Carrió (2011) cuestión 
que abordaré al tratar la elusión impositiva. También Jiménez 
de Asúa denuncia “el mal camino de fraccionar el territorio del 
derecho punitivo” y no haya diferencia esencial entre delitos y faltas, 
considerando a éstas “miniaturas de delitos”, y Fontan Balestra 
expresa que, como no hay diferencias ontológicas entre falta y delito, 
admitir la existencia de un derecho penal administrativo no supone 
aceptar diferencias cualitativas sino cuantitativas, refiriéndose al 
derecho fiscal como una “pretendida rama del derecho penal”.

Villegas (2007) para conciliar el derecho de las provincias con la 
posición penalista, adoptó que todo lo que sea delito, aunque tenga 
relación con lo tributario, corresponde al Congreso Nacional por ser 
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derecho penal común; la infracción tributaria es de competencia de 
las provincias.

La posición de Villegas responde a la vieja diferenciación entre 
delito y contravención, con otras palabras, ya que en lugar de la 
última expresión usa la de “infracción” a pesar de que el delito 
tributario es una infracción tributaria, pues la diferencia entre ellos 
no es cualitativa sino cuantitativa: infracción es lo genérico y delito 
lo específico (Soler, 1987). 

También se debe incluir en esta categoría a Rafael Bielsa, que, si bien 
admite la posibilidad de sanciones administrativas por infracciones 
fiscales y o desconoce la especificidad que caracteriza a las de tipo 
penal, en la cuestión sustancial que consideramos, acepta que “el 
derecho penal fiscal forma parte del sistema general penal” y que 
“la esfera represiva en el orden provincial no puede, mediante penas 
graves, invadir la esfera del Código Penal, que es derecho común de 
toda la Nación” (Bielsa & Luqui, 2017, Tomo I). 

Concluyendo, no hay diferencias ontológicas o cualitativas entre el 
ilícito penal común y el ilícito tributario, distinguiendo a los delitos 
de las contravenciones por la naturaleza penal o administrativa de 
la sanción, por lo que la trasgresión será carácter objetivo en las 
infracciones formales ( contravenciones), sin perjuicio que también 
sean dolosas, y carácter subjetivo en las infracciones sustanciales 
(delitos) que son de responsabilidad subjetiva, personal y directa, 
siendo los aplicables los principios generales del Código Penal, salvo 
que leyes especiales no dispusieran lo contario. En las esferas de las 
competencias de la Nación y las provincias admite que tanto los 
delitos tributarios, así como las contravenciones tributarias, pueden 
ser legisladas por la Nación o las provincias, en forma concurrente 
pero no simultánea, reconociendo como límite para las provincias la 
abstención frente a conductas antijurídicas que la Nación también se 
ha abstenido de incriminar, así igualmente deben inhibirse cuando 
el Congreso ha asumido la facultad concurrente. Concluyendo en 
que más allá de las razones jurídicas que le permiten sostener el 
carácter penal del ilícito tributario, existen motivaciones de política 
jurídica porque en el ámbito del derecho penal se tiene la ventaja 
de la garantía legal y la jurisdiccional como un dique contra la 
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arbitrariedad del Estado, situación que no existe frente al Derecho 
Administrativo Sancionador que utiliza las llamadas “vías de hecho” 
(Díaz & Porporatto, 2020).

En el marco del actual derecho administrativo sancionador el 
mismo es visualizado como una herramienta anticorrupción a la vez 
que es un modo en que los estados ejercen su soberanía al dictar 
las normas jurídicas que determinaran cuales actos jurídicos son 
ilícitos tributarios y de esta manera cumple la función de establecer 
políticas de carácter criminal a la vez que recauda tributos. Esta 
cuestión si es analizada desde el punto de vista de la potestad que 
cuenta el Estado para dictar normas jurídicas dentro de sus límites 
territoriales.  No obstante, lo cual se debe tener en cuenta que hoy día 
estos delitos son transnacionales lo que significa que van más allá de 
las fronteras de su Estado. O sea que los Estados establecen distintos 
incentivos para la radicación de empresas dentro de sus territorios y 
estas empresas en muchas ocasiones llevan adelante maniobras que 
tienden a erosionar la base imponible y lo logran a través del estudio 
de las normas fiscales de los diferentes países para que así y de esta 
manera eludir el pago de tributos tanto en el país de gen como en 
el de la transferencia de los mismos.  Pero en lo que a esta cuestión 
se refiere realizare algunas consideraciones en otro de los capítulos 
(Arespacochaga, 1998).

Estos temas son muy complejos ya que nos referimos a un delito 
tributario que es el lavado de activos cuando el delito precedente es 
la evasión impositiva y sus dificultades probatorias en sede judicial. 
Estas cuestiones a las que me referí son las que desarrollaré en otros 
capítulos de este trabajo en este me refería a conceptos de carácter 
general referido al lavado de activos y a diversas cuestiones que 
inciden en las dificultades probatorias que pienso investigar, pero 
yo solo me referiré a aquellas que son de carácter probatorio en el 
proceso penal (Durrieu, 2017).
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EL AGENTE FISCAL ENCUBIERTO
En el presente acápite analizare al agente fiscal y digital encubierto 

y que artículos del código procesal penal de la Provincia de Mendoza 
se ven modificados a partir de la incorporación de esta figura. A los 
efectos de poder realizar el análisis primeramente analizaré la ley, 
y el modo en que la misma quedó redactada. El análisis de algunas 
cuestiones dogmáticas que en muchas ocasiones se halla reñidas con 
algunas políticas criminales en torno a la criminalidad organizada. 

Ley 9510 modificatoria de la ley 6730.
La Legislatura de la provincia sanciona con fuerza de Ley:
Artículo 1- Incorpórense los artículos 29 bis, 224 bius, 224 ter 

y 228 bis y se modifica el artículo 226 de la ley 6730 del Código 
Procesal penal de la Provincia de Mendoza, y estas normas quedarán 
redactadas de esta forma:

“Artículo 29 bis.- Agente encubierto digital. En los casos de 
investigación de delitos en que resulte necesaria la intervención del 
agente en entornos o plataformas digitales, el Fiscal podrá requerir 
fundadamente ante el Juez Penal Colegiado la actuación encubierta 
de un agente bajo las premisas anteriores y las condiciones aquí 
previstas. La autorización de este medio de investigación excepcional, 
se emitirá por decreto fundado, en el marco de la investigación de 
delitos previstos en los artículos 128, 131 del Código Penal, en delitos 
concretos de especial gravedad o de investigación compleja y siempre 
que existan motivos suficientes que acrediten:

a) Que el éxito de la investigación esté seriamente dificultado de no 
recurrirse a este medio,

b) Que se trata de delitos cometidos a través de medios informáticos 
que no permiten otra forma de investigación (Díaz, 2010).

La actuación encubierta no podrá exceder de ciento ochenta 
(180) días a contar desde que la autorización otorgada por el Juez 
Penal sea notificada al Fiscal. Los perfiles o identidades digitales, en 
ningún caso podrán ser imágenes de personas reales, serán creados 
y administrados por personal técnico idóneo del Ministerio Público 
Fiscal, funcionarios o auxiliares de la fuerza de seguridad en función 
judicial con experiencia y desarrollo en la materia, y bajo el control 
directo del Fiscal a cargo de la investigación, quien hará constar 
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las directivas, reservando en caja de seguridad: la denominación 
y características del perfil utilizado por el agente encubierto; 
plataformas digitales donde se actuará; claves de acceso validadas y 
actividad concreta a desarrollar por el agente. Una vez concluida la 
intervención del agente encubierto digital, el Fiscal dejará constancias 
de su existencia en el legajo/expediente.

El agente encubierto digital, con autorización específica para 
ello, podrá intercambiar o enviar por sí mismo archivos ilícitos por 
razón de su contenido. El agente encubierto digital estará exento 
de responsabilidad criminal por aquellas actuaciones que sean 
consecuencia necesaria del desarrollo de la investigación, siempre 
que guarden la debida proporcionalidad con la finalidad de ésta y no 
constituyan una provocación al delito.

A los efectos del presente artículo se considera agente encubierto 
digital al funcionario de las fuerzas de seguridad o miembro 
del Ministerio Público Fiscal autorizado, que previo prestar su 
consentimiento, oculte o utilice un perfil digital encubierto, 
interactúe y se relacione digitalmente a través de tecnologías de la 
información y de la comunicación con el objeto de: identificar o 
detener a los autores, partícipes o encubridores de un delito; impedir 
la consumación de un delito;  o para reunir información o elementos 
de prueba necesarios para la investigación”.

“Artículo 224 bis. - Orden de Presentación de Datos Informáticos. 
Siempre que se vincule con la investigación de un delito de su 
competencia, el Fiscal podrá ordenar por decreto fundado, a 
cualquier persona humana o jurídica en el territorio provincial, la 
presentación de datos informáticos, electrónicos o digitales o en un 
dispositivo de almacenamiento informático que obre en su poder 
o bajo su control, relativos a la identificación o localización u otra 
información asociada de un usuario y/o abonado, y que se pueda 
acceder al sistema legítimamente aunque no se encuentre dentro del 
territorio (Lucuy, 2005).

El Fiscal podrá ordenar a toda persona humana o jurídica que 
preste un servicio de comunicaciones o a los proveedores de Internet 
de cualquier clase en jurisdicción argentina, la entrega de datos 
personales o de identificación de los usuarios y/o abonados u otra 
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información asociada, que tengan bajo su poder o a los que pueda 
acceder de manera legítima, aunque estén fuera de esa jurisdicción. 
La orden podrá contener la indicación de que la medida deberá 
mantenerse secreta bajo apercibimiento de sanción penal y con las 
limitaciones establecidas en el Art. 225 del C.P.P.

El destinatario quedará obligado a adoptar todas las medidas 
técnicas de seguridad necesarias, para mantener en secreto la medida 
ordenada por el Magistrado”.

Artículo 224 ter. - Aseguramiento de Datos Informáticos 
almacenados. Cuando existieren motivos para sospechar que los 
datos almacenados en un sistema informático dentro del territorio 
provincial pudieren ser alterados o suprimidos, el Fiscal podrá 
ordenar a cualquier persona humana o jurídica el aseguramiento de 
datos informáticos concretos y que estén a su disposición o para el 
que tiene legítimo acceso.

Dicho aseguramiento podrá consistir en la conservación rápida 
de datos informáticos almacenados y la conservación y revelación 
parcial rápida de datos relativos al tráfico (Silvestroni, 2007). La orden 
deberá especificar los datos concretos que se pretende conservar y la 
duración de la medida que no podrá exceder de noventa (90) días, 
prorrogables por igual periodo si se mantuvieren los motivos que 
fundamentaron la orden. La persona requerida deberá mantener en 
secreto la medida bajo apercibimiento de sanción penal.

Artículo 228 bis. - Secuestro, Apertura y Análisis de Sistema 
Informático e Incautación de Datos. A pedido del Fiscal, el Juez 
Penal Colegiado podrá ordenar por decreto fundado, el registro 
de un sistema informático o de una parte de éste o de un medio 
de almacenamiento de datos informáticos o electrónicos, con el 
objeto de secuestrar los componentes del sistema, obtener copia o 
preservar datos o elementos de interés para la investigación, bajo las 
mismas condiciones establecidas en el Art. 216 del C.P.P. y con las 
limitaciones establecidas en el Art. 225 del C.P.P.

La ejecución de la actuación se hará bajo la responsabilidad del 
Fiscal que solicitó la medida. El Fiscal deberá indicar al juez:

a) La individualización de los dispositivos o sistemas informáticos 
que serán objeto del registro.
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b) Una descripción del objeto concreto de la medida.
c) La identificación de los mecanismos, metodología y herramientas 

mediante los cuales se almacenará la información obtenida que 
permitan asegurar la integridad de los datos y el resguardo de la 
cadena de custodia.

d) El funcionario y/o quien designe como encargada de la ejecución 
del registro, copia o incautación de datos.

Rigen en cuanto son aplicables todos los límites y garantías referidos 
al secuestro de cosas, documentos privados y correspondencia 
epistolar (Rusconi, 2016). En caso de que durante la ejecución de 
esta medida surjan elementos que permitan considerar que los datos 
buscados se encuentran almacenados en otro dispositivo o sistema 
conectado al inicial o estén disponibles para éste, dentro de la misma 
jurisdicción, quienes lleven adelante la medida podrán extenderla o 
ampliar el registro al otro sistema, previa comunicación con el agente 
Fiscal, quien deberá solicitar autorización telefónica del Juez Penal 
Colegiado competente.

La mencionada comunicación no podrá ser delegada por el Fiscal 
de Instrucción a ningún funcionario judicial. El Juez, por decreto 
fundado deberá disponer la autorización o rechazo de la medida, 
notificándola por correo electrónico y/o en forma telefónica. En caso 
que la medida sea autorizada, el agente Fiscal deberá acompañar 
por escrito la solicitud fundada dentro de las 48 horas de realizada 
la medida. En caso de ser necesario, por la complejidad del asunto 
el Juez podrá librar la orden, consignando únicamente su parte 
dispositiva, difiriéndose los fundamentos de las mismas. Ésta se 
efectuará, bajo pena de nulidad, en el plazo máximo de 24 horas a 
contar del momento de autorización de la orden.

En los supuestos en que los datos se encuentren almacenados en 
otra jurisdicción, la medida de registro de datos podrá ampliarse a 
dispositivos o sistemas informáticos, sólo en los siguientes supuestos:

a) Cuando se obtenga el consentimiento voluntario y lícito de la 
persona con facultades para disponer de la revelación de los datos 
desde el dispositivo o sistema informático inicial al que se accedió 
legalmente.
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b) Cuando resulte posible recibir o acceder a los datos buscados 
desde el sistema original sin necesidad de realizar maniobras técnicas 
que signifiquen ejercer actos de poder jurisdiccional en otro Estado.

c) Cuando por la estructura del sistema informático no resulte 
posible determinar en forma certera al momento de ejecución de la 
medida, la jurisdicción en la cual los datos están alojados f ísicamente y 
no resulte necesario para acceder a ellos de la realización de maniobras 
técnicas que signifiquen ejercer actos de poder jurisdiccional en otro 
Estado (Catania, 2005). 

En los supuestos b) y c) se procurará restringir lo máximo posible 
el alcance de la medida copiando los datos que resulten de interés 
para la investigación y sin la alteración, remoción o eliminación por 
cualquier forma de los datos a los que se accede.

Una vez concluido el proceso penal, por sentencia firme, se 
dispondrá la devolución de los dispositivos electrónicos secuestrados, 
que no fueren objeto de decomiso previa eliminación del material 
ilícito. Si en estricto cumplimiento de la ejecución de las medidas 
se encontraren de modo casual datos o archivos informáticos que 
evidencien la comisión de un delito distinto al que motivó la medida, 
se procederá a su secuestro y se comunicará al Fiscal interviniente.

Artículo 226.- Custodia o Depósito. Los efectos secuestrados 
serán inventariados y puestos bajo segura custodia a disposición del 
magistrado interviniente, o se ordenará su depósito.

Cuando se tratare de automotores u otros bienes de significativo 
valor, no se entregarán en depósito sino a sus propietarios, salvo que 
desde su secuestro hayan transcurrido seis (6) meses sin que hubiere 
mediado reclamo por parte de aquellos.

Los automotores podrán ser solicitados en depósito al órgano 
judicial interviniente, por el Poder Ejecutivo - a través de funcionario 
que éste designe- para ser afectados exclusivamente al cumplimiento 
de la función de seguridad que compete a la Policía de la Provincia o 
por el Procurador General para ser destinados a la tarea de la Policía 
en función judicial.

Los dispositivos electrónicos podrán ser solicitados en depósito 
al magistrado interviniente, por el Poder Ejecutivo, a través de 
funcionario que éste designe, para ser afectados exclusivamente al 
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cumplimiento de la función de seguridad que compete a la Policía 
de la Provincia a través de la División Investigaciones o la que en su 
futuro la reemplace o por el Procurador General para ser destinados 
a la tarea del Ministerio Público Fiscal o a los Laboratorios Forenses 
(Lubary, s.f.). 

Se podrá disponer la obtención de copias o reproducciones de las 
cosas secuestradas cuando éstas puedan desaparecer, alterarse, sean 
de dif ícil custodia o convenga así a la investigación penal preparatoria.

Las cosas secuestradas serán aseguradas con faja de seguridad o 
mediante sistema de protección adecuado y sello del Tribunal o Fiscalía 
que intervenga, con la firma del Juez o Fiscal según corresponda y 
la firma del secretario, debiéndose firmar los documentos en cada 
una de sus hojas. Durante todo el procedimiento se deberán tomar 
las medidas necesarias y conducentes a fin de asegurar la cadena de 
custodia e integridad de las evidencias colectadas, dejando debido 
registro de todas las intervenciones realizadas sobre el material 
secuestrado”.

Art 2º- Comuníquese al Poder Ejecutivo. También establece los 
juicios por jurados.

La ley establece un marco normativo que equilibra la necesidad 
de combatir la criminalidad digital con el respeto a las garantías 
procesales, tales como el control judicial de las medidas de 
intervención y la protección de la confidencialidad de la información 
obtenida durante la investigación. A través de esta reforma, se busca 
una regulación más precisa y eficiente de las actuaciones encubiertas 
en el ámbito digital, reconociendo la importancia de la tecnología 
en la comisión de delitos y la necesidad de adaptar las herramientas 
legales para hacer frente a estos nuevos desaf íos.

La reforma del Código Procesal Penal de Mendoza, al incorporar 
la figura del agente encubierto digital y otras medidas asociadas, 
establece un marco más robusto y especializado para la investigación 
de delitos informáticos, garantizando tanto la eficacia de la 
persecución penal como el respeto por los derechos fundamentales 
de las personas involucradas en los procedimientos.
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ANÁLISIS DE LA REFORMA DE LA PROVINCIA DE MENDOZA
La Cámara de Senadores de Mendoza aprobó definitivamente las 

modificaciones al Código Procesal Penal relacionadas con el agente 
encubierto digital. La iniciativa, que ya contaba con media sanción 
de la Cámara Alta, fue modificada durante su tratamiento en las 
comisiones de Diputados, y posteriormente remitida de nuevo al 
Senado, donde fue finalmente aprobada por mayoría de votos, tras 
avalarse los cambios implementados (Sferco, 2015).

De acuerdo con la nueva normativa, en casos de investigación de 
delitos que requieran interacción en entornos o plataformas digitales, 
el fiscal podrá solicitar al juez Penal Colegiado la autorización para 
la actuación encubierta de un agente. Esta autorización se emitirá 
por decreto fundado, en el marco de la investigación de delitos 
contemplados en los artículos 128 y 131 del Código Penal, o bien de 
delitos concretos de especial gravedad o complejidad. La solicitud 
deberá basarse en motivos suficientes que demuestren que el éxito 
de la investigación se encuentra gravemente comprometido sin el 
uso de estos medios, o que se trate de delitos cometidos mediante 
tecnologías informáticas que no permitan otro tipo de investigación.

La ley establece que la actuación encubierta no podrá extenderse 
más allá de 180 días a partir de su autorización. Además, los perfiles 
digitales utilizados por el agente encubierto no podrán corresponder 
a imágenes de personas reales, debiendo ser creados y administrados 
por personal técnico competente del Ministerio Público Fiscal, 
bajo el control directo del fiscal encargado de la investigación. El 
fiscal deberá documentar las directivas y conservar en una caja 
de seguridad los detalles sobre el perfil utilizado, las plataformas 
digitales en las que se llevará a cabo la intervención, las claves de 
acceso validadas y las actividades específicas a desarrollar. Una vez 
concluida la intervención, el fiscal dejará constancia de su realización 
en el legajo o expediente correspondiente.

La norma contempla que el agente encubierto digital, con la 
debida autorización, podrá intercambiar o enviar archivos ilícitos 
relacionados con el contenido delictivo. El agente estará exento de 
responsabilidad penal por aquellas acciones que sean necesarias 
para el desarrollo de la investigación, siempre que guarden 
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proporcionalidad con los fines de la misma y no constituyan una 
provocación al delito, conforme al texto aprobado.

La ley define al agente encubierto digital como un funcionario de 
las fuerzas de seguridad o miembro del Ministerio Público Fiscal, 
debidamente autorizado y que, previa su autorización, utilice un 
perfil digital encubierto para interactuar y relacionarse digitalmente, 
con el objetivo de identificar o detener a los autores, partícipes 
o encubridores de un delito, evitar la consumación de un delito o 
reunir elementos de prueba esenciales para la investigación.

La norma también permite al fiscal, en el marco de la investigación 
de un delito de su competencia, ordenar a cualquier persona humana o 
jurídica en la jurisdicción provincial la entrega de datos informáticos, 
electrónicos o digitales almacenadas en dispositivos bajo su control. 
Esto incluye la identificación o localización de un usuario o abonado, 
aún si los datos no se encuentran dentro del territorio provincial, 
pero pueden ser accesibles legítimamente (Ferreiro, 2006).

El representante del Ministerio Público Fiscal podrá, además, 
ordenar a personas o entidades que brinden servicios de 
comunicaciones, como proveedores de Internet en Argentina, la 
entrega de datos personales o de identificación de usuarios, u otra 
información asociada, incluso si dichos datos están bajo su control 
fuera de la jurisdicción. La orden podrá incluir la indicación de 
que la medida debe mantenerse en secreto, bajo pena de sanción 
penal, y obligar a los destinatarios a tomar las medidas de seguridad 
necesarias para garantizar la confidencialidad de la orden. El texto 
incorpora artículos relativos al aseguramiento de datos informáticos, 
al secuestro y análisis de sistemas informáticos, así como a la 
incautación de datos y la custodia o depósito de los mismos.

CRIMINALIDAD ORGANIZADA
Definición

Definir la criminalidad organizada resulta un desaf ío debido a 
su naturaleza dependiente de contextos geopolíticos diversos, los 
cuales se transforman con el cambio social. Sin embargo, es posible 
aproximarse a este concepto destacando sus rasgos distintivos frente 
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a la delincuencia común. En primer lugar, algunos autores hacen 
una distinción entre criminalidad organizada y crimen organizado. 
La primera hace referencia al fenómeno de la delincuencia en su 
conjunto, mientras que el segundo alude a las actividades delictivas 
concretas realizadas por los grupos que la integran.

A pesar de que las organizaciones criminales no son un fenómeno 
reciente, la criminalidad organizada ha sido considerada generalmente 
como una cuestión relativamente nueva, dado su auge en los últimos 
años y las formas cada vez más sofisticadas, peligrosas y tecnológicas 
de operar. Estas organizaciones se asemejan a verdaderas empresas 
o redes del crimen, con un orden y jerarquía estrictos, grandes 
recursos financieros y la capacidad de operar en múltiples Estados 
(Andreozzi, 1951).

Las características de la delincuencia organizada incluyen la 
disposición de vastos recursos tanto humanos como materiales, lo 
que facilita su accionar delictivo. Se trata de grupos de al menos 
tres personas que llevan a cabo actividades ilícitas mediante una 
estructura empresarial, profesional o comercial. En este sentido, se 
reconocen diferencias entre las bandas y la criminalidad organizada. 
Mientras que en las bandas el autor principal es quien determina el 
delito, en la criminalidad organizada es el cliente quien marca la pauta. 
Además, las bandas suelen tener una existencia ef ímera, mientras 
que las organizaciones criminales son más estables, duraderas y 
persistentes. La estructura, jerarquía, cohesión, planificación y 
logística de las organizaciones criminales es más sólida que la de las 
bandas, las cuales operan generalmente a nivel local, mientras que la 
criminalidad organizada tiende a ser internacional.

No obstante, debido a las complejas y cambiantes interacciones 
entre las bandas y las organizaciones criminales, es dif ícil establecer 
una separación tajante. En muchos casos, las bandas actúan como 
minoristas de los productos ilegales que controlan los grupos 
criminales organizados, o bien brindan apoyo logístico o personal, 
ya sea de manera puntual o sistemática (Sentencia 061/1992, 1992). 

En cuanto al manejo de grandes capitales, las organizaciones 
criminales recurren a la última tecnología del mercado y hacen 
un uso consciente de infraestructuras de comunicación avanzada 
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(radial, telefónica, informática) y de transporte internacional. De este 
modo, se convierten en redes delictivas sofisticadas y complejas, con 
una estructura jerárquica y estratificada que permite una división del 
trabajo entre sus miembros, facilitando la protección de sus líderes 
y desdibujando la responsabilidad penal individual dentro de la 
organización. 

Los miembros de estas organizaciones operan en secreto y se 
esfuerzan por borrar cualquier rastro de sus delitos, lo cual dificulta 
enormemente las investigaciones penales y la obtención de pruebas. 
Para destruir cualquier evidencia de sus actividades ilícitas y evitar 
ser descubiertos, recurren a métodos violentos como amenazas, 
extorsiones, chantajes, secuestros, lesiones e incluso asesinatos 
contra aquellos que pudieran revelar sus operaciones. 

Esta tendencia va de la mano con el uso indiscriminado de 
la violencia para mantener su supremacía en el ámbito de la 
criminalidad, controlando su territorio delincuencial y asegurando 
sus intereses mediante el uso ilegal de la fuerza. Asimismo, se valen 
de la corrupción tanto en el sector público como privado para eludir 
la acción de la justicia y la legalidad. A través de su enorme poder 
económico, pueden persuadir a funcionarios, empresarios y otras 
personas influyentes para que no interfieran en sus actividades ilícitas 
o, incluso, para que las favorezcan. Este poder económico, a su vez, 
puede generar distorsiones en la vida política, económica y social de 
un Estado, al manipular la economía informal o subterránea.

HERRAMIENTAS PARA LA INVESTIGACIÓN DE DELITOS COMPLEJOS
Estos son los métodos con que cuenta el estado para combatir el 

crimen organizado.

Análisis dogmático
Esto nos lleva a la necesidad de identificar cuáles son los delitos 

complejos, que se listan a continuación: 
- Los relacionados con estupefacientes.
- Los delitos aduaneros, como el contrabando.
- Algunos delitos contra la integridad sexual, tales como la 
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corrupción de menores, la promoción de la prostitución, la 
explotación económica de la prostitución ajena y la pornograf ía 
infantil (Torrealba, 1996).

- El secuestro coactivo y extorsivo, así como la privación ilegítima 
de la libertad.

- La trata de personas.
- Los delitos cometidos por asociaciones ilícitas, lo que incluye la 

asociación ilícita tributaria, según lo establecido en la Ley 27 430 
(2017), artículo 15, inciso c.

- Los delitos contra el orden económico y financiero, como el lavado 
de activos y otros delitos incluidos en el bloque económico.

Ante estas circunstancias y con el fin de establecer nuevas políticas 
criminales mediante esta Ley Nacional, se otorgan al Ministerio 
Público Fiscal herramientas adicionales que facilitan la investigación 
de estos delitos. Estas herramientas incluyen las siguientes a la luz de 
la Ley Nacional (Álvarez, 2004):

- El agente encubierto.
- El agente revelador.
- El informante.
- La entrega vigilada.
- La prórroga de jurisdicción.
Estas medidas tienen como objetivo fortalecer la capacidad de 

investigación frente a delitos complejos y mejorar la efectividad de 
las políticas criminales en el país.

Agente encubierto
El agente encubierto es un funcionario de las fuerzas de 

seguridad cuya identidad permanece oculta mientras se infiltra en 
organizaciones criminales con el propósito de investigar delitos 
de gran complejidad. La legislación vigente establece medidas 
específicas para garantizar su protección y preservar su identidad, 
dado el alto riesgo que conlleva esta labor. Cabe destacar que su 
participación en estas operaciones es completamente voluntaria, y 
el agente tiene el derecho de negarse a asumir esta tarea sin que ello 
implique represalias en su contra.  

En cuanto a la figura del arrepentido, la Ley 27 304 (2016) la 
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incorporó en el artículo 41 ter del Código Penal, permitiendo la 
reducción de la escala penal a la tentativa en determinados delitos. 
Entre estos se incluyen la asociación ilícita (artículo 210 del Código 
Penal), delitos aduaneros y relacionados con estupefacientes, entre 
otros. Sin embargo, esta disposición no abarca la asociación ilícita 
fiscal ni los delitos tributarios en general, y el proyecto de reforma del 
Código Penal tampoco contempla su inclusión.

Esta omisión genera un cuestionamiento relevante, ya que tanto la 
normativa vigente como el proyecto de reforma permiten la aplicación 
del arrepentido en delitos aduaneros y contra la administración 
pública, pero excluyen los delitos fiscales sin proporcionar una 
justificación clara. Esto resulta llamativo, dado que los delitos fiscales, 
al igual que los mencionados, afectan directamente la hacienda 
pública y presentan estructuras similares en cuanto a su tipificación 
penal (Díaz et al., 1993).

Se han descrito dos posturas doctrinarias al respecto. La primera 
considera que la exclusión de los delitos fiscales es un error, ya que 
no existen razones dogmáticas ni de política criminal que impidan su 
inclusión en la figura del arrepentido. Se argumenta que el legislador, y 
posteriormente la Comisión Redactora, pudieron haber interpretado 
que la asociación ilícita fiscal no debería integrar el catálogo de delitos 
donde esta herramienta es aplicable. Sin embargo, esta exclusión 
resulta contradictoria, dado que delitos como el contrabando y las 
estafas contra la administración pública sí están contemplados. 
Además, la aplicación del arrepentido en el ámbito fiscal podría 
resultar útil, dado que se trata de delitos de investigación compleja, 
en los que es dif ícil identificar a los verdaderos responsables de la 
maniobra delictiva.

Existe una postura que sostiene que el derecho tributario posee 
una especificidad propia como disciplina autónoma. Asimismo, 
se señala que la aplicación de moratorias y regímenes de blanqueo 
responde a necesidades fiscales y presupuestarias del Estado, que 
se encuentra en la disyuntiva entre maximizar la recaudación 
y sancionar determinadas conductas. En este sentido, el propio 
Régimen Penal Tributario no creó un organismo específico dentro de 
la Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP) para abordar 



130 / Patricia A. Cozzo Villafañe

la determinación de las condiciones objetivas de punibilidad en los 
delitos fiscales. A esto se suman las disposiciones emergentes de 
las leyes de blanqueo, que reeditan la problemática de la “fuga del 
proceso”.  

Otro aspecto a considerar es la relación entre la reducción de la 
pena y la tentativa en delitos de peligro abstracto o de mera actividad, 
como la asociación ilícita. Dado que esta última se considera un acto 
preparatorio que adelanta las barreras de punibilidad, surge la duda 
sobre si sería viable aplicar la reducción de pena al grado de tentativa 
en delitos que, por su naturaleza, no admiten esta categoría. Si la 
respuesta es afirmativa, la reducción operaría como una herramienta 
matemática sin atender a la estructura del delito. Si, en cambio, se 
concluye que no es posible aplicar la tentativa a estos delitos, pero 
que igualmente debe concederse el beneficio al arrepentido, surge la 
interrogante de si ello implicaría dejar sin sanción el delito en cuestión. 
Un ejemplo de esta problemática es el delito de contrabando, el cual 
no admite la tentativa dentro de su estructura típica.  

La aplicación del arrepentido en el ámbito fiscal sigue siendo un 
punto de debate, en el cual confluyen consideraciones dogmáticas, 
de política criminal y de necesidad recaudatoria, lo que evidencia 
la necesidad de un análisis más particularizado para determinar la 
conveniencia o no de su inclusión en el régimen penal.

Agente revelador
Es el agente de las fuerzas de seguridad que simula interés en la 

compra de bienes, personas, servicios, armas o estupefacientes para 
investigar delitos complejos. La ley establece medidas para proteger 
la identidad y la vida de esa persona. Esta tarea es siempre voluntaria 
y el agente puede negarse a realizarla.

El informante
Es aquella persona que, con identidad reservada y a cambio de un 

pago, aporta a las autoridades información para la investigación de 
delitos complejos.
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La entrega vigilada
El juez tiene la facultad de autorizar ciertas medidas excepcionales 

con el objetivo de garantizar el éxito de una investigación. Entre estas 
medidas, se encuentra la posibilidad de postergar la detención de 
una persona, permitiendo que las autoridades puedan obtener más 
pruebas antes de proceder con la aprehensión del sospechoso.

El magistrado puede disponer la postergación del secuestro de 
bienes, lo que implica retrasar la incautación de elementos que 
podrían servir como prueba en el proceso penal. Esta medida permite 
a los investigadores seguir el rastro de bienes ilícitos y descubrir 
posibles vínculos con otros delitos o personas involucradas en la 
actividad delictiva.

Otra facultad del juez es la autorización para que dinero de origen 
ilegal entre y salga del país bajo estricta vigilancia. Esta estrategia se 
emplea con el fin de rastrear el flujo financiero de organizaciones 
criminales y recopilar pruebas que permitan desmantelar redes de 
lavado de activos o financiamiento de actividades ilícitas.

En todos los casos, estas medidas deben ejecutarse bajo un estricto 
control y supervisión para evitar abusos y garantizar que se respeten 
los principios del debido proceso y los derechos fundamentales de 
las personas.

Prórroga de jurisdicción
El juez o el fiscal de la causa pueden actuar fuera del territorio que 

les corresponde si la víctima está en peligro o la demora perjudica el 
éxito de la investigación.

EL AGENTE ENCUBIERTO FRENTE A LOS DERECHOS 
FUNDAMENTALES

El uso de agentes encubiertos como técnica de investigación ha 
sido objeto de un intenso debate en el ámbito jurídico, ya que implica 
la intervención del Estado en la vida privada de las personas. Este 
método consiste en la infiltración de un agente dentro de un grupo 
delictivo, mediante la creación de una identidad falsa y una historia 
ficticia que lo hagan indetectable. Su finalidad es ganar la confianza 
de los investigados para obtener información clave sobre sus 



132 / Patricia A. Cozzo Villafañe

actividades ilícitas. Sin embargo, este procedimiento plantea serios 
cuestionamientos éticos y jurídicos, pues se basa en la simulación y el 
engaño, generando dudas sobre su compatibilidad con los principios 
de un Estado de Derecho.  

La función del agente encubierto no se limita a la detección de 
delitos específicos, sino que busca conocer el modus operandi y la 
estructura de las organizaciones criminales. Este tipo de operativos 
tiene como objetivo desmantelar redes delictivas desde su núcleo, 
justificando así los riesgos que conlleva su implementación. No 
obstante, se han formulado críticas sobre la delgada línea que separa 
la infiltración legítima de la provocación del delito, lo que ha llevado 
a diferenciar figuras como el agente encubierto, el agente infiltrado y 
el agente provocador. Mientras que el agente infiltrado se introduce 
sin una identidad alterada y con el fin de obtener información en un 
momento oportuno, el agente provocador induce a otro individuo a 
cometer un delito para luego sancionarlo, lo que genera una evidente 
contradicción con los principios del derecho penal.  

El uso de esta técnica ha sido duramente cuestionado desde 
una perspectiva ética y jurídica. En un Estado de Derecho, las 
investigaciones deben llevarse a cabo respetando garantías 
fundamentales, sin que el Estado participe en la comisión de delitos. 
La posibilidad de que un agente encubierto cometa ilícitos bajo la 
justificación de obtener pruebas compromete la seguridad jurídica 
y pone en riesgo los derechos fundamentales de los ciudadanos. 
Autores como Julio Maier han criticado esta figura, señalando que 
su uso implica que el juez autorice a una persona a cometer delitos, 
lo que podría convertirlo en autor mediato de dichas infracciones. 
Marcelo Sancinetti, por su parte, advierte que el Estado, al recurrir 
a estos métodos, se coloca en una posición contradictoria, pues en 
nombre de la legalidad, adopta conductas propias de la criminalidad.  

En el ámbito judicial, la jurisprudencia ha abordado la figura del 
agente encubierto desde distintas perspectivas. En Argentina, la 
Corte Suprema de Justicia, en el caso “Fiscal v. Fernández, Víctor H.” 
(1990), estableció que el empleo de esta técnica no es inconstitucional 
siempre que el agente se mantenga dentro de los límites del Estado de 
Derecho y no instigue la comisión del delito. Sin embargo, la Cámara 
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Nacional en lo Penal Económico (1996) advirtió que si el agente 
encubierto actúa como provocador y ejecutor del delito, la prueba 
obtenida de esta forma carece de legitimidad y debe ser excluida.  

En Estados Unidos, la Corte Suprema ha desarrollado criterios 
jurisprudenciales sobre la defensa de entrampamiento. En “Sorrells 
vs. United States”, se reconoció que el gobierno no puede inducir a 
una persona inocente a cometer un delito para obtener su condena. 
Posteriormente, en “United States vs. Russell” (1973), la Corte 
reafirmó esta doctrina, señalando que la policía no puede instigar 
delitos para asegurar condenas. En “Hampton vs. United States” 
(1976), se sostuvo que la predisposición del acusado a delinquir 
es un factor determinante en la validez de la actuación del agente 
encubierto. Finalmente, en “Jacobson vs. United States” (1992), la 
Corte estableció que la predisposición del acusado debe existir con 
anterioridad al contacto con los agentes, ya que, de lo contrario, se 
trataría de un delito inducido por el propio gobierno.

El uso del agente encubierto como herramienta de investigación 
plantea un complejo dilema jurídico y ético. Si bien puede ser útil 
en la lucha contra el crimen organizado, su implementación debe 
ajustarse a los principios del debido proceso y la legalidad, evitando 
que el Estado cruce la línea entre la investigación legítima y la 
provocación del delito.

Derecho fundamental a la intimidad
El derecho a la intimidad y la privacidad es un concepto de 

tratamiento complejo, tanto por su reconocimiento relativamente 
reciente como derecho fundamental, como por la influencia que 
sobre él ejercen los cambios sociales, las diferencias culturales y, 
en particular, el avance de las tecnologías de la información y la 
comunicación (TIC).

Este derecho suele asociarse estrechamente con la dignidad y la 
libertad, en tanto bienes inherentes a la personalidad, y se caracteriza 
por la existencia de un ámbito privado exento de intromisiones 
injustificadas, tanto por parte de terceros como del propio Estado. En 
este espacio, cada individuo tiene el derecho a disfrutar de su soledad 
o de la tranquilidad en el seno familiar sin interferencias arbitrarias.  
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El núcleo esencial del derecho a la intimidad puede definirse como 
un “espacio intangible e inmune a injerencias externas”, del que se 
deriva tanto el derecho a no ser forzado a escuchar o ver aquello que 
no se desea, como el derecho a no ser observado o escuchado sin 
consentimiento. Este derecho protege aspectos objetivables de la vida 
humana y resguarda el entorno en el que las personas desarrollan 
sus actividades y relaciones personales. De hecho, la proyección 
social de la persona implica que la protección de su intimidad no se 
limite únicamente a su esfera personal, sino que abarque también 
dimensiones como la familiar, laboral y económica.

En los últimos años, debido a los avances tecnológicos y el auge 
de los sistemas de vigilancia, la protección de la intimidad ha 
evolucionado para incorporar el derecho de las personas a controlar 
y disponer de la información que les concierne. En este sentido, la 
privacidad no se limita únicamente a la exclusión de interferencias 
f ísicas o comunicacionales, sino que también abarca el dominio sobre 
los datos personales y la capacidad de decidir sobre su tratamiento y 
divulgación.  

Desde una perspectiva jurídica internacional, el reconocimiento del 
derecho a la intimidad se ha consolidado en diversos instrumentos 
normativos. En el ámbito europeo, el artículo 8 del Convenio 
para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades 
Fundamentales (1950) estableció que cada individuo tiene el derecho 
a que se respete su vida privada y familiar, así como la inviolabilidad de 
su domicilio y sus comunicaciones. La intervención de las autoridades 
en este ámbito solo será legítima cuando esté expresamente prevista 
en la normativa y resulte indispensable en una sociedad democrática 
para salvaguardar la seguridad nacional, el orden público, el bienestar 
económico del país, la salud, la moral o la protección de los derechos 
y libertades de otras personas.

A nivel global, el artículo 17 del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos de 1966 reafirma este derecho al disponer que:

1. Nadie será objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida 
privada, su familia, su domicilio o su correspondencia, ni de ataques 
ilegales a su honra y reputación.  

2. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas 
injerencias o esos ataques.
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En el ámbito interamericano, la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa Rica) de 1969, en su 
artículo 11, establece:  

1. Toda persona tiene derecho al respeto de su honra y al 
reconocimiento de su dignidad.

2. Nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas 
en su vida privada, en la de su familia, en su domicilio o en su 
correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra o reputación.

3. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas 
injerencias o esos ataques.

El derecho a la intimidad y a la privacidad ha sido reconocido de 
manera amplia en el derecho internacional, configurándose como 
un derecho fundamental que debe ser garantizado frente a cualquier 
vulneración, especialmente en un contexto en el que la tecnología 
y la recopilación masiva de datos plantean nuevos desaf íos para su 
protección efectiva.

Límites y restricciones al derecho a la intimidad
Tanto la doctrina como la jurisprudencia han reconocido que el 

derecho a la intimidad no es absoluto, ya que su inviolabilidad no 
opera de manera incondicional. En determinadas circunstancias, el 
ámbito personal y familiar protegido por este derecho puede verse 
limitado en función de exigencias superiores del bien común.

En este sentido, si bien la regla general establece que cualquier 
conflicto entre el derecho a la intimidad y el derecho a la libertad 
de información debe resolverse en favor del primero, existen 
excepciones cuando la obtención y difusión de datos pertenecientes 
a la esfera privada se justifican de manera inequívoca. Esto ocurre 
cuando existe una conexión directa e inmediata con un interés 
público relevante y cuando la divulgación responde a la necesidad 
de garantizar el acceso a una verdad que no puede quedar oculta. 
En estos casos, el derecho a la información prevalece, siempre que 
se respete el principio de proporcionalidad y se eviten intromisiones 
arbitrarias o innecesarias.  

Otra limitación al derecho a la intimidad se presenta en el ámbito 
tributario. El Estado, en su facultad de fiscalización y en aras de evitar 
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la evasión de impuestos, puede intervenir en la esfera privada del 
contribuyente. No obstante, esta intromisión debe estar debidamente 
fundamentada, responder a motivos legítimos y contar con una 
autorización expresa en la ley, garantizando siempre el respeto a la 
dignidad y a los derechos fundamentales de la persona afectada.  

La jurisprudencia ha admitido la posibilidad de realizar inspecciones 
corporales al imputado en el marco de una investigación penal, 
pero solo en casos donde se busque esclarecer delitos que afecten 
bienes jurídicos de especial relevancia y gravedad. Así, por ejemplo, 
en la investigación de múltiples casos de abuso sexual atribuidos 
a un mismo sospechoso, o cuando las víctimas sean menores de 
edad, el interés del Estado en esclarecer los hechos y el derecho 
de las víctimas a la justicia adquieren un peso mayor. No obstante, 
cualquier intervención que afecte la intimidad del imputado debe ser 
autorizada por un juez, quien deberá ponderar cuidadosamente la 
necesidad de la medida, su proporcionalidad y el valor probatorio 
de la evidencia que se pretende obtener, a fin de evitar vulneraciones 
desproporcionadas a los derechos del investigado.

Derecho fundamental a la no autoincriminación
El derecho a no autoincriminarse encuentra su fundamento en 

el instinto natural de conservación del ser humano, dado que todo 
comportamiento, salvo excepciones patológicas, tiende de manera 
inconsciente a la autopreservación. Obligar a una persona a reconocer 
hechos que puedan acarrearle consecuencias perjudiciales resultaría 
contrario a la naturaleza humana y, por ende, incompatible con los 
principios de justicia y equidad. Sin embargo, este derecho no ha sido 
reconocido de manera uniforme a lo largo de la historia. En diversas 
épocas, se consideró que el acusado tenía la obligación de colaborar 
con la investigación de la verdad, llegando incluso a testificar en su 
contra.

Para comprender la evolución del derecho a la no autoincriminación 
como un derecho fundamental, es necesario realizar un breve 
recuento histórico. Desde los juicios de Dios hasta la época de la 
Inquisición, la confesión fue considerada la prueba más importante 
dentro de los procesos judiciales. Su obtención se convirtió en una 
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prioridad absoluta, pues se entendía que a través de ella el acusado 
manifestaba arrepentimiento y aceptaba la pena impuesta. Para lograr 
esta confesión, se recurría a la tortura y otros métodos inhumanos, 
que provocaban que, en muchas ocasiones, los acusados admitieran 
crímenes que no habían cometido. Estas prácticas, amparadas en 
el absolutismo monárquico y la supremacía de la Iglesia, quedaron 
registradas en las Leyes de Partidas y consolidaron el sistema punitivo 
como un instrumento de dominación.

La respuesta a estos métodos represivos surgió con el auge 
del Iluminismo y la Revolución Francesa, donde se abogó por el 
reconocimiento de la dignidad humana y los derechos fundamentales 
del acusado. Se estableció que toda persona debía ser considerada 
inocente hasta que se demostrara su culpabilidad mediante un debido 
proceso, restableciéndose el antiguo principio nemo tenetur se ipsum 
accusare, según el cual nadie está obligado a declarar en su contra. Esta 
nueva concepción del proceso penal se expandió progresivamente a 
distintos países, marcando el inicio del reconocimiento del derecho a 
la no autoincriminación como una garantía esencial.

Otro hito relevante en la evolución de este derecho se produjo 
en Inglaterra con el caso de John Lilburne en 1637. Lilburne fue 
arrestado por importar libros considerados sediciosos y, al negarse a 
prestar juramento y declarar ante el Tribunal Inquisitivo Inglés, fue 
torturado y multado. En 1640, la Cámara de los Comunes revisó su 
caso y anuló la sentencia, otorgándole la libertad. No obstante, esta 
decisión no implicó aún el reconocimiento generalizado del derecho 
a la no autoincriminación, sino que representó un paso hacia su 
consolidación en los sistemas jurídicos modernos.

Existen diferencias en la fundamentación y aplicación de este 
derecho en las principales tradiciones jurídicas del mundo. En el 
sistema anglosajón, el derecho a la no autoincriminación se concibe 
como la facultad del acusado de negarse a responder un interrogatorio, 
sin que su silencio pueda ser interpretado en su contra. En cambio, 
en el sistema continental, la garantía se vincula con la prohibición de 
la tortura y el juramento forzado, asegurando que la confesión no sea 
obtenida mediante coacción.
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El principio fundamental que sustenta el derecho a la no 
autoincriminación es la presunción de inocencia, lo que implica 
que la carga de la prueba recae en quien acusa y no en el acusado. 
Este último no puede ser obligado a proporcionar información que 
pueda ser utilizada en su contra, conservando la libertad de decidir 
si introduce o no elementos probatorios en el proceso. Además, este 
derecho está estrechamente relacionado con el derecho de defensa 
y el principio de dignidad humana. Toda declaración o silencio del 
acusado puede formar parte de su estrategia defensiva, por lo que 
su inactividad se entiende como una forma legítima de autodefensa 
pasiva. Obligar a una persona a declarar contra sí misma la colocaría 
en una disyuntiva inaceptable: mentir, lo que podría acarrearle 
sanciones penales o procesales, o contribuir activamente a su propia 
condena, lo que atentaría contra su dignidad y su derecho a una 
defensa justa.

El derecho a no autoincriminarse se manifiesta en dos dimensiones 
fundamentales. Por un lado, otorga al imputado la facultad de 
abstenerse de declarar, lo que se conoce como derecho a guardar 
silencio. Por otro lado, le permite evitar incriminarse en caso de 
optar por declarar, sin que pueda ser sometido a coacción, presión 
f ísica o psicológica para renunciar a este derecho. Además, su 
ejercicio no puede generar consecuencias adversas para el acusado 
ni interpretarse como un indicio de culpabilidad.

En cualquier interrogatorio, el derecho contra la autoincriminación 
involuntaria garantiza que el imputado pueda negarse a responder. 
Asimismo, si decide declarar, tiene derecho a no perjudicarse a sí 
mismo, e incluso a faltar a la verdad sin que esta conducta pueda ser 
utilizada en su contra. En este contexto, cualquier medio que altere 
la voluntad del imputado o vicie su declaración estaría prohibido, ya 
que vulneraría uno de los pilares fundamentales del derecho penal 
garantista: la protección de la dignidad humana y la salvaguarda de 
los derechos fundamentales del acusado.
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Pugna entre el derecho a la intimidad y el derecho del estado
Dentro del derecho procesal penal, se presenta una constante 

tensión entre el interés del Estado por la búsqueda de la verdad y el 
interés del investigado en la protección de sus derechos individuales. 
En este contexto, todo sistema democrático enfrenta el reto de 
armonizar, por un lado, el interés público del Estado en esclarecer los 
hechos a través de una verdad material, y por otro, la garantía de los 
derechos fundamentales del procesado. 

En el marco del proceso penal, la implementación de métodos de 
investigación extraordinarios para combatir formas extremas de 
criminalidad ha dotado a los organismos encargados de la persecución 
penal con nuevas herramientas para la recolección de pruebas. 
Sin embargo, el uso de estos mecanismos podría conllevar una 
afectación desproporcionada de los derechos fundamentales, tanto 
de los investigados, como de terceros. Un ejemplo de estos métodos 
es la figura del agente encubierto, un funcionario que, adoptando 
una identidad falsa, se infiltra en organizaciones criminales con el 
propósito de obtener pruebas en contra de sus miembros, e incluso, 
en algunos casos, se presenta como testigo de la acusación.

La criminalidad organizada, aunque no es un fenómeno reciente, 
ha experimentado un crecimiento exponencial debido al avance de 
la tecnología y la diversificación de sus fuentes de financiamiento. 
Esta evolución ha permitido a estas organizaciones delinquir con 
mayor sofisticación y ejercer una influencia corruptora sobre las 
instituciones sociales y estatales, lo que contribuye a su impunidad. 

En respuesta a este desaf ío, se han promovido métodos de 
investigación basados en la inteligencia y la infiltración, con el 
argumento de que las técnicas tradicionales resultan ineficaces para 
desarticular estas estructuras criminales. En este sentido, el uso del 
agente encubierto se ha convertido en una herramienta clave para 
identificar a los líderes de estos grupos, obtener pruebas en su contra 
y contribuir al éxito de los procesos judiciales.

Dada la naturaleza de su labor, se considera que los agentes 
encubiertos deben ser miembros de la policía judicial, ya que el 
Estado no debería delegar en particulares tareas que podrían implicar 
afectaciones a derechos fundamentales. Además, su actuación debe 
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estar sujeta a estrictos controles y principios que rigen el accionar de 
los servidores públicos. 

El desempeño de un agente encubierto conlleva riesgos significativos 
para su seguridad personal, y también para la de terceros ajenos 
al proceso. En muchas ocasiones, para preservar su identidad y 
evitar ser descubierto, el agente podría verse obligado a cometer 
delitos dentro del grupo criminal. En estos casos, se ha planteado la 
necesidad de exonerarlo de responsabilidad penal, siempre que sus 
acciones no impliquen atentados contra la vida o la integridad de 
las personas. Sin embargo, cuando el agente induce al investigado 
a cometer un delito, se genera un dilema jurídico que puede derivar 
en la impunidad tanto del agente como del sujeto provocado. La 
autorización y supervisión de estas operaciones deben estar bajo 
la competencia de un juez de garantías, quien, en su calidad de 
especialista en derechos fundamentales, tiene la responsabilidad de 
evaluar la proporcionalidad y legalidad de estas medidas. 

El uso de agentes encubiertos puede generar graves afectaciones 
a derechos fundamentales del investigado, como la intimidad y la 
garantía de no autoincriminación. Al hacerse pasar por una persona 
particular y ganar la confianza del investigado, el agente obtiene 
acceso a información privada y familiar que debería estar protegida 
contra injerencias estatales. Asimismo, en caso de que el investigado 
realice una declaración autoincriminatoria en presencia del agente, 
este no le advertiría sobre su derecho a guardar silencio ni a contar 
con asistencia legal, lo que vulnera principios esenciales del debido 
proceso.

Desde una perspectiva garantista del derecho penal, la protección 
de los derechos fundamentales debe erigirse como una barrera 
infranqueable frente a mecanismos de investigación que puedan 
derivar en abusos del poder estatal. En este sentido, cualquier 
desviación hacia modelos inquisitivos o autoritarios debe ser evitada, 
garantizando que la lucha contra la criminalidad organizada se lleve 
a cabo dentro del marco del Estado de Derecho y el respeto a la 
dignidad humana.
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ALLANAMIENTOS DE MORADA
La Agencia ARCA (anteriormente AFIP), en el ejercicio de sus 

funciones de control y fiscalización, cuenta con la potestad de 
adoptar medidas coercitivas y cautelares con intervención judicial, 
conforme a lo establecido en la Ley 11 683 (1932). Estas facultades 
pueden ejercerse cuando existan indicios razonables de que su 
accionar podría verse obstruido o dificultado por la resistencia de los 
contribuyentes o responsables tributarios.

En este contexto, el contribuyente sometido a inspección puede 
oponerse al registro de su inmueble. Ante tal circunstancia, la 
agencia recaudadora podrá solicitar al juez competente la emisión 
de una orden de allanamiento. En la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires, la competencia para autorizar estos procedimientos recae en 
los jueces federales en lo contencioso administrativo, mientras que 
en las provincias, dicha facultad corresponde a los jueces federales.

El allanamiento constituye una excepción al derecho a la 
inviolabilidad del domicilio, garantía consagrada en el artículo 18 de 
la Constitución Nacional. En virtud de su carácter excepcional, su 
utilización debe responder a un criterio restrictivo y su autorización 
judicial debe ser debidamente fundada.

A los efectos de su aplicación, el concepto de “domicilio” comprende 
cualquier lugar en el que una persona ejerza su vida privada con 
libertad, incluyendo:

a) La morada: Entendida como el hogar o residencia donde se 
desarrollan los aspectos más íntimos de la vida personal. Esto puede 
incluir una vivienda, departamento, vehículo, habitación de hotel o 
posada, entre otros.

b) La casa de negocio: Un establecimiento abierto al público donde 
se desarrolla una actividad comercial o profesional, sujeto al derecho 
de admisión del titular.

c) Las dependencias: Espacios anexos que sirven a la morada o a 
la casa de comercio, incluso si no están f ísicamente unidos a ellas, 
como cocheras, sótanos, bauleras, depósitos, patios o terrazas.

La jurisprudencia establece que la función del juez debe ajustarse 
a las disposiciones de la legislación fiscal, la cual determina qué 
artículos del Código Procesal Penal resultan aplicables en cada caso. 
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En este sentido, se exige la existencia de indicios suficientes que 
acrediten la presencia de elementos relevantes para la investigación 
en el lugar objeto de la medida.

La solicitud de allanamiento no puede constituir una “expedición 
de pesca”, es decir, una medida indiscriminada de búsqueda de 
prueba sin fundamento específico, ya que ello vulneraría garantías 
constitucionales. La orden de allanamiento debe ejecutarse dentro de 
las 24 horas siguientes a su emisión, con habilitación de días y horas. 
Tanto la doctrina como la jurisprudencia sostienen que este plazo 
tiene por objeto otorgar al juez el tiempo prudencial para valorar la 
prueba o los indicios recabados antes de resolver la medida.

El juez debe analizar el cumplimiento de los siguientes requisitos:
•  Competencia del funcionario peticionante.
• Conformidad del objeto del allanamiento con la normativa 
aplicable.
•  Relación del pedido con la verificación de hechos de competencia 
de la ARCA.
•  Inclusión del sujeto pasivo en las previsiones legales.
• Proporcionalidad entre la medida solicitada y los fines del 
procedimiento fiscal.
• Observancia de los requisitos formales exigidos por la normativa 
vigente.

Limitaciones y alcance de la medida
La objetividad e imparcialidad del juez resultan esenciales para 

determinar la procedencia del allanamiento. Por esta razón, el 
Código Procesal Penal exige que la resolución judicial que lo ordene 
sea debidamente fundada.

En este sentido, la jurisprudencia ha declarado la nulidad de 
órdenes de allanamiento que carezcan de fundamentación suficiente. 
En el fallo “Constructora Sudamericana S.A.C.I.F. Inmob. y Arop.” 
(CN Penal Económico, Sala A, 21/04/2004), se consideró inválida 
una orden de allanamiento dictada sin motivación adecuada y en 
violación del artículo 224 del C.P.P.N. El tribunal concluyó que la 
mera necesidad de verificar la contabilización de operaciones en 
los libros societarios no constituye una justificación suficiente para 
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allanar domicilios comerciales o estudios profesionales, dado que 
existen métodos menos invasivos para alcanzar dicho objetivo.

Es importante señalar que el allanamiento no constituye una 
finalidad en sí mismo, sino que se ordena para posibilitar la realización 
de diligencias tales como el registro domiciliario o el secuestro de 
documentación.

Asimismo, la orden de allanamiento no implica una delegación 
de facultades judiciales en los funcionarios de la ARCA, sino que 
se configura como un mandato para un acto único y específico, 
agotándose con su cumplimiento. En consecuencia, la ejecución de 
la medida no autoriza nuevas incursiones sin la obtención de una 
nueva orden judicial, pues ello afectaría el principio de división de 
poderes.

Para garantizar el cumplimiento de la orden judicial, los inspectores 
de la ARCA pueden requerir la asistencia de la fuerza pública, ya sea 
la Policía u otra fuerza de seguridad competente. Una vez finalizada 
la pesquisa, se considera concluida la diligencia, y el titular del 
domicilio recupera su derecho a impedir la entrada de terceros.

En este sentido, si los funcionarios que llevaron a cabo el 
allanamiento se retiran del lugar por cualquier motivo, la orden 
judicial se considera agotada. En consecuencia, no podrán reingresar 
al domicilio en el mismo día ni en los siguientes sin el consentimiento 
del morador o sin una nueva orden judicial expresa.

INSPECCIÓN OCULAR
En el ámbito del derecho tributario, los principales medios 

probatorios son los documentos y los testimonios. No obstante, 
existen circunstancias en las que resulta procedente la incorporación 
de otros medios de prueba.

Entre estas pruebas complementarias se encuentra la realización 
de inventarios, cuyo propósito es verificar la existencia f ísica de 
mercaderías y contrastarlas con los registros contables. Asimismo, 
pueden llevarse a cabo diligencias en las que los funcionarios 
competentes adquieren convicción a través de la percepción 
sensorial, en particular mediante la observación directa. Debido a 
esta última característica, tales procedimientos suelen denominarse 
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“inspecciones oculares”.
Estas actuaciones se desarrollan en el marco de lo dispuesto por 

la Ley Nº 11.683 y pueden dar lugar a la iniciación de sumarios 
administrativos o constituir actos preliminares dentro de un proceso 
penal. En consecuencia, las inspecciones oculares deben realizarse 
en estricto cumplimiento de las normas establecidas en el Código 
Procesal Penal, a fin de evitar eventuales nulidades procesales.

Dado que se trata de actos procesales de carácter definitivo e 
irrepetible —pues no pueden reproducirse en idénticas condiciones 
en una etapa posterior del procedimiento—, su validez está supeditada 
a la observancia de los requisitos formales exigidos por la normativa 
vigente. En este sentido, a efectos de garantizar su legalidad y eficacia 
probatoria, su ejecución debe realizarse en presencia de dos testigos 
imparciales, quienes no pueden pertenecer a la Administración 
Federal de Ingresos Públicos (AFIP) ni a la fuerza policial.

SECUESTRO DE DOCUMENTACIÓN
Durante el transcurso de una inspección fiscal, los funcionarios 

del órgano recaudador pueden identificar documentación que sea 
relevante para el análisis o que, en su caso, constituya prueba de la 
comisión de un ilícito. Sin embargo, si el inspeccionado no consiente 
el retiro de dicha documentación, los funcionarios no podrán 
proceder a retirarla sin contar con una orden de secuestro emitida 
por un juez competente.

Esta orden judicial puede ser expedida cuando, como resultado 
de la actuación del ente recaudador, se haya identificado de manera 
concreta la existencia de infracciones imputadas al contribuyente, y la 
documentación en cuestión sea necesaria para completar la prueba. 
En cambio, la orden no será procedente si no se tiene conocimiento 
cierto de la infracción y, en su lugar, se busca exclusivamente la 
detección de posibles delitos aún no conocidos. En este sentido, es 
importante recordar que las pruebas obtenidas mediante secuestros 
o allanamientos ilegítimos son inadmisibles.

La Corte Suprema se ha manifestado en relación con un caso en 
el que funcionarios de la Aduana llevaron a cabo un secuestro de 
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facturas, correspondencia y libros contables sin contar con una 
orden judicial. En dicho fallo, se estableció que la actuación de los 
funcionarios fue ilegal, y que cualquier prueba obtenida de manera 
ilegítima debe ser declarada inadmisible, independientemente de su 
relevancia o idoneidad como prueba de cargo.

Cuando las órdenes de allanamiento autorizan el secuestro de 
objetos encontrados en el lugar allanado, se produce una privación 
temporal del derecho de posesión o tenencia por parte del titular o 
propietario, lo que implica una restricción al dominio que no puede 
extenderse indefinidamente. Los documentos secuestrados deberán 
ser detallados en un acta de secuestro, que será firmada por la 
persona en cuyo poder se encontraban. Asimismo, se requerirá la 
presencia de dos testigos ajenos a la ARCA y a la Policía durante todo 
el procedimiento de secuestro e individualización de los documentos, 
quienes también deberán firmar el acta, bajo pena de nulidad del acto.

En ausencia de autorización judicial o consentimiento del custodio 
de la documentación, los funcionarios solo podrán intervenir la 
documentación colocando su sello y guardándola en un lugar 
seguro dentro del domicilio inspeccionado. La documentación será 
almacenada en paquetes o cajas bajo la custodia de un representante 
del contribuyente, quien actuará como depositario responsable de su 
contenido e inviolabilidad. En este caso, se levantará un acta en la 
que se dejará constancia de la existencia e individualización de los 
elementos secuestrados.

INTERCEPTAR CORRESPONDENCIA
La intervención de la correspondencia consiste en desviar el 

curso natural de una comunicación enviada por un remitente a un 
destinatario, con el objetivo de ponerla a disposición de un juez 
que lleva adelante una investigación. En la Constitución Argentina, 
el artículo 18 garantiza la inviolabilidad de la correspondencia 
epistolar, estableciendo, sin embargo, una excepción a este principio 
en función de un interés general.

La intercepción de la correspondencia se lleva a cabo mediante 
la emisión de la correspondiente orden judicial, dirigida al servicio 
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de correos utilizado habitualmente, quien se encargará de ubicar la 
correspondencia y ponerla a disposición del magistrado encargado 
de la investigación. Esta medida está vinculada al secuestro de la 
correspondencia, que el juez deberá abrir para determinar si su 
contenido tiene relación con los hechos que se investigan. Si, tras 
dicha revisión, no se encuentra vinculación alguna con el caso, el juez 
deberá devolver la correspondencia al destinatario o sus familiares, 
bajo constancia, y mantener en todo momento silencio y discreción 
respecto al contenido de la misma.

Es importante señalar que tanto la policía como los órganos 
recaudadores no tienen potestad para abrir la correspondencia, 
siendo esta una facultad exclusiva del juez. Quien esté autorizado 
para interceptar cartas no está facultado para abrir los sobres, ya 
que hacerlo vulneraría las garantías procesales establecidas en la 
Constitución. En tal caso, cualquier prueba obtenida sería inválida 
para los efectos procesales.

La protección de la inviolabilidad de la correspondencia cubre tanto 
las cartas cerradas, impidiendo su apertura, como el conocimiento 
de las ya abiertas, por personas que no sean el juez encargado de la 
causa, en contra de la voluntad del emisor y el receptor. Asimismo, no 
pueden ser objeto de secuestro las cartas o documentos entregados 
a los defensores en el ejercicio de su cargo, resguardando así la 
confidencialidad de la defensa.

INTERVENCIÓN DE COMUNICACIONES TELEFÓNICAS
La intervención de los teléfonos utilizados por el imputado o 

dirigidos a él tiene como finalidad obtener información sobre las 
conversaciones o, en su caso, impedir que estas se lleven a cabo. 
Si bien se ha argumentado que los teléfonos no están protegidos 
en cuanto a la reserva individual o privada de las comunicaciones, 
lo cierto es que la intervención de estos dispositivos implica una 
invasión al concepto de “intimidad” que los ciudadanos tienen sobre 
sus comunicaciones. Esta invasión subraya la necesidad de aplicar la 
medida de manera cautelosa y restrictiva.
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La legislación otorga este poder de intervención exclusivamente al 
juez, excluyendo expresamente a la policía y, por supuesto, a la ARCA 
(Agencia de Registros y Control de Actividades). Este marco legal 
refleja la importancia de salvaguardar los derechos fundamentales 
del individuo en el proceso de investigación, y la intervención de las 
comunicaciones solo debe realizarse bajo un control judicial estricto 
y debidamente justificado.
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Conclusiones

Tras un análisis de los diferentes capítulos del libro se puede 
concluir que el derecho tributario posee un carácter dinámico, 
adaptándose tanto a contextos espaciales como temporales. En 
el marco de la República Argentina, un país organizado como 
una república federal, se reconoce la existencia de tres niveles de 
gobierno, conforme lo establece nuestra Constitución Nacional. Esta 
estructura federal genera desaf íos, especialmente en lo que respecta 
a la doble imposición, pues a pesar de los compromisos asumidos por 
las provincias bajo la Ley de Coparticipación, de no crear tributos 
locales sobre la misma base imponible de los impuestos nacionales, 
esta normativa no siempre se cumple en la práctica.

Esta situación se agrava cuando los contribuyentes realizan 
actividades gravadas en diversas jurisdicciones, lo que complica el 
cumplimiento de sus obligaciones fiscales. En el ámbito del derecho 
internacional tributario, la doble imposición constituye una práctica 
que se busca erradicar, por lo que se torna urgente encontrar 
soluciones eficaces a este problema.

Es importante señalar que, en el contexto del estado constitucional 
de derecho, se han incorporado nuevos derechos a las constituciones, 
lo que ha generado diversos problemas. Estos derechos deben contar 
con asignación presupuestaria, a fin de que puedan ser financiados y 
garantizar su efectividad. Sin embargo, los recursos con los que cuenta 
el Estado son limitados, lo que se ve agravado por el reconocimiento 
de derechos de tercera y cuarta generación durante el estado social 
de derecho. Esta situación pone en peligro la efectividad de tales 
derechos, ya que en ocasiones no existen recursos suficientes en el 
presupuesto público para financiar las políticas necesarias para su 
implementación. Este escenario coloca a la práctica jurídica ante un 
dilema, donde los derechos consagrados en las normas no siempre se 
traducen en beneficios reales para los ciudadanos.
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En este contexto, es necesario también considerar que el uso 
creciente de herramientas digitales y la inteligencia artificial genera 
nuevos desaf íos. Estas tecnologías pueden, en ocasiones, desconocer 
o limitar el ejercicio de derechos fundamentales, un fenómeno que 
en mi tesis doctoral denomino como “las nuevas vías de hecho”. La 
influencia negativa de estas tecnologías en los derechos y garantías 
constitucionales debe ser tomada en cuenta, pues puede afectar la 
efectividad de las normativas que protegen los derechos humanos.

En cuanto al marco jurídico que nos regula, es relevante recordar 
las grandes garantías que nos ofrece el principio de legalidad, el 
cual incluye los derechos derivados de la aplicación del artículo 
18 de la Constitución Nacional, que establece el principio de 
proporcionalidad, la no retroactividad de las normas jurídicas, la 
razonabilidad de las sanciones, entre otros. Asimismo, la penalización 
debe estar claramente alineada con un tipo penal, lo que implica que 
la conducta sancionada debe estar subsumida en una figura legal 
específica y, además, debe ser culpable. Sin embargo, observamos hoy 
en día el fenómeno del derecho penal simbólico, con la proliferación 
de delitos de peligro y la creación de una nueva estructura penal 
basada en el riesgo.

Finalmente, este escenario nos sitúa frente a una tensión inherente 
entre las necesidades recaudatorias del Estado y la obligación de 
sancionar las infracciones a la Ley Penal Tributaria. Esta dualidad 
de intereses pone en evidencia un conflicto entre las exigencias 
del sistema fiscal y los derechos emergentes de la Constitución, 
que deben ser financiados a través de los recursos derivados de la 
recaudación impositiva.
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